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C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7760/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2759/2018 

FOLIO INFOMEX: 04744218 
ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el dfa de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vla de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalfa 

General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó ante este sujeto obligado, a 

través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia {PNT). 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, asf como 24 punto 1 fracción 

11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, DECRETO NÚMERO 25553/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 de Noviembre 

del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, publicado en dicho Periódico Oficial, el 

dfa 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

GUADAlAJARA, JALISCO; 
"2018, CENTENARIO DE lA 1 

DEL XXX ANIVERSARIO DEL 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 (planta oa¡a¡, ¡¡wr>a Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo: 
01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de conmutador: 01 (33) extensiones 47874 y 47879. 

~ST 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 14:10 catorce horas con diez minutos del dfa 02 
dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.------------------ --- --------- - --------------------- -

-- -VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04744218, que fue ingresada a las 15:45 quince 
horas con cuarenta y cinco minutos, del dfa 18 dieciocho de septiembre del año en que se actúa, recibida oficialmente a las 
09:00 nueve horas, del 19 diecinueve de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, en virtud de haber sido receptada en 
hora inhábil para esta Unidad de Transparencia, registrándose administrativamente bajo el expediente 
LTAIPJ/FG/2759/2018, y con ésta se solicita literalmente el acceso a la siguiente información:------------------------

"¿Quien contrato los camiones refrigerantes para los cadáveres que fueron encontrados y cuánto se ha gastado en esos 
camiones?". {sic) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los articulas 4', 9' y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el dfa diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Polftica del Estado de Jalisco; asr como los numerales 1°, 6° 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jaliscd' el dfa diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del dfa 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurfdica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTfNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalfa General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficiai"EI Estado de Jalisco" el dfa quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
artfculo 24 fracción 11 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: ----------------------- ---------------- ------------ --- --

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artfculos 5° punto 1 fracción VIl, 
25 punto 1 fracción Vll, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 
su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 
materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalla 
General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 
constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 
dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalla General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

" 

DICTAMEN DE ClASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 

acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 



CíOBIDINO 
Uf~ J/\LI!~CO 
l'U!l[fl [J[UJ"f!VO 

FISC.\J.i,\ GENEIL\1. 
DEL ES'I'. \!lO 

motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
dfa de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, asf como el instrumento jurfdico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Espedfrcos de Colaboración firmados entre la FiscaHa General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en Integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artfculo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCfAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el dfa 28 veintiocho de mayo de! 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; así como el lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN lA RAMA DEL 
SECfOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPEciFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dfa lro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17. Información reservada- Catálogo 

1. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

O Cause perJuicio grave a las actividades de prevención y persecución de Jos delitos, o de lmpartlción de la 
Justicia: o 

11. Las carpetas de Investigación. excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad. o se trate de Información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE ClASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN lA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- la información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1, Inciso O del 
articulo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la Información cause perJuicio a las actividades de prevención y 
persecución de Jos delitos. o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
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e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

L Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
IL La prevista en la ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadfstica, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en Jos mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCfAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del articulo 
17 de la ley. cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Ubre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a Jo previsto por el artfculo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN lA RAMA DEL SECfOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la Investigación-

No podrá proporcionarse Información relacionada con alguna Investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera perludlcar a personas Involucradas y/o familfares en primer grado. 

los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, asf como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de Jos procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con Jo que establece 
el artfculo 110 fracciones VIl, IX, X, Xll y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
{reformada), de aplicación supletoria conforme Jo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIG~SIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclaslficaclón de la Información, asl como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el di a 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 
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lEY GENERAl DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBliCA (REFORMADA): 

Artfculo 110. Conforme a lo dispuesto por el artfculo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; asf como las 
previstas en tratados internacionales. 

liNEAMIENTOS GENERAlES EN MATERIA DE ClASIFICACIÓN Y DESClASIFICACIÓN DE lA INFORMACIÓN 
{Publicados el dla 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el articulo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vinculo, entre la persona ffsica y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artfculo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse Jos siguientes elementos: 
l. la existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de Investigación en trámite¡ 
11. Que se acredite el vinculo que existe entre la Información solicitada y la carpeta de Investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la Información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de Investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artfculo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
1. la existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
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11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantlas del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artfculo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella aue forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penaL el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y. en su caso, los datos de prueba oara sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artrculo 113, fracción XIII de la ley General, podrá considerarse 
como Información reservada. aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta FiscaHa General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y asr contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 20, tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artfculo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visltadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción pena! en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artfculo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
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a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
los registros de la investigación. asf como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza. 
los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

la vrctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva Jos registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate, de conformidad con Jo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Articulo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6., de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
Interés público. En este contexto, la ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad flsica o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, asf como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha Información, toda vez que esta corresponde a Información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 
trasgrede derechos procesales de las oartes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 
no es procedente. toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las vfctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 
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En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la Información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el Interés público, que ponga en riesgo la vida y la Integridad flslca de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las Investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o Implique un da~o 
Irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTM liMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurldica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; asf, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pe!ayo. Ponente: 
Juan O faz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de Jos integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurldicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenfan bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscal fa General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigorfficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando asf un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, asf como para los terceros afectados. 
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Asl pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, asl como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 {lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL), 

las fracciones t y ti del segundo párrafo del articulo 6o. de la Constitución Po!ltica de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos espedficos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como lfmites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al lfmite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los articulas 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artfculos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del pafs; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, imparticlón de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluc'1ones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el articulo 14 de la ley Federal de Transparencia y Acceso a !a Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino especffico, de supuestos en Jos cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artfculo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de Jos lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 {lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL LfMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Polrtica de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian Jos fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de Jos supuestos especificas en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al lrmite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el articulo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
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consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del articulo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -a si como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; asl como en la 
fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las vfctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el articulo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona flsica, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacionaL en los términos que fiien las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. XUII/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artfculo 6~ de la Constitución Polftica de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTfA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene lfmites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantfa 
de acceso a la información contenida en el articulo 6o. de la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales limites atiendan a Intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurfdico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pi mente!. Secretario: Rómulo Ama deo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscal fa General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con Jo establecido en el articulo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación, os! como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e im6genes 
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o cosos que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, padrón tener 
acceso a los mismos, con los/imitaciones establecidas en este Código y demós disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la Información pública gubernamental, § 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no eiercicio de la 

acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 

estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 

como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 

que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 

constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 

información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 

contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 

o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 

características principales del gobierno republ'lcano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 

máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 

en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 

reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martfnez lópez. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 

municipios, aue comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 

esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Polltica del Estado de Jalisco establece las 

mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 

información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 

seguridad e integridad ffsica de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Asf 

mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 

restringido. 

Asf pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 

y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 
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DAI'lOS: 

DAI'lO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, asf como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 
forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarfan violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, asf como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artfculos 1°, 6° apartado A, 20 apartados By e y 21 de la Constitución Polftica de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4', 7' y 8' de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1', 2', 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAf'lO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en lntegraclón, es importante 
precisar que el daño que producirla la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la Investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURfDICO y cuyo conocimiento general comprometerla el 
resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, asf como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionarfa un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 
que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidenciaL 

lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 
y 11 de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y X!ll de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGtSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, asf como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DANO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitadurfa, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, asf como en las vfctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. lo anterior, en 
virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
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adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que producirla permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata {actor o 
participe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, asf como a la vfctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción Hl, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual. se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalfa General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos requerida.-------------------------------------- -------------------

---SEGUNDO.- NOTIFfQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. -- ------- ----- ------------------- ----------------------- ---- -- ------- ~ ~-- - -- --

- - -Asilo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA CAROILIN.Ail'O~:MS 'N 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Tr<ms1oarenc:~'de 
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C.  
Correo electrónico:  
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7781/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2763/2018 

FOLIO INFOMEX: 04715218 (DERIVADA DEL IJCF) 
ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el dfa de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vfa de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de 

Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó 

ante este sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de 

Transparencia (PNT). 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artkulos 6º de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, 24 punto 1 fracción 11, 83, 84, 

85 y 86 punto 1 fracción 11, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del 

año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del dfa 20 de Diciembre del 

2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos 

artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

ATE N T A M EM:l"ES"' 
GUADALAJARA, JALISCO; 02 DE \ÓC~~~~~I\i 

"2018, CENTENARIO DE lA CRioACI9i'fQE1/VIL\!JII~U~ 
DEL XXX ANIVERSARIO DEL 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 {planta 

01. ((3333flE 668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de conmutador: 01 

~~p!CEFS' 

Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo: 

3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 12:15 doce horas con quince minutos del día 02 
dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.------------------------------------- --------------------

- - -VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 

información pública recibida en esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado, a través del oficio 
IJCF/UT/763/2018, firmado por el C. MARION RIVERA SÁNCHEZ, en su carácter de Encargada del Despache de los 

Asuntos de la Unidad de Transparencia e Información del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, a las 15:23 quince 
hora? con veintitrés minutos del día 18 dieciocho de Septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, el cual fue 

recepcionado de manera oficial a las 09:00 nueve ho~as del día 19 diecinueve del mismo mes y año, en virtud de que 

este fue registrado en hora inhábil para este sujeto obligado, mediante el cual deriva la solicitud de información 

receptada ante dicha instancia, el día 17 diecisiete de Septiembre del año que transcurre a través de la Plataforma 

Nacional de Transparencia, bajo el número de folio 04715218, solicitud de la cual se deriva única y exclusivamente lo 

siguiente: 

" Solicito un Informe sobre el tráiler con cadáveres sin identificar que estuvo la Colonia la Ouraznera. Quiero saber 
desde qué fecha se trasladaron los cuerpos al tráiler, en qué puntos ha estado y en qué periodos .... " (SIC) 

~~~Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4", 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 

cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; asl como los numerales 1", 6° 

punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción lll, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 

noviembre del mismo afio, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del dfa 

siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 

MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalfa General de! Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 

emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 

fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el di a quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 

sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
artículo 24 fracción !l de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 

Tr~msparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: -------- --------- ------------------- ------ - ------ -------

RESOLVER 

--- PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 

Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los articulas so punto 1 fracción VIl, 

25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII, 83 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, en las áreas que conforme a sus obligaciones y atribuciones son 

competentes o que se estimaron pudiesen tenerla, primeramente para efecto de determinar la competencia del sujeto 
obligado, y consecuentemente cerciorarnos de su existencia, recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o 

improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la materia; de tal manera que una vez recabada la 

información de las áreas que se estimaron pudiesen contar con la información solicitada, en base a lo peticionado en lo cual 
señala: " .... " Solicito un Informe sobre el tráiler con cadáveres sin identificar que estuvo la Colonia la Duraznera. Quiero saber desde 

qué fecha se trasladaron los cuerpos al tráiler, en qué puntos ha estado y en qué periodos .... " (SIC), se hace del conocimiento del 
peticionario de la información, que de conformidad a lo señalado por el Titular de la Fiscalfa de Derechos Humanos, en rueda 

de prensa llevada a cabo el día 19 diecinueve de Septiembre del año en curso, se informó Jo siguiente respecto de lo 

solicitado: "En la bodega de la Ouraznera, permaneció del 31 de agosto al14 de septiembre, del14 de septiembre al17 de 

Septiembre permaneció en un predio ubicado en el n1unicipio de Tlajomulco, así como en la bodega de evidencias de la 
Fiscalía General, ubicada en la calle 18 de la Zona Industrial del Municipio de Guadalajara. El día 17 de septiembre se ordenó 

a la Fiscalía General que se regresara el contenedor refrigerante a las instalaciones del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses, donde permanece actualmente".- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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- - - Razón por la cual y tomando en consideración las circunstancias antes referidas le es informado en los términos 

señalados, ello al haber sido hecha del conocimiento en rueda de prensa del día 19 diecinueve de Septiembre del año en 
curso, sin embargo se le indica que respecto de la solicitud así como el motivo del traslado de los cadáveres sin identificar, es 

un hecho que se encuentra sujeto a investigación por parte de esta Dependencia, de tal manera que ésta misma, forma parte 

del contenido de una Carpeta de Investigación iniciada por la Dirección General de Contraloría y Visitadurfa, la cual reviste el 
carácter de RESERVADA. De tal manera que al proceder a revisar las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la 

Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta 

Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, respecto de la procedencia o improcedencia para 
proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del 

presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 

los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 

acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 

publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de ·sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 

motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 

con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 

emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 

Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 

concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. A! efecto, por tratarse 

de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en Integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 

TRIGtSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el dfa 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 

del mismo año; así como el lineamiento DtCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENEMlES EN LA MMA DEl 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBliCA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECIFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR lOS SUJETOS OBliGADOS DEl ESTADO DE JAliSCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 

Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dfa lro 

primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 

difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 

siguiente: 

lEY DE TMNSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBliCA DEl ESTADO DE JAliSCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17.1nformación reservada- Catálogo 

1. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

O Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de lmpartlclón de la 
justicia; o 
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11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 

de lesa humanidad. o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. Inciso f) del 
artfculo 17 de la ley. siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos. o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 

b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 

e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 

e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 

f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vi as de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 

estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 

manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 

alguna dependencia de seguridad p(Jblica, procuración e impartición de justicia. 
11. la prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 

información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.-La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artfculo 

17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Ubre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 

Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito •. y aun y cuando termina con la 

determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 

averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 

Estado Ubre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la Investigación-

No podrá proporcionarse Información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera per!udlcar a personas involucradas vio familiares en primer grado. 
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los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, asi como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en !a misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artfculo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclaslficación de la Información, asf como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la_ Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artfculo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, corno información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta ley y no las contravengan; así corno las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE ClASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE lA INFORMACIÓN 
{Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo de! Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el articulo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 



1 1 :; ( ', \ 1 _ 1 \ ( ; l .'\ 1 , H \ 1 
jjj 1 J''; l \1 ){) 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vfnculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de Investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con e! articulo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. la existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 

11. Que la información se refíera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. la existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantfas del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción X!! de la ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penaL el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y. en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción Xlll de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De !o anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación de! derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2°, tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
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conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mex'1cano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable pa'ra el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de !os hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamen.te reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artfculo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza. 
los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes. podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para e! imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si b'1en, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés públfco. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
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persecución de los delitos, entre otros. A la par, su Jnálo¡:;a estatal establece en su numerall7 como información de 

carácter reservada aqurlla que con su difusión comprometa la seguridJd rL!blica, o cuando esta pongJ en riesgo la 

integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a J;:¡s investigación y persecución de 

delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o intf~gridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 

de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación __ por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha infQI_maclón, t_oda vel_Q.ue esta corre~ponde a información que forma parte de los registros 
.ill!._e conforman una Carpeta~~ Investigación actualm!?_D_tglramíta~~ se el)cuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 

sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar esperialmente información y/o documentación que 

forma parte de un expediente en particular; de esta forma, _@___p_!~~JlSJ..Q~~-Qrl_s_gljc_itante es wntraria a la norp1.ª'-

1fjl_i_grede derecl1_QS procesale~_Q_f_las par,t~gj_timaQ.?_~~~l ci_Qroceso. y con~ra'Jietlº---_Q])Q.Q.-'Jciones 9e orden público 

Q!!e tienen por oQ_j_e_t9 el resQf_to d~ los derechos hum<!_!}Q2__Y_Eª-!:_ªntizar el debidQ____Q!_Q¡;,esQ. Por tanto, j_g_ddicamente 

no es procedente toda y~__g~ es ~ill.:deradQ__L_!.!!-ª_li!_l]_[!_,m~~9----º-l acce59 a la inforrt~ación__m'!Q~!JeStQ___ffi!g_QQ2. 

encontramos frente a LJnJ investigaciQ__ruJt¿__e al!n n_g_c_Q!.~~~!~'&_,_ 

lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 

consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 

de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a !as víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 

occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 

menos, es familiar o representa a algunc de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasrn~Jdo por el interesado es reconocido 

como un derecho procesal que le Jsiste a las [Flftes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 

penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 

nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 

atente contra el Interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad ffslca de alguna persona, comprometa la 
seguridad públira, ponga en riesgo las investigaciones de delitQs, lesione intereses de terceros o implique un darlo 

Irreparable. Entonces, tenemos leye5- preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 

aquella información que encuadre en !os supuest(l'; que produzcan un daílo, o pongan en 1 iesgo la averiguación de 

los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis su5-tt:ntacla por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de !o Nación, número P. LX/?000, publicada en J¿¡ página 74 del Torno XI del Semanario Judicial de la 

Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTI\1\ LIMITADO TANfO f'OR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DfHECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la LÍitima parte del articulo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 

sino que, como toda garantía, se halla sujeto ~l lirnitaciones o excepciones que se sustentJn, fundamentalmente, en 

la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a !os intereses de la socierlad como <r los derechos de los 

gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de infonnJción que se conoce 

en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 

el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantfa, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 

constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indi~criminadamente, sino que el 

respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez !o garantizan, en atención a la materia a que se 

refiera; asf, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 

información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 

nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que h·1ce al interés soci,"JI, se cuenta con 

normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la s;:~lud y la morul públicas, mientras que por lo que 

respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 

gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 

Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Cvstro y José de Jesús Gudiílo Pelayo. Ponente: 

Juan Díaz Romero. Secretario: tomalo Arredondo Jirnénez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 

la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 

Distrito Federal, a veintiocho dP. marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 

trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
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información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 

el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(UCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contrataría y Visitaduría inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 

o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 

disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 

misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 

disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 

consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

la necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 

dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 

responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 

trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 

comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 

irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 

dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. lfMITE Al DERECHO DE ACCESO A lA INFORMACIÓN (lEY FEDERAl DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBliCA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y ll del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 

privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 

de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 

enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Léy Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 

la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 

protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 

información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 

cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, !a seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 

relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 

verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 

enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique corno confidencial, reservada, 

comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industria!, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 

3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 

responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 

una decisión definitiva. Como evidencia e! listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 

pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 
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Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta allfmite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el articulo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o ~omercia!ización. lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del articulo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de !os mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma tamb.lén genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su total"ldad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el articulo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. ComiSión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Za!dívar lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y Gonzá!ez. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6" de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razone~ de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. Xllll/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 6" de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTfA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A lA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo Xl, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a !os intereses de la 



l n () 

11>.< 1111 CI.~I.H 11 
1) 1 ,) 1· \ 1 \ 1 )( ) 

sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, af remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales lfmites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantfa individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Uévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocas·lones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de fa investigación, así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente los partes, podrán tener 
acceso a los mismos, con los limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, § 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conform'1dad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIll, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de !a federación, las entidades federativas y los 

municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, asl 

como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitu(Jón señala. Dicho numeral señala que la actuación de !as instituciones de seguridad pública se regirá 

por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 

mismas disposiciones en sus numerales 4~, g~, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad p(Jblica en la entidad, así como la 

seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 

en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 

mismo, la fracción ll del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 
restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 

presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 
y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DA~ OS: 

DA~O ESPECffiCO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 

sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 

forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 

consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 

artículos 1 ~. 6° apartado /\, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4°, r y 8"' de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1°, 2~, 15, 105, 109, 113, 212, 

213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 

{aplicable al nuevo sistema de justicia pena!). 

DA~O PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 

Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 

inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 

consistir en !a obstaculización y entorpecimiento de la Investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 

encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURfDICO y cuyo conocimiento general comprometería el 
resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 

correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encU€ntran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las vfctimas u ofendidos, así 

como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 

entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de Jos indiciados, lo cual traería como 

afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 

y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 

ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 

Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 
que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 
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lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artfculo 17 punto 1 fracciones t inciso f) 
y 11 de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Asf como en el numeral 110 en sus 
fracciones Vll, IX, X, XII y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desdasificación de la Información, asf como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAilO PROBABlE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 

actualmente integrada en la Dirección General de Contralorfa y Visítadurfa, con motivo de los hechos 

difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses {IJCF) y esta Fiscal/a 

General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, asf como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. lo anterior, en 

virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 

toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 

sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 

han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que producirfa permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 

pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 

apoyándose de circunstanc·las de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partfcipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 

descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 

información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 

omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendrla un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 

conjunto, asf como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

---Por lo anterior, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1°, 2°, 3°, 84 punto 1, 85, 86 punto 1 fracción 11 y 87 

punto 3 de la vigente ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, esta 
Unidad de Transparencia de la Fiscalfa General del Estado de Jalisco tiene a bien resolver su solicitud de Información pública 

en sentido AFIRMATIVO PARCIAlMENTE, por tratase de información considerada como de Libre Acceso con el carácter de 
Ordinaria, en los términos señalados y otra que es de acceso restringido, por estar debidamente clasificada como de 
carácter Reservada. ----- -------------------- ---------------- --- --- --- ------------- - ------ ----- --- -

---SEGUNDO.- NOTIFfQUESE del presente acuerdo de resolución al sollcit.;¡Q.N 
tal efecto, que se desprenda de las constancias recibidas en este 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Esta?<lll•!.{a,}W;~T1\' 
la Información pretendida. ----------- ---- - ----------
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C. SOLICITANTE 

OFICIO: FG/UT/7774/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2764/2018 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

CORREO:  
PRESENTE: 

Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente 
administrativo relativo a su solicitud de acceso a la información pública, cuyo número de registro consta anotado 
al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 
correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad 
de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en atención a su solicitud de información pública, 
presentada a través de correo electrónico Institucional, a las 15:36 quince horas con treinta y seis minutos del día 
18 dieciocho de Septiembre del año en curso, siendo recibida de manera oficial a las 09:00 nueve horas del día 19 
diecinueve del mismo mes y ar1o en virtud de haber sido ingresada en hora inhábil para este sujeto obligado, 
mediante el oficio UT/330/2018, signado por el LIC. MARION RIVERA SANCHEZ, ENCARGADA DEL DESPACHO DE 
LOS ASUNTOS DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA E INFORMACION DEL INSTITUTO JALISCIENSE DE CIENCIAS 
FORENSES, por el cual remite por incompetencia la solicitud de información pública presentada originalmente a 
través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia, 
registrada con el número de folio 04715518. 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4° párrafo tercero, 9° y 15 fracción IX de su análoga 
Estatal, 24 punto 1 fracción 11, 83, 84, 85, 86 punto 1 fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que 
fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de 
Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, conforme al DECRETO NÚMERO 
25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos de la ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

GUADALAJARA, JALISCO; A 02 DE nr~rhíklir 
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UNIDAD DE TRAN_.SPARENCIA 

DE LAJJ5CfliÍA GENERAL 
J\'-~~-1JE\1STADO DE .[ALISCO 

L1 A TORRES MARTINEZ. LICENCIA"·.,, M 

DIRECTORA Gl'NfRAL, DE (1'1; E 

DE TRANSPARENCIA DE LA F 
RES Y TITULAR DE LA UNIDAD 
ERAL DEL ESTADO DE JALISCO. 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre # 00, esquina libertad, en el Centro Histórico de Guadalajara, Jal. 
Horario de atención al público de lunes a viernes de 09:00 15:00 horas. Número telefónico directo: 01 (33) 3668-7971, o a 

~;.v;del conmutador: 01 (33) 3837,6000 extensiones 47874 47879. 
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- - - ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 15:00 quince horas del día 02 
dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- --VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo en 
relación a la solicitud de acceso a la información pública recibida en esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, a través de correo electrónico Institucional, a las 15:36 quince horas con treinta y 
seis minutos del día 18 dieciocho de Septiembre del año en curso, siendo recibida de manera oficial a las 09:00 
nueve horas del día 19 diecinueve del mismo mes y año en virtud de haber sido ingresada en hora inhábil para 
este sujeto obligado, mediante el oficio UT/330/2018, signado por el LIC. MARION RIVERA SANCHEZ, 
ENCARGADA DEL DESPACHO DE LOS ASUNTOS DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA E INFORMACION DEL 
INSTITUTO JALISCIENSE DE CIENCIAS FORENSES, por el cual remite por incompetencia la solicitud de 
información pública presentada originalmente a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04715518, en la que se solicita 
literalmente la siguiente información: 

" ... solicito se me entreguen los contratos, cheques correspondientes al tráiler que contiene 
cadáveres sin identificar que estuvo en la Colonia la Duraznera y otras partes de la metrópoli. De lo 
contrario, solicito que se me especifique si el vehículo es propiedad de alguna dependencia,,."(sic). 

- - - Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4', 9' y 15 del DECRETO NÚMERO 
25437 /LXI/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos 
mil quince, mediante el cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 
así como los numerales 1', 6' punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 
fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el 
Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, 
adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día siguiente al de la publicación de su similar 
citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar en aptitud jurídica de emitir la 
respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTÍNEZ, en mi 
carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada como 
Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de 
Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo 
de dos mil dieciséis, que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y 
año, por el cual requirió a todos los sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de 
Transparencia en términos de lo que dispone el artículo 24 fracción II de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, e integren su Comité de Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 
del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la análoga estatal aludida anteriormente; procede a: 

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5° punto 1 
fracción VII, 25 punto 1 fracción VII, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones III y VIII y 83 de la vigente Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de 
cerciorarnos de su existencia, recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para 
proporcionarla, conforme se establece en la ley de la materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo 
anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva 
búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, tuvo a 
bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las constancias que integran el 
Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, dio vista y 
solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a 
cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo 
siguiente: 
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DICTAMEN DE ClASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio 
del derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información 
solicitada en los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada 
temporalmente como de acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda 
estrictamente prohibida su difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción 
de las autoridades competentes que, en el ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan 
tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a 
cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al día de la recepción de la solicitud de 
información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada con el motivo del traslado 
de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual se obtuvieron 
los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de 
Jalisco y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los 
cuerpos sin identificar, son parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de 
Investigación en trámite, es decir, que no ha concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya 
causado estado, con las que se pueda establecer que hayan agotado todas las etapas procesales, que 
hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse de información inmersa en una Carpeta 
de Investigación actualmente en integración, se actualiza la hipótesis normativa para restringir 
temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción Il de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información 
Pública emitidos por acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 
el día 28 veintiocho de mayo del año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial 
"El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO 
de los liNEAMIENTOS GENERAlES EN lA RAMA DEl SECTOR PÚBliCO DE SEGURIDAD PÚBliCA QUE 
TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN ADOPTAR 
lOS SUJETOS OBliGADOS DEl ESTADO DE JAliSCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR 
ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 
lro primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que 
no puede difundirse información que forme parte de alguna investigación penat en tanto no concluya; de 
acuerdo con lo siguiente: 

lEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBliCA DEl ESTADO DE JAliSCO Y 
SUS MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

fl Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos. o de 
impartición de la justicia: o 

II. las carpetas de investigación. excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos 
humanos o delitos de lesa humanidad. o se trate de información relacionada con actos de 
corrupción de acuerdo con las leyes aplicables: 
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(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA 
QUE DEBERÁN OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA lEY DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 
MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 
l. inciso f) del artículo 17 de la ley. siempre que la difusión de la información cause perjuicio 
a las actividades de prevención y persecución de los delitos. o de impartición de justicia y ponga 
en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y 
resguardar la vida o la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir 
disturbios sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones 
violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado 
en áreas estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de 
información, cuyo conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna 
persona o servidor público, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad fisica del servidor público que desempeñe 
funciones en alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa 
concluidos, información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en 
los mismos y toda aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad fisica del 
servidor pl1blico. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.~ La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 
11 del artículo 17 de la Ley. cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 
fracción l del Código de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque 
las actuaciones practicadas por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de 
un delito, y aun y cuando terrnina con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, 
conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forn1e parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos 
Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE 
SEGURIDAD PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES 
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ESPECÍFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE 
TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que 
no haya concluido y, q!Je pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer 
grado. 

los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, 
hasta que obre la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el 
escarnio social de los implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así 
como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias espe_ciales se hubiera difundido en medios de comunicación la 
probable responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá 
especificarse a través de leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables 
responsables" en atención al principio de inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que 
dichas personas presentadas obtengan una absolución dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto 
obligado publicitar en la misrna forma en que se presentó la detención, que dichas personas fueron 
declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que 
establece el artículo llO fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública {reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 
fracción 1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 
111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la 
elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados 
en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en 
tanto no se haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como 
delitos y se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes 
con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las 
contravengan; así como las previstas en tratados internacionales. 
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LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 
INFORMACIÓN (Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario 
Oficial de la Federación, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como rese1vada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la 
información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VII de la ley General, podrá 
considerarse como información reseJVada, aquella que obstruya la prevención de delitos al 
obstaculizar las acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar 
o limitar la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades 
de persecución de los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en 
trámite; 
11. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de 
investigación, o el proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales 
judiciales con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el articulo 113, fracción IX de la ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 
responsabilidad a los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 
correspondiente; para lo cual, se deberán acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 
actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la 
misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías 
del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el articulo 113, fracción XII de la Ley General, 
podrá considerarse como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones 
previas o carpetas de investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de 
conformidad con la normativa en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne 
indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el 
ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el articulo 113, fracción XIII de la Ley General, 
podrá considerarse como información reservada, aquella que por disposición expresa de una 
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ley o de un Tratado Internacional del que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter 
siempre que no se contravenga lo establecido en la Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información 
Reservada, por tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente 
constitutivos de delito y recaiga la responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha 
indagatoria guarda un estado procesal que es susceptible de limitación temporal, por encontrarse en 
trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del procedimiento penal que al efecto establece el 
Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es importante mencionar que el Código 
Nacional de Procedirnientos Penales tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la 
investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, 
procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a 
la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 
2°, tal y como se transcribe a continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de obsetvarse en la investigación, el 
procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el 
culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la 
aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco 
de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los 
que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa ha 
iniciado una Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y 
deslindar responsabilidades o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes 
resulten responsables con motivo de las acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes 
tenían bajo su responsabilidad el resguardo y disposición de los cadáveres objetos de investigación por 
parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la misma Fiscalia General del Estado de Jalisco. Por tal 
motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con los frigoríficos y la instrucción de traslado 
de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración para la resolución que en derecho 
corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por parte de servidores 
públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones adoptadas 
pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se 
descarta que dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa 
sancionable para el o los responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el 
órgano de control disciplinario preservar dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto 
tratamiento de los registros y evidencias, los cuales serán torales para el resultado de la investigación; 
máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta de Investigación que se encuentra en 
trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, dicha información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su 
limitación temporal, en tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la inteNención del 
Agente del Ministerio Público que tiene a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación 
correspondiente. Cabe mencionar que toda información inmersa en la Carpeta de Investigación forma 
parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las reglas que dispone dicho 
ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 
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Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
los registros de la investigación. así como todos los documentos. independientemente de su contenido o 
naturaleza. los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son 
estrictamente reservados. por lo que únicamente las partes. podrán tener acceso a los mismos. con las 
limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

la víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en 
cualquier momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para 
comparecer como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir 
de este momento ya no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin 
de no afectar su derecho de defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia 
lo dispuesto en el artículo 266 de este Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una 
vez dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo 
temporal o._ de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de 
prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de 
que dicha determinación haya quedado firme. 
Artíwlo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, 
tenemos que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6" de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre 
y cuando atente contra el interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, 
alude en su numeral 110 (reformado} que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada 
como reservada cuando comprometa la seguridad pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la 
salud de alguna persona, obstruya la prevención y persecución de los delitos, entre otros. A la par, su 
análoga estatal establece en su numeral 17 corno información de carácter reservada aquella que con su 
difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la integridad física o la vida de 
una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de delitos, las Carpetas 
de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella información que 
ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas de 
seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la 
necesidad de limitar la consulta de dicha información. toda vez que esta corresponde a información 
que forma parte de los registros que conforman una Carpeta de Investigación actualmente 
tramitada. que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información 
estadística, que sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información 
y/o documentación que forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del 
solicitante es contraria a la norma. trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso. y 
contraviene disposiciones de orden público que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y 
garantizar el debido proceso. Por tanto. jurídicamente no es procedente. toda vez que es considerado una 
lirnitante del acceso a la información pública, puesto que nos encontrarnos frente a una investigación que 
aún no concluye. 

lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que 
autorizar la consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se 
compromete el resultado de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u 
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ofendidos, en este caso los familiares de los occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece 
de interés jurídico en la investigación, y mucho menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o 
sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es 
reconocido como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la 
norma procedimental penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las 
leyes reglamentarias a nivel nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información 
que conlleve un riesgo para la sociedad, que atente contra el interés público, que ponga en riesgo la 
vida y la integridad física de alguna persona, comprometa la seguridad pública, ponga en riesgo las 
investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o implique un daño irreparable. Entonces, 
tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción aquella 
información que encuadre en los supuestos que produzcan un darlo, o pongan en riesgo la averiguación 
de los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario 
Judicial de la Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se 
invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 
absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 
fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la 
sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura 
jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "secreto 
burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada 
garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el mencionado 
derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra 
excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto 
a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la información en esta 
materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses nacionales y, por el 
otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas que 
tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad 
de los gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. 
Ausentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño 
Pe layo. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
LX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis 
jurisprudencia!. México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente 
en trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a 
la información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales 
se desprende el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense 
de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la 
presunta instrucción de parte de servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de 
Contraloría y Visitaduría inició una Carpeta de Investigación precisamente con el objeto de investigar, 
esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o ejercitar la correspondiente acción penal en 
contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las acciones u omisiones de conducta en 
que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y disposición de los cadáveres objetos 
de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la misma Fiscalía General del 
Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la disposición no 
adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y el 
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traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada 
en consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

la necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que 
integran dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de 
esta forma con la simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes 
figuran como probables responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y 
trayendo como consecuencia una trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por 
lo cual, es probable que se pueda determinar si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de 
investigación en contra de alguna persona, que dificulte la comparecencia ante el Juez correspondiente, 
para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la consecuente sanción, o en su caso, 
provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño irreparable para la sociedad en 
su coJ~unto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una 
indagatoria en dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de 
por medio el éxito de los resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la 
acción penal al inculpado/imputado, o que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, libro V, Tomo 1, página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia 
Constitucional, que a continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL), 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establecen que el derecho ele acceso a la información puede limitarse en virtud del interés 
público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines 
constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, 
ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan 
las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados corno límites al derecho de 
acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información 
podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial 
y el de información reservada. En lo que respecta al limite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el 
de información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de 
lineamientos bajo los cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la 
información pueda: 1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) 
menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o 
monetaria del país; 4) poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al 
cumplimiento de las leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de 
contribuciones, control migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos jurisdiccionales, 
mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un enfoque más preciso que descriptivo, el 
artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene 
un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la información también se 
considerará reservada; 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, comercial 
reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) 
averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones 
o puntos de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no 
se hubiese adoptado una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su 
artículo 14 supuestos que, si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en 
el artículo 13, el legislador quiso destacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad 
de considerarlos como información reservada. 
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Amparo en revisión 168/2011. Cornisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. 
y otra. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, 
materia Constitucional, que a continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL 
DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés 
público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines 
constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, 
ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan 
las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados corno límites al derecho de 
acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información 
podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial 
y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de 
información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que 
requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior 
también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, 
rectificación y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los casos 
excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del 
articulo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que 
sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública que 
rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de 
datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del 
interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo 
procede en ciertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la 
información confidencial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas 
partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección 
contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el articulo 21 de la ley, la 
restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, 
distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. 
y otra. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no 
es absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda 
información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de 
cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de 
autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente 
por razones de interés público y seguridad nacionaL en los términos que fijen las leyes. Al efecto, la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. XLIII/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de 
abril del año 2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el 
acceso a la información pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el 
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articulo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que 
a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14, 
FRACCIÓN 1, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A lA 
INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: 
"DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el 
ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, sino que tiene límites que se sustentan en la 
protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la sociedad y a los derechos de los 
gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado precepto, al remitir a 
diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía de acceso a 
la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o 
local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o 
reservados, con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y 
encuentren justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista 
proporcionalidad y congruencia entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la 
restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin 
perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva compensen el sacrificio que ésta implique 
para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro 
David Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Arnadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es 
permisible la consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con 
las formalidades y las excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este 
Comité de Transparencia en diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se 
encuentra jurídicamente impedida para autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo 
anterior, deviene de la imposición de reservar los actos de investigación documentados, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra 
dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación, así como todos los documentos, 
independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le 
estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los 
mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública 
gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las 
determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temf:mral o de aplicación de un criterio de 
oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate. 
de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser 
menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya quedado 
firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, corno ya se indicó, 
forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, 
página 1899, que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MAXIMA PUBLICIDAD EN EL 
DERECHO FUNDAMENTAL RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado 
Mexicano está constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los 
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ciudadanos a acceder a la información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: 
"ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una 

doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la función de maximizar el campo 
de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor 
diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo o social 
que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una 
de las características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y 
la transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por 
ello, el principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional. implica para cualquier 
autoridad, realizar un manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por 

excepción, en los casos expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo 
determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con 
una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martinez t.ópez. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades 
federativas y los municipios, gue comprende la prevención de los delitos: la investigación y persecución 
gara hacerla efectiva. así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en 
las respectivas competencias que esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las 
instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. Del mismo 
modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las mismas disposiciones en sus numerales 
4', 9', 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y 
sus Municipios {que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es información 
Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un 
perjuicio grave en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral17 punto 
1 fracción 1 inciso f). Así mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación 
como información de acceso restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el 

cuerpo del presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que 
autorizar la consulta y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECÍFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información 
pretendida, se hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de 
obligaciones a las que debe sujetarse esta institución en materia de información pública, así como 
en la violación a los principios y bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental 

de acceso a la información pública, relativos a la protección de información reservada, 
contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misrna forma, se trasgrediría el debido 
proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales consagrados a favor de las partes 
legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, de los indiciados, así 
como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los artículos r, 6° 
apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
4', 7' y 8' de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1', 2', 15, 105, 109, 113, 212, 213, 
217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos 
Penales (aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 
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DAÑO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que 
conforman una Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en 
integración, es importante precisar que el daño que produciría la consulta de dicha 
documentación además del incumplimiento, inobservancia y trasgresión a las disposiciones 
legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace consistir en la obstaculización y 
entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega de información 
relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general 
comprometería el resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por 
parte del Fiscal correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es 
en etapa de obtención de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la 
correspondiente acción penal, con el objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en 
perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así como terceros involucrados en la misma. 
Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o entrega de dicha información, 
pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como afectación al 
debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se 
propicie la obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido 
esclarecimiento, retrasando y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta 
Institución. Por tanto, su revelación ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible 
responsabilidad para esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de 
carácter obligatorio para proteger y resguardar información que debe mantenerse en reserva y 
cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones I 
inciso f) y II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y 
sus Municipios, robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como 
en el numeral110 en sus fracciones VII, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública (reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, 
VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y 
TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y 
Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, precisados 
anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación 
iniciada, actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo 
de los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado 
de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses (IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la 
presunta instrucción de parte de servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia 
estima que se produce una afectación en la sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello 
ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en virtud de que se estaría haciendo entrega 
de información inmersa en registros que aún no son difundidos o entregados al indiciado, y ello 
produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en toda investigación, es 
de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se materialice 
alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los 
términos que se han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de 
las documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las 
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cuales, apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se 
trata (actor o participe), y con ello se permita la identificación del probable o probables 
responsables; con lo cual no se descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado 
valiéndose de la consulta de dicha información, obteniendo información relevante para hacerse 
sabedores si se investigan/persiguen actos u omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente 
tendría un efecto negativo para eludir la acción de la justicia, sustrayéndose para no comparecer a 
juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su conjunto, así como a la víctima u 
ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción ll, 77, 83, 84, 85 y 86 
punto 1 fracción lll, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre 
del año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 
de Diciembre del 2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, 
adicionaron y derogaron diversos artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, 
resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pliblica, por tratarse de información considerada con 
el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitlld de información pl1blica, en la forma y términos 
requerida.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - -SEGUNDO.- NOTIFÍQUESE el presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del correo electrónico 
serlalado a efecto de recibir notificaciones, acompañando copias fotostátícas simples del presente acuerdo al 
oficio que al efecto se gire.-----------------------------------------------------------------------------------------------

---TERCERO.- Remítanse al Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del 
Estado de Jalisco (ITEI), copias simples de la solicitud de acceso a la información pública materia del presente 
expediente, así corno del acuerdo de resolución pronunciado por este sujeto obligado en respuesta a sus 
cuestionamientos, a fin de notificarle la resolución Negativa para proporcionar la información pretendida, atento 
a lo dispuesto por el artículo 121 punto 1 fracción XI de la vigente Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, para que surta los efectos legales y administrativos a 
que haya lugar.- - - - -- --- -- - - - - - --- -- -- - - - -- --- -- - - - --- -- - - - - - --- - - - - - - - - - - - - - -

CÚMPLASE 

~JiÍihv, 

EZ, en mi carácter de Directora 
General del Estado de Jalisco. - -
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Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente 
administrativo relativo a su solicitud de acceso a· la Información Pública, cuyo número de registro consta anotado al 
rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública, 

registrada en el sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia Jalisco 
(PNT), recibida a las 18:09 dieciocho horas con nueve minutos del día 18 dieciocho de Septiembre del año 2018 dos 
mil y recibida de manera oficial a las 09:00 nueve horas del día 19 diecinueve de Septiembre del año en curso, en 

virtud de que fue ingresada en hora inhábil para este sujeto obligado. Lo anterior atendiendo a lo dispuesto en la 
Circular No. 07, signada por el Mtro. Héctor Rafael Pérez Partida, en su carácter de Secretario de Planeación, 
Administración y Finanzas, mediante la cual informó que con fundamento en el 38 de Ley de Servidores Públicos del 
Estado de Jalisco y sus Municipios, se consideró el viernes 28 de Septiembre como día de descanso obligatorio, con 
motivo de la celebración del "Dfa del Servidor Público". 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artfculos 6º de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, 24 punto 1 
fracción 11, 83, 84, 85 y 86 punto 1 fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en 
fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en 
vigor a partir del día 20 de Diciembre del2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se 
reformaron, adicionaron y derogaron diversos articulas de la ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

TITULAR DE LA UNID'AD'IOE-'f{zy\i'JS 

FISCALfA GENERfl 
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Unidad de Transparencia de la Flscalfa General: Avenida 16 de Septiembre No. 400, esquina libertad, colonia Centro, 
Gu_adalajara, Jalisco. Horario de atención: lunes a viernes de 09:00 a 15:00 horas. Número telefónico 01 (33) 3668-7931 y 3668-
7971. 

~~Fann  

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 14:00 catorce horas del día 03 tres de Octubre 
del año 2018 dos mil dieciocho.-----------------------------------------------------------------------

- - - VISTO y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 

información pública, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 
fracción 11, 84 punto 1, y 85 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

reformada mediante DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dla 10 de 
Noviembre del2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, difundido en dicho Periódico 
Oficial, el día 19 diecinueve de Diciembre del mismo año, la suscrita licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTfNEZ, en 

mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la FiscaHa General del Estado 
de Jalisco, tiene a bien el resolver el Expediente Administrativo Interno número LTAIPJ/FG/2768/2018, relativo a la solicitud 
de acceso a la información pública presentada en esta Unidad de Transparencia, a través del Sistema lnfomex Jalisco, a la 

cual le correspondió el número de folio 04750218, ingresada a las 18:09 dieciocho horas con nueve minutos del dfa 18 

dieciocho de Septiembre del año 2018 dos mil y recibida de manera oficial a las 09:00 nueve horas del día 19 diecinueve de 
Septiembre del año en curso, en virtud de que fue ingresada en hora inhábil para este sujeto obligado; en la que se solicita 
literalmef!te el acceso a la siguiente información: 

11¿Cuántos trálleres o contenedores para cuerpos de personas no Identificadas fueron arrendados o comprados, cuánto 

se pagó por ello y con qué empresa o empresas se celebró este Intercambio? Existen dos convenios signados por el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la FiscaHa General del Estado, para este fin. Adjunto uno de ellos, celebrado 
en 2016." (SIC) 

- - -Derivado de lo anterior se previno al solicitante, quién dio respuesta a la prevención por la misma vía a las 20:36 veinte 
horas con treinta y seis minutos del día 20 veinte de Septiembre del año en curso, y recibida de manera oficial a las 09:00 

nueve horas del día 21 veintiuno de Septiembre del año en curso, en virtud de que fue ingresada en hora inhábil para este 
sujeto obligado, en los siguientes términos: 

"Adjunto documento 

CONVENIO IJCF FISCALIA 2017 CONSERVACION CADAVERES.pdf!' (SIC) 

- --Ante esto, se observó que cumple con los requisitos exigidos para su admisión, establecidos en el artfculo 79 de la ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, es por lo que se deberá de dar el 

trámite legal correspondiente, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 6° de la Constitución Po!ftica de los Estados 
Unidos Mexicanos; 4o párrafo tercero, gc y 15 fracción IX de !a Constitución Política del Estado de Jalisco; le, r, 5°, 24 punto 

1 fracción 11, 25 punto 1 fracción VIl, 31, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII, 77, 78,79, 80, 81, 82 y 83 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, y asimismo a lo acordado en la Sesión celebrada por el 

Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en fecha 02 dos de Mayo del año 2016 dos mil dieciséis; 
y atento a lo que señala el numeral 20 fracción 111 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Jalisco, en correlación con el arábigo 9 fracción XVHI del Reglamento Interno de las Instancias Administrativas del Despacho 
del Fiscal General del Estado de Jalisco, !a suscrita licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTfNEZ, en mi carácter de 

Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en 
unión de sus testigos de asistencia, con quienes legalmente actúa y da fe, procede a: ---- ---- ------------ --- -------

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 

Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artfculos So punto 1 fracción VIl, 

25 punto 1 fracción VH, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones lit y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 

su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 

materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 

haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la FiscaHa 
General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 

constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 
dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 

respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la· información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre de! presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

" 

DICTAMEN DE ClASIFICACIÓN 

/ 
Esté Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 

derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 

,. 
' 
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los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se !leve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
dfa de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, asf como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración f1rmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGtSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo aiío; asi como el lineamiento DtclMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jallsco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

f) Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos. o de impartlclón de la 
justicia: o 

11. las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad. o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. inciso f) del 
artfculo 17 de la ley, siempre que la difusión de la información cause perJuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
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b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 

e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 

e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 

sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vlas de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

J. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física de! servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artfculo 
17 de la ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. CUando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Ubre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna Investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera periudlcar a personas involucradas vio familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo !as imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, asf como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con Jo que establece 
el artfculo 110 fracciones VIl, IX, X, XI! y XII! de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme Jo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIMSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
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SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desdasificación de la Información, asf como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artfculo 110. Conforme a lo dispuesto por el articulo 113 de la Ley General, corno información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

Vil. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; asf como las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el dla 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emifldos por acuerdo del Consejo Na(lonal del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vinculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el articulo 113, fracción V!! de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevenc1on de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a !as actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de Investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vfnculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción !X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 
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Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantras del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
corno información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el articulo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada. aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesa! que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; e!lo, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2", tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visltadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 
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Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del MinisteriO Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
Los registros de la investigación. así como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza. 
los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes. podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el CódigÓ Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Articulo reformado DOF 17-06-2016 

{Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
Interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 11'0 {reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto nO causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha Información, toda vez que esta corresponde a Información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma. 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso. y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 
no es procedente. toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, ouesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún !10 concluye. 

lo anterior es asf que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
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de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el Interés público, que ponga en riesgo la vida y la Integridad flslca de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las Investigaciones de delitos, lesione Intereses de terceros o Implique un dano 
Irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN, SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del articulo 6o. de la. Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; asf, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por Jo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pe!ayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, e o su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con Jos hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección Genera! de Contralorfa y Visitaduría inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigorlficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para de_terminar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si. hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
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comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando asf un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verlficar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, asf como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. VHI/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos especificas en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como lfmites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: e! de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los artfculos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6)1a que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a !a necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. V!l/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la inforn1ación. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo Jos cuales 
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!a información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta a! límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el articulo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencia!, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artfculo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; asf como en la 
fracc'lón V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las vfctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Asf pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque !imitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6" de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, asf como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en los términos que fijen las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. XUII/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el articulo 6" de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con Jo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL EL ART[CULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTfA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A tA 
INFORMACIÓN, SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de Jos Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con !a condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en fundón del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Uévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amad ea Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalfa General de! Estado de Jalisco se encuentra jurfdicamente impedida para 
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autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación, asf como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imógenes 
o cosos que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por la que únicamente Jos partes, padrón tener 
acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demós disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, gJ_ 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o_ 
estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres a1ios. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstanc'las de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuadón se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del articulo 6o. de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce e! derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
func'lón de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tren Petit. Secretaria: Mayra Susana Martfnez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos: la investigación y persecución para hacerla efectiva, asf 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de Jos delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f}. Así 
mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 
restringido. 
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Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 
y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAfiOS: 

DAfiO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 
forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, asl como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1°, 6° apartado A, 20 apartados B y e y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4°, r y go de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1"', 2°, 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAIJO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmen.te en Integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la Investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURfDICO y cuyo conocimiento general comprometería el 
resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las vfctimas u ofendidos, asi 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, asf como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabil'ldad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 
que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 
y H de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y XII! de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desc!asificación de la Información, asf como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAfiO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloria y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses {IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en 
virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
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entregados a! indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partfcipe}, y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/iinputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. lo cual, consecuent~mente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción lll, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial ''El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/L.Xl/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con e! carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos referidos.-------------------------------------- -------------------

---SEGUNDO.- NOTIF(QUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solkitud de 
información pública.------------------------------------------------------------------------------

CÚMPLASE 

- - - Así lo ordenó la suscrita licenciada EUGENIA CARO!JliiA 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia 

SISTENCIA 
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C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT /7833/2018 
EXPEDIENTE: L TAIPJ/FG/2773/2018 

FOLIO INFOMEX: 04752018 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó ante este sujeto obligado, a 

través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT) . 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, así como 24 punto 1 

fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Jalisco y sus Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 

de Noviembre del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437 /LXI/15, publicado en dicho 

Periódico Oficial, el día 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la Ley Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

Unidad de Transparencia : Avenida 16 de Septiembre # 400 planta baja), Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico 
directo: 01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de con utador: 01 (33) 3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

~~JJOA 
"2018, CENTENARIO DE LA CREACIÓN DEL MUNICIPIO DE PUERTO VALLARTA Y DEL XXX ANIVERSARIO DEL NUEVO HOSPITAL CIVIL DE GUADALAJARA". 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 15:40 quince horas con cuarenta minutos del 
día 02 dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.-- - ---------------------------- -- -------- - -- -- -------

- - - VISTAS y analizadas las actuaciones que integran el procedimiento registrado en el índice de esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, con el número de expediente LTAIPJ/FG/2773/2018, relativo a la 
solicitud de acceso a la información pública registrada en el sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la 
Plataforma Nacional de Transparencia (PNT) con el número de folio 04752018, la cual ingreso a las 19:03 diecinueve horas 
con tres minutos, del día 18 dieciocho del mismo mes y año receptada de manera oficial a las 09:00 nueve horas, del día 19 
diecinueve del mes y año en curso, en virtud de que fue ingresada en hora inhábil para este sujeto obligado, en la que 

literalmente se requiere la siguiente información: 

"¿Desde cuando guardan en remolques refrigerados los cadáveres que no han sido reclamados 
que no caben en la morgue del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses? 
¿Me pueden enviar la factura de todos los remolques refrigerados que hallan utilizado para 
guardar cuerpos o en su defecto el contrato de arrendamiento o algún documento que 
compruebe de donde sale el dinero para tener esos remolques?" 

- - - Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4", 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1 ·, 5• 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos 
los sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone 
el artículo 24 fracción 11 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de 
la análoga estatal aludida anteriormente; procede a:---- --------------- -- ------ --- --------- --- -- - ---------

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos s· punto 1 fracción 
VIl, 25 punto 1 fracción VIl , 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, 
recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en 
la ley de la materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, 
después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la 
Fiscalía General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar 
las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de 
Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen 
de clasificación, respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se 
llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo 
siguiente : 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
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los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su 
difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes 
que, en el ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se 
funde, motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene 
de que, al día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada 
relacionada con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de 
pago bajo el cual se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, 
asimismo las obligaciones emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General 
del Estado de Jalisco y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los 
cuerpos sin identificar, son parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en 

trámite, es decir, que no ha concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que 
se pueda establecer que hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o 
reproducción. Al efecto, por tratarse de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en 
integración, se actualiza la hipótesis normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, 
difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se 
encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información 
Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el 
Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO 
TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE 
TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECIFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS 
OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron 
emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 
debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro primero de octubre de 2015 dos mil 
quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede difundirse información que forme 
parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 
MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

fl Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 
justicia; o 

11. las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con 
las leyes aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l, inciso fl 
del artículo 17 de la ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de 
prevención y persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz 
pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 
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a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida 
o la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del 
artículo 17 de la ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas 
por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina 
con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 
PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECIFICAS QUE DEBEN 
ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya 
concluido y que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que 
obre la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio 
de inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una 
absolución dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se 
presentó la detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que 
establece el artículo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
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Pública (reformada). de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral 7" punto 1 fracción 1 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los 
numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111 , VIGÉSIMO NOVENO fracción 111 , TRIGÉSIMO 
PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de 
la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del 
Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente 
publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl . Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no 
se haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII . Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como 
las previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales) : 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información 
que pueda poner en riesgo su vida , seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracc ión VIl de la Ley General, podrá 
considera rse como información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución 
de los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. la existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11 . Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 
con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 
responsabilidad a los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 
correspondiente; para lo cual, se deberán acreditar los siguientes supuestos: 
1. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
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11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 
actualizarse los siguientes elementos: 
1. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 
el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del 
debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional 
del que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido 
en la Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas 
que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar 
el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del 
delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2°, tal y 
como se transcribe a continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraloría y Visitaduría ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema 
de control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta 
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que dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la 
Carpeta de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente . Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a 
las reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente : 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos. independientemente de su contenido o 
naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente 
reservados. por lo que únicamente las partes. podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas 
en este Código y demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa . Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de 
este Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con Jo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 5• de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la 
seguridad pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención 
y persecución de los delitos, entre otros . A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información 
de carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo 
la integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, Jos expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en 
áreas de seguridad pública, procuración o administración de justicia . Situación por la cual se materializa la 
necesidad de limitar la consulta de dicha información, toda vez que esta corresponde a información que forma 
parte de Jos registros que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en 
etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma , 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso. y contraviene disposiciones de orden público 
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que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto. jurídicamente 
no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el 
resultado de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los 
familiares de los occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la 
investigación, y mucho menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, 
que atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, 
comprometa la seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o 
implique un daño irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar 
como excepción aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la 
averiguación de los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario 
Judicial de la Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES 

Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que 
se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
LX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte 
de servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una 
Carpeta de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar 
responsabilidades o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables 
con motivo de las acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el 
resguardo y disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses y la misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir 
el manejo y la disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con 
los frigoríficos y el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y 
tomada en consideración para la resolución que en derecho corresponda. 
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La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda 
determinar si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que 
dificulte la comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, 
la consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 
1, página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LIMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información . Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de información reservada . En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio 
de clasificación el de información reservada . El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de 
lineamientos bajo los cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la 
información pueda : 1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) 
menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria 
del país; 4) poner en riesgo la vida , seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las 
leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control 
migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen 
estado. Por otro lado, con un enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de 
supuestos en los cuales la información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique 
como confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, 
fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado 
estado; 5) procedimientos de responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga 
opiniones, recomendaciones o puntos de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso 
deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley 
enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos 
establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la 
necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 
30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 

González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la . Vll/2012 {lOa .), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LiMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN {LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 
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Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de 
clasificación el de información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos 
personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo 
anterior también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación 
y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la 
identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe 
un derecho de acceso a la información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también 
genérica, por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las 
personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los del propio 
solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. 
Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de 
ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección 
contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 
30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos 
autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, 
es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los 
términos que fijen las leyes. Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la 
tesis 2a. XLIII/2008 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 
correspondiente al mes de abril del año 2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan 
temporalmente el acceso a la información pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado 
en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a 
continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTiCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA 

LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTiA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA 
SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no 
es irrestricto, sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los 
intereses de la sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese 
sentido, el citado precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, 
no viola la garantía de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador 
federal o local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales 
o reservados, con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren 
justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia 
entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual 
debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
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compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 

en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida 
para autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de 
reservar los actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de lo 
investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, las objetos, las 
registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente 
las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones 
aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, gl 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un 
plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal 
Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir 
de que dicha determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, 
toda vez que, como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO 
FUNDAMENTAL RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 
GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple 
con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de 
expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un 
derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de 
autorrealización personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado 
en una de las características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la 
transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el 
principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un 
manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos 
expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá 
clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
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por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio 
grave en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral17 punto 1 fracción 1 inciso 
f). Así mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de 
acceso restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la 
consulta y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECiFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, 
relativos a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia . De la 
misma forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1°, 6° apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4°, r y 8° de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1°, 2°, 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal) . 

DAÑO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumpl imiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega 
de información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería 
el resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, 
así como terceros involucrados en la misma . Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia . 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar 
información que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información 
confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso 
f) y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones Vil, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
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Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos 
a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en 
la sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, 
en virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son 
difundidos o entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta 
forma, como en toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que 
presuntamente se materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de 
ambas Instituciones, sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las 
determinaciones adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los 
términos que se han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información 
pública, por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de 
información pública, en la forma y términos requerida .--- ----------------------------------- --------------

---SEGUNDO.- NOTIFIQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública.-------------------------- - ---------------------------------------------------

CÚMPLASE 

- - - Así lo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la 
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C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7761/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2774/2018 

FOLIO INFOMEX: 04754118 
ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el dfa de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó ante este sujeto obligado, a 

través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia {PNT). 

lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artfculos 6º de la Constitución Polltica 

de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal. así como 24 punto 1 fracción 

11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/lX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 de Noviembre 

del 2015, vigente a partir del dla siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, publicado en dicho Periódico Oficial, el 

dfa 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

GUADAlAJARA, JALISCO; 
"2018, CENTENARIO DE LA 

DEL XXX ANIVERSARIO 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 (planta 
01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de conmutador: 01 

Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo: 
3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

alma.avila
Resaltado
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~ - -ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 14:45 catorce horas con cuarenta y cinco 
minutos del día 02 dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.--------------------------------------------

-- -VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 

información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04754118, que fue ingresada a las 20:15 veinte 

horas con quince minutos, del dfa 18 dieciocho de septiembre del año en que se actúa, recibida oficialmente a las 09:00 

nueve horas, del 19 diecinueve de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, en virtud de haber sido receptada en hora 

inhábil para esta Unidad de Transparencia, registrándose administrativamente bajo el expediente LTAIPJ/FG/2774/2018, y 
con ésta se solicita literalmente el acceso a la siguiente información: ---- ------ --- ---- ----- - ------ - - -------- - - -

11Copla del oficio donde se ordena el traslado a uno bodega del tráiler refrigerado con restos humanos en su Interior, que 
se encontraba en las Instalaciones de/Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses. 

Quiero saber cuánto paga de renta Fiscal/a por la caja de tráiler refrigerada empleada para almacenar cuerpos de 
personas s/n Identificar, as/ como a qué proveedor se lo rentaron".{slc) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los articulas 4', 9' y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 

publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el dfa diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; asf como Jos numerales 1", 6" 

punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones Vil y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 

noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 

en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 

MARTfNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalfa General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 

emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 

sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 

articulo 24 fracción 11 de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: -- +---- +------------ -- -- - --- ----- ------- ~ +----- --- - -----

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 

Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos so punto 1 fracción Vtl, 
25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 

su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 

materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 

constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 

dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalfa General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 

sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

" 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 

los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
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acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vfa procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
dfa de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurfdico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban Jos cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en Integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artfculo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficiai"EI Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; así como el lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECIFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

O Cause periulcio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de lmpartlclón de la 
lusticia; o 

11. Las carpetas de Investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad, o se trate de Información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- la información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. Inciso fl del 
artfculo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la Información cause perjuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos. o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
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e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 

d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 

f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 

conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad flsica de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad ffsica del servidor público que desempeñe funciones en 

alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
JI. la prevista en la ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadfstica, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 

aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad ffsica del servidor público. 

TRIGtSIMO OCTAVO.-la información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artkulo 
17 de la Ley. cuando la averiguación previa que, de conformidad al articulo 8 fracción J del Código de 

Procedimientos Penales para el Estado Ubre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 

Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 

averiguación, de conformidad a lo previsto por el artfculo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENEMLES DE TMNSPARENCIA EN LA MMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

D~CIMO TERCERO. -De la Investigación-

No podrá proporcionarse Información relacionada con alguna Investigación en proceso que no haya concluido y 

que pudiera perludlcar a personas Involucradas vto famlllares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 

implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 

responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 

leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 

inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 

dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 

detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 

el articulo 110 fracciones Vll, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 

TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIG~SIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIG~SIMO 
SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Claslflcaclón y Desclaslficaclón de la Información, asf como 
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para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artkulo 110. Conforme a lo dispuesto por el artfculo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la ley General y esta Ley y no las contravengan; asf como las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
{Publicados el dfa 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

VIgésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona ffsica y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artfculo 113, fracción VIl de la ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de Investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vinculo que existe entre la Información solicitada y la carpeta de Investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la Información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de Investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 



t;\_H-nt-:1\NO 
l )!: Ji\LI:.~CO 
l't!OI it lJLUJllVO 

FISl'.\I.Í.\ <:ENEJt.\1. 
DEI.I·:s'l'.\llO 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artfculo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantfas del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artfculo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y. en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como Información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 

{El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
Jos que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con Jo dispuesto en su numeral 2°, tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer Jos hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y asf contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visltadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalfa General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigorlficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Asf pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, Jos cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 
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Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 

tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 

inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
los registros de la investigación. así como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza, 
los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes. podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

la vfctima u ofendido y su Asesor Jurfdico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 

no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 

defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 

proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 

delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 

que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 

Articulo reformada DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 

que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Polftica de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 

Interés público. En este contexto, la ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 

que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 

persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral17 como información de 

carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 

delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, asf como aquella 

información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 

limitar la consulta de dicha Información. toda vez que esta corresponde a Información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadfstica, que 

sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma. 

trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto. jurfdicamente 

no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública. puesto que nos 

encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 

consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
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de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurldico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la Información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el Interés público, que ponga en riesgo la vida y la Integridad trslca de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las Investigaciones de delitos, lesione Intereses de terceros o Implique un dano 
Irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en Jos supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a Jos intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurldica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantfa, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que Jo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; asf, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
Información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservanc'la de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de Jos delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Vil!aseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Dfaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurfdicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduria inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenfan bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma FiscaHa General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

la necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
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comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercido de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando asf un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, asf como para los terceros afectados. 

Asf pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, asf como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA liMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (lEY FEDERAl DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBliCA GUBERNAMENTAl), 

Las fracciones 1 y H del segundo párrafo del articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos especfficos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Asf, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al lfmite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los articulas 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artfculos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo Jos 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional~ 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del pafs; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su articulo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artfculo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldfvar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL liMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (lEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBliCA GUBERNAMENTAl), 

Las fracciones 1 y lJ del segundo párrafo del articulo 6o. de la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y Jos datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaría para el desarrollo 
de los supuestos espedficos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como lfmites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
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la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al Hmite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artfculo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -asf como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general. salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado C, del artfculo 20 constitucional. que protege la identidad y datos personales de las vfctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Asf pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el artfculo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldlvar Lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos polfticos, fideicomisos y fondos públicos, asf como de cualquier persona ffsica, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en los términos que fijen las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. Xlltl/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el articulo 6° de la Constitución Polltica de 
los Estados Unidos Mexicanos. lo anterior de acuerdo con Jo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBliCA GUBERNAMENTAL EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE lA LEY 
FEDERAL RElATIVA, NO VIOlA lA GARANTfA DE ACCESO A lA INFORMACIÓN, 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A lA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE lA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS,", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene lfmites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantla 
de acceso a la información contenida en el articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurfdicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales Hmites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurfdico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantfa individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Uévana león. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pi mente!. Secretario; Rómulo Amadeo Flgueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurldicamente impedida para 
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autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artfculo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Articulo 2018.- Los registros de fa investigación, así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reseNados, por lo que únicamente las partes, podrán tener 
acceso o los mismos, con las limitaciones establecidos en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, gl 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de !os Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomfa personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
caracterfsticas principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tren Petit. Secretaria: Mayra Susana Martfnez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos¡ la investigación y persecución para hacerla efectiva, asf 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Polftica del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad ffsica de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 

restringido. 
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Así pues, del análisis lógico jurfdico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 
y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAilOS: 

DAilO ESPEC[FICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 
forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente Jos establecidos en los 
artfculos r, 6° apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4", 7" y 8" de la Constitución Polltica para el Estado de Jalisco; 1", 2", 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAilO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en Integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JUR[DICO y cuyo conocimiento general comprometería el 
resultado de la investigación y Jos avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, asf como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
yfo mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionarla un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 
que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 
y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAilO PROBABlE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contralorfa y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (JJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, asr como en las vfctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en 
virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
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entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y Jugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partfcipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendrla un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, asl como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre de! 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXJ/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos articulas 
de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos requerida.-------------------------------------- -------------------

-- -SEGUNDO.- NOTJF(QUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. ------- --------- - - - ---- -- ----------- --- - -- - --- --- ---------------- ------------

CÚMPLASE 

- - - Asf lo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA cAt<ULtt"f. TO~I'-,§:-\~.il~l(fgjl~~n mi carácter de Directora General de 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de de Jalisco.------------ -------

~J!l 
TEST!¿/ E ASISTENCIA 

r 
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C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT /7782/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2778/2018 

FOLIO INFOMEX: 04756218 
ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y [a forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de 

Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó 

ante este sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de 

Transparencia (PNT}. 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución Política 

de !os Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, así como 24 punto 1 fracción 

11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pllblica del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 de Noviembre 

del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/l.XI/15, publicado en dicho Periódico Oficial, el 

día 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

GUADALAJARA, mcroc-J, 

"2018, CENTENARIO DE LA CRioACION 
DEL XXX ANIVERSARIO NU:EVCJ/HCJSPIJV\l 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 baja), Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo: 

01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de corrmtrtaclor\01 (33) 3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

~EFS' 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 11:30 once horas con treinta minutos del dfa 02 
dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.----------------------------------------------------------

- - -VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 

información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04756218 a las 22:03 veintidós horas con tres 

minutos del día 18 dieciocho de Septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, la cual fue recepcionada de manera oficial a las 

09:00 nueve horas del día 19 diecinueve del mismo mes y año en curso, en virtud de que esta fue registrada en hora inhábil 
para este sujeto obligado, en la que se solicita literalmente el acceso a la siguiente información: 

"Solicito copia de los cheques, movimientos o transferencias bancarias que emitió la Flscalfa General del Estado de Jalisco a 
la empresa Logrstlca Montes, S.A. de C.V. desde el año 2006 a la fecha de esta sollcitud de informadón."(slc). 

~ ~ ~ Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4", 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 

publicado en el Periódico Oficial"EI Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 

cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1°, 6° 
punto 1, 24 punto 1 fracción ll, 25 punto 1 fracciones V!l y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción H, 84 punto 1 y 

85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado ele Jalisco" el día diez de 

noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 

siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 

en aptitud jurídica de emitir !a respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 

MARTfNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fisca1fa General del Estado de Jalisco, designada 
corno Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 

emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 

fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
artículo 24 fracción ll de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 

Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: ----- ------------------ --------- --- - --- - --- ----- --------

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 

Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artrculos so punto 1 fracción VIl, 
25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones Hl y VIl! y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 

su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 

materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalfa 

General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 

constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 
dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 

respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar !a información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

" 

DICTAMEN DE ClASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 

derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 

acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 

publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
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ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurfdico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Especificas de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en Integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el articulo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e lnformJción Púb!icJ de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficiai"E! Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERAlFS EN lA RAMA DEL 
SECTOR PÚBliCO DE SEGURIDAD PÚBllrA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETEHMINAR lAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBliGADOS DEL ESTADO DE JAliSCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dfa 1ro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

lEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBllrA DEL ESTADO DE JAliSCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artículo 17.1nforrnación reservada Catálogo 

1. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

fl Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de lmparticlón de la 
justicia; o 

11. las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad, o se trate de Información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

liNEAMIENTOS GENERAlES EN MATERIA DE ClASIFirACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBllrA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN lA lEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN 
PÚBllrA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGtSIMO SEXTO.~ la información se clasificara corno reservada en los términos de la !!9cción l. Inciso fl del 
artfculo 17 de la ley. siempre que la difusión de la Información cause perjuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos. o de irnpartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir !as acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstilucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
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d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturQios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servidos de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

t. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e irnpartición de justicia. 
11. la prevista en la ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco . 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIG~SIMO OCTAVO.- la información se clasmcará corno reservada en los términos de la fracción 11 del artfculo 
17 de la ley. cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Ubre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido !a acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a !o previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Ubre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN lA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR· lAS DISPOSICIONES ESPECiFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DtCIMO TERCERO. -De la Investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera perjudicar a personas involucradas vio familiares en primer grado. 

los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

{lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artículo 110 fracciones VIl, IX, X, X!l y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pt.'1blica 
{reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con Jos numerales VIG~SIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasifrcaclón de la Información, asf como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
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Transparencia, Acceso a la Información P(Jblica y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abrll de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artrculo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
{Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 113, fracción 

V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VH de la Ley General, podrá considerarse como 

información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 

las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 

los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 

11. Que se acredite el vfnculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de Investigación, o el 

proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 

acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción !X de !a Ley General, podrá considerarse como 

información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 

públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 

11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 
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Vigésimo noveno. De confOrmidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 

siguientes elementos: 
l. la existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 

11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
1!1. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 

IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantlas del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 

investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 

en materia penaL el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penaL la_ acusación contra 

el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la ley General, podrá considerarse 

como información reservada. aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 

ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 

tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 

esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 

procedimiento penal que a! efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 

han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 

acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de !a comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2°, tal y como se transcribe a 

continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 20. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 

sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que !a Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa ha iniciado una 

Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o qulenes resulten responsables con motivo de las 

acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 

los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 

para la resolución qt,Je en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 

parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 

control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 

dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 

dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en !a Carpeta 

de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 
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Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza. 
los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo 
que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Pella! Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. · ( 
Articulo reformado DOF 17-06-2016 

{lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de !os Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información p(JbJica puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
Interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numera! 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de. Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, asf como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha Información, toda vez que esta corresponde a información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada. que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadlstica, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma. 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 
no es procedente. toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública. puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
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de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 

occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 

como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 

nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el Interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad flsica de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione Intereses de terceros o Implique un daf\o 

irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 

aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 

Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA liMITADO TANTO POR lOS INTERESES NACIONAlES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR lOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 

la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad corno a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de informac'¡ón que se conoce 

en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, a! encontrarse obligado 

el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 

respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la ri1ateria a que se 

refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 

nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 

respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 

gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 

Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 

Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 

la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudenc'1al. México, 

Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 

información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 

(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloria y Visitaduría inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 

o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulte'n responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 

disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 

disposición no adecuada de Jos mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 

el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 

dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 

responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 

trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 

si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 



. ¡ 

11',( 111\l.('dli\1 
!lll ¡-·,¡ \j)í) 

comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 

irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 

resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente . 

Tiene sustento lo anterior, e! contenido de la tesis la. Vl!l/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 

página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA LfMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones ! y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 

establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos especificas en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 

enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 

la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al limite previsto en la Constitución, referente a la 

protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 

información reservada. El primero de Jos articulas citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 

comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 

vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 

procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 

comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedie'ntes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 

responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 

una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su articulo 14 supuestos que, si bien 

pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 

de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 65S, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LfMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y H del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de qcceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 

establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 

de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites a! derecho de acceso a !a información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 



! :: ! 

! J',l ,\1.1 \CI :\!.!1 \1 
1 ) j 1 1 ', ¡ \ 1 )l ) 

la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales ~así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado e, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a !a información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el articulo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como tóda prerrogativa tiene sus !imitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6~ de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en los términos que fiien las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. Xllll/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Torno XXV!l, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 6" de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE lA LEY 
FEDERAL RElATIVA, NO VIOlA lA GARANTfA DE ACCESO A lA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. l.X/2000 de rubro: "DERECHO A lA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE lA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
tpoca, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes regUladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales Hmites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Uévana león. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pi m ente l. Secretario: Rómulo Amad ea Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por e! principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
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autorizar la entrega yjo consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de lo investigación os/ como 

todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosos que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, padrón tener 
acceso a los mismos, con /as limitaciones establecidos en este Código y demás disposiciones aplicO bies. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la Información pública gubernamental, g! 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pt'Jblica de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lq ___ g_¡_~p_uesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A {lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez lópez. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de !a Constitución Polftica de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos¡ la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que 'la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Polftica del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
PL1blica del Estado de Jalisco y sus Municipios {que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 
restringido. 
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Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 

y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 

hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, asf como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 

forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 

de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 

artículos 1°, 6" apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4", r y 8" de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1", 2°, 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables de[ Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAÑO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 

Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en Integración, es importante 

precisar que el daño que producirla la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 

consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 

encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURfD!CO y cuyo conocimiento general comprometerla el 

resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesa! oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 

objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así 
como terceros involucrados en !a misma. Del mismo modo, se consideia que al permitir la consulta o 

entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 

afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 

obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelac'1ón 

ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía Genera! del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 

que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 

y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 

Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 

fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones /, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 

Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABlE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 

actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 

investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses {UCF) y esta Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con !a presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en 

virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
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entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. Qe esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 

materialice alguna responsabilid~d administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 

documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 

partícipe}, y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 

descarta.que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 

omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 

conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 

fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/1)(/ 15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 

conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 

de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 

por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos requerida.-------------------------------------- -------------------

- - - SEGUNDO.- NOTIF(QUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. - - T--- - - ------ -- ----- ----- -------- - ----- - ------ - - ------- - -------------- - ----- -

CÚMPLASE 

- - -Así lo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA LAKU~"''A TCxRR$~i.M1r!Il<itS'<"en mi carácter de Directora General de 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de Jalisco.-------------------

TEST! SISTENCIA f
/' 
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C. SOLICITANTE. 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT /7690/2018 
EXP. ADMVO. INT. LTAIPJ/FG/2784/2018 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo 
relativo a su solicitud de acceso a la información pública, cuyo número de registro consta anotado al rubro superior derecho 
de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales correspondientes, adjunto al presente copias 
fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de 
Jalisco, en atención a su solicitud de acceso a la información pública presentada en esta Unidad, a través del sistema 
electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), con número de folio 04761418, 
que fue ingresada a las 14:01 catorce horas con un minuto del día 19 diecinueve de septiembre del presente año. 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, 24 punto 1 fracción 11, 83, 84, 
85 y 86 punto 1 fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del 
año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 
2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos 
artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

"2018, Centenario de la Creación 
del XXX Aniversario del Nul"v•t~.H'osi~IrtJt Cívil't'IEl'~li 

Unidad de Transparencia de la Fiscalía General: 
Guadalajara, Jalisco. Horario de atención: lunes a viernes 
3668-7971. 

16 de Septiembre No. 400, esquina Libertad, colonia Centro, 
09:00 a 15:00 horas. Número telefónico 01 (33) 3668-7931 y 

alma.avila
Resaltado
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- - - ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 15:00 quince horas del día 02 dos de 
Octubre del año 2018 dos mil dieciocho. ----- ------------------------- - - ----- --- - ----- -- - --- ----- --- - - -

- - -VISTO y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 
1 fracción 11, 84 punto 1, y 85 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, reformada mediante DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el 
día 10 de Noviembre del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437 /LXI/15, difundido en 
dicho Periódico Oficial, el día 19 diecinueve de Diciembre del mismo año, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, tiene a bien el resolver el Expediente Administrativo Interno número LTAIPJ/FG/2784/2018, 
relativo a una solicitud de acceso a la información pública presentada a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO 
incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), con número de folio 04761418, que fue ingresada a las 14:01 
catorce horas con un minuto del día 19 diecinueve de septiembre del presente año; con la cual se solicita literalmente el 
acceso a la siguiente información: 

"Solicito se me proporcione la versión pública del oficio o los oficios que autorizaron el resguardo y traslado de 

los cuerpos que se encuentran en trailer refrigerados, así como cualquier otro documento concerniente a este 

tema" (SIC) 

- - - Por lo que de conformidad a lo dispuesto por los artículos 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4° párrafo tercero, 9° y 15 fracción IX de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 1°, 2°, 5°, 24 punto 1 
fracción 11, 25 punto 1 fracción VIl, 31, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII, 77, 78,79, 80, 81, 82 y 83 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, y asimismo a lo acordado en la Sesión celebrada por 
el Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en fecha 02 dos de Mayo del año 2016 dos mil 
dieciséis; y atento a lo que señala el numeral 20 fracción 111 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, en correlación con el arábigo 9 fracción XVIII del Reglamento Interno de las Instancias Administrativas del 
Despacho del Fiscal General del Estado de Jalisco, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTÍNEZ, en mi 
carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado 
de Jalisco, en unión de sus testigos de asistencia, con quienes legalmente actúa y da fe, procede a:------------------

R E S O l V E R 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5° punto 1 fracción 
VIl, 25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, 
recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en 
la ley de la materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, 
después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la 
Fiscalía General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar 
las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de 
Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen 
de clasificación, respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se 
llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo 

siguiente : 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su 
difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes 
que, en el ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se 
funde, motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene 
de que, al día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada 
relacionada con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de 
pago bajo el cual se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, 
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asimismo las obligaciones emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General 
del Estado de Jalisco y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los 
cuerpos sin identificar, son parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en 
trámite, es decir, que no ha concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que 
se pueda establecer que hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o 
reproducción . Al efecto, por tratarse de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en 
integración, se actualiza la hipótesis normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, 
difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se 
encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información 
Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el 
Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO 
TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE 
TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPEciFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS 
OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron 
emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 
debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro primero de octubre de 2015 dos mil 
quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede difundirse información que forme 
parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo siguiente : 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 
MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

fl Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 
justicia; o 

11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con 
las leyes aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1. inciso fl 
del artículo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de 
prevención y persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz 
pública . 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida 
o la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaría; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
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f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia . 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del 
artículo 17 de la Lev, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas 
por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina 
con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva : 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 
PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN 
ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya 
concluido y que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que 
obre la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio 
de inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una 
absolución dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se 
presentó la detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que 
establece el artículo 110 fracciones VIl , IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral 7" punto 1 fracción 1 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los 
numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO 
PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de 
la Información, asi como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del 
Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente 
publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 
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LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no 
se haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como 
las previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 

(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información 
que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución 
de los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 
con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 
responsabilidad a los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 
correspondiente; para lo cual, se deberán acreditar los siguientes supuestos: 
1. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 
actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
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11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 
el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del 
debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional 
del que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido 
en la Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco . Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas 
que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar 
el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del 
delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2•, tal y 
como se transcribe a continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraloría y Visitaduría ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema 
de control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta 
que dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la 
Carpeta de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 
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Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a 
las reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o 
naturaleza, los objetos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente 
reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas 
en este Código y demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de 
este Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme . 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la 
seguridad pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención 
y persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información 
de carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo 
la integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en 
áreas de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la 
necesidad de limitar la consulta de dicha información, toda vez que esta corresponde a información que forma 
parte de los registros que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en 
etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto. jurídicamente 
no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el 
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resultado de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los 
familiares de los occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la 
investigación, y mucho menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia , lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela . En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, 
que atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, 
comprometa la seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o 
implique un daño irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar 
como excepción aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la 
averiguación de los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario 
Judicial de la Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca : 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES 

Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que 
se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos . Ausentes : 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente : 
Juan Díaz Romero . Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
LX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte 
de servidores públicos en funciones . Habida cuenta , la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una 
Carpeta de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar 
responsabilidades o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables 
con motivo de las acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el 
resguardo y disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses y la misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir 
el manejo y la disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con 
los frigoríficos y el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y 
tomada en consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda 
determinar si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que 
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dificulte la comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, 
la consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la . Vlll/2012 (lOa .), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 
1, página 6S6, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio 
de clasificación el de información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de 
lineamientos bajo los cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la 
información pueda : 1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) 
menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria 
del país; 4) poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las 
leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control 
migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen 
estado. Por otro lado, con un enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de 
supuestos en los cuales la información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique 
como confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, 
fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado 
estado; S) procedimientos de responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga 
opiniones, recomendaciones o puntos de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso 
deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley 
enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos 
establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la 
necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra . 
30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario : Javier Mijangos y 
González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 6SS, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 



.. ~~-

1 ¡<., ( \ I.Í. \ C: F '\1-:1~ \1 
!>1:1 . i:ST.\1>0 

constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma : 
el de información confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de 
clasificación el de información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos 
personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo 
anterior también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación 
y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la 
identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales . Así pues, existe 
un derecho de acceso a la información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también 
genérica, por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las 
personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los del propio 
solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. 
Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de 
ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección 
contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la información . 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra . 
30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente : Arturo Zaldívar Lelo de Larrea . Secretario : Javier Mijangos y 
González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6" de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos 
autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, 
es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en los 
términos que fijen las leyes. Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la 
tesis 2a . XLIII/2008 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 
correspondiente al mes de abril del año 2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan 
temporalmente el acceso a la información pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado 
en el artículo 6" de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a 
continuación se invoca : 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTICULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA 

LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTfA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA 
SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no 
es irrestricto, sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los 
intereses de la sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate . En ese 
sentido, el citado precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, 
no viola la garantía de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador 
federal o local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales 
o reservados, con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren 
justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia 
entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual 
debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos . Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán . 
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Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida 
para autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de 
reservar los actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente : Artículo 2018.- Los registros de la 
investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenida o naturaleza, los objetos, los 
registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente 
las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones 
aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, g! 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un 
plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal 
Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años, contado a partir 
de que dicha determinación haya quedado firme . Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, 
toda vez que, como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.). Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO 
FUNDAMENTAL RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 
GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple 
con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de 
expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un 
derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de 
autorrealización personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado 
en una de las características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la 
transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el 
principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un 
manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos 
expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá 
clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos . Ponente : Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria : Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos: la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4•, 9•, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio 
grave en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral17 punto 1 fracción 1 inciso 
f). Así mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de 

acceso restringido. 
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Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la 
consulta y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECÍFICO: 

El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, 
relativos a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia . De la 
misma forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1 •, 6" apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4", 7" y 8" de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1 •, 2", 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAÑO PRESENTE: 

Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega 
de información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería 
el resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, 
así como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia . 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar 
información que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información 
confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso 
f) y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Asi como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos 
a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en 
la sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, 
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en virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son 
difundidos o entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta 
forma, como en toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que 
presuntamente se materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de 
ambas Instituciones, sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las 
determinaciones adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los 
términos que se han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

--- Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información 
pública, por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de 
información pública, en la forma y términos referidos.----------------------- ----------- ---- ---- -- - --- --- -

---SEGUNDO.- NOTIFfQUESE el presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO por medio del cual ingresó su solicitud, acompañando copias fotostáticas simples del presente acuerdo al oficio 
que a 1 efecto se g i re.---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

CÚMPLASE TI V o ... o~< 
~ carácter de Directora General de 
(j\ . 

- - - Así lo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLIN 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de 1 cJte Jalisco.--

V 
{} 

( '~lJ~ 
~~~~~~~~Jf~~{¡;J~REr'J Clt; 

L'fhii.H.iA~\bEAJ!.Pi:tJ)tflíi\Ab DE 

_ ~wm~rorPJ:;í~N:~~9· 
1 



f:ltJniEHf\JO 
t H~ JJ\U~JCO 
f'OD::f; C!L(UIII/0 

FISC.II.Í.I C:I·:NEIL\1. 
1>1':1. EST.IIJO 

C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7762/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2790/2018 

FOLIO INFOMEX: 04772118 
ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vfa de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó ante este sujeto obligado, a 

través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia {PNT). 

lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los articulas 6º de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, así como 24 punto 1 fracción 

11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1. de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 de Noviembre 

del 2015, vigente a partir del dfa siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, publicado en dicho Periódico Oficial, el 

dfa 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó !a Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 {planta 
01(33) 3668-7971 y 01(33) 36687931, a través de conmutador: 01 

Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo: 
3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 15:05 quince horas con cinco minutos del día 
02 dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.--------------------------------------------------------

- --VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04772118, que fue ingresada a las 14:14 catorce 
horas con catorce minutos, del dfa 19 diecinueve de septiembre del año en que se actúa, registrándose administrativamente 
bajo el expediente LTAIPJ/FG/2790/2018, y con ésta se solicita literalmente el acceso a la siguiente información:---------

"l.-Informe de: Que servidor público y su corgo que solicitó se contrataran los unidades tipo tráiler que resguardan los 
cadáveres del hecho público y notorio trascendido en los medios de comunicación estatales y nacionales. 

2.- Copla simple del contrato en comento en el punto número 1. 

3.- Cantidad de trallers que resguardan los cadáveres os/ como fa cantidad de los mismos cadáveres".(sfc) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los articulas 4", 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el dfa diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; asf como los numerales 1°, 6~ 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones Vil y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dla diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahog~das las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurfdica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTfNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la FiscaHa General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficiai"EI Estado de Jalisco" el dfa quince de! mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
articulo 24 fracción ll de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: -- ·------------- --- ---- ---------------------- ---- - ---- --

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artfculos 5~ punto 1 fracción VIl, 
25 punto 1 fracción Vll, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente ley de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 
su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 
materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 
constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 
dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscal fa General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE ClASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información ReseiVada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
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publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vfa procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
dla de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Especificas de Colaboración firmados entre la Fiscalfa General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en Integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artfculo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dfa 10 diez de junio 
del mismo año; asl como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN lA RAMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Art(culo 17. Información reservada~ Catálogo 

1. Es información reservada: 

1. Aquella información pública, cuya difusión: 

O Cause perlulclo grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de lmparticlón de la 
lustlcla: o 

11. Las carpetas de Investigación. excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad, o se trate de Información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables: 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE ClASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN lA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGéSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. Inciso O del 
articulo 17 de la ley, siempre que la difusión de la información cause perlulclo a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos. o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
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e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vfas de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartlción de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
tt. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad ffsica del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCfAVO.~ La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artfculo 
17 de la ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artfculo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Ubre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Ubre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN lA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la Investigación-

No podrá proporcionarse Información relacionada con alguna Investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera periudlcar a personas Involucradas vto familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, asr como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artfculo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral7" punto 1 fracción 1 de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclaslficaclón de la Información, asf como 
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para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el dia 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artkulo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta ley y no las contravengan; asi como las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
{Publicados el dfa 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

VIgésimo tercero. Para clasificar la Información como reservada, de conformidad con el artfculo 113, fracción 
V de la ley General, será necesario acreditar un vfnculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el articulo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. la existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vinculo que existe entre la Información solicitada y la carpeta de Investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la Información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de Investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

VIgésimo octavo. De conformidad con el artfculo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 
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Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantfas del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artfculo 113, fracción XII de la ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y. en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artfculo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como Información reservada. aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2°, tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y asf contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a Jos derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visitadurra ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenfan bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalfa General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigorfficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o Jos 
responsables en dichas determinaciones. Asf pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 
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Por lo anterior, observando lo que establece el articulo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
los registros de la investigación, a si como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza. 
los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes. podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

la víctima u ofendido y su Asesor Jurldico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia Jo dispuesto en el articulo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo Jo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión oública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con Jo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado OOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
Interés público. En este contexto, la ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de Jos delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad flsica o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, asl como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha Información, toda vez que esta corresponde a Información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada. que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadfstica, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso. y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto e! respeto de Jos derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto. jurídicamente 
no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública. puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es asf que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
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de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las victimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las vfctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la Información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el Interés público, que ponga en riesgo la vida y la Integridad ffsica de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las Investigaciones de delitos, lesione Intereses de terceros o Implique un da~o 
Irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo X! del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artfculo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantfa, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurfdica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantla, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Dlaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
{UCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalfa General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual. es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
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comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, asr como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 
página 6S6, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de Jos Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al limite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, Jos artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artfculos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo Jos 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino especffico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de Jos lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de Jos Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. V!l/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro 
V, Tomo 1, página 6SS, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del articulo 6o. de la Constitución Política de !os Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos especlficos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como limites al derecho de acceso a la información. Asl, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
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la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del articulo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -as! como al acceso, rectiflcación y cancelación de Jos mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado C, del articulo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las vlctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Asf pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a Jos datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el articulo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Za!dívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos polfticos, fideicomisos y fondos públicos, a si como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en los términos que fiien las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. Xlll!/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVJI, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artfculo 6° de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE lA LEY 
FEDERAL RElATIVA, NO VIOlA lA GARANTfA DE ACCESO A lA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A lA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE lA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercido del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene lfmites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurfdicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales Hmites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para Jos titulares de la garantla individual mencionada o para la sociedad 

en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Ama deo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya Jo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
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autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el articulo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Articulo 2018.- Los registros de la investigación, así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las portes, podrán tener 
acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, gJ_ 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A {lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del artfculo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a pub!icitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomfa personal, posibilitando el ejercido de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrea!ización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martfnez lópez. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de Jos delitos: la investigación y persecución para hacerla efectiva. asf 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Polftica del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 
restringido. 



fií.JHII:Hi\10 
DE .!/\USCO 
!'OIH J\ lid IIUVO 

FISC,\I,Í,\ <:ENEH.\1. 
lll'l. EST.IIlO 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 
y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAf.lOS: 

DAf.lO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, asl como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 
forma, se trasgredir/a el debido proceso y con ello se estarfan violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, asf como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1°, 6° apartado A, 20 apartados By C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4°, r y go de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1°, 2°, 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAf.lO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en Integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la Investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURfDICO y cuyo conocimiento general comprometerla el 
resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesa! en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las vfctimas u ofendidos, asl 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, asf como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalfa General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 
que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el articulo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 
y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGt51MO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Asf como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, asf como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAf.lO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloria y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (UCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, asf como en las vfctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. lo anterior, en 
virtud de que se estarfa haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
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entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que producirla permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendrla un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, asf como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los articulas 24 punto 1 fracción H, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mi! quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artfculos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos requerida.-------------------------------------- -------------------

---SEGUNDO.- NOTIFfQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública.------------------------------------------------------------------------------

CÚMPLASE 

' TE~ O p€ ASISTENCIA 
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C. SOLICITANTE 
Correo Electrónico:  
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7791/2018 
EXP. ADMVO.INT.LTAIPJ/FG/2793/2018 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el dfa de hoy, dentro del expediente 
administrativo relativo a su solicitud de acceso a la Información Pública, cuyo número de registro consta anotado al 
rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalla General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública, recibida 
a través del correo electrónico de ésta Unidad de Transparencia de la Fiscalfa General del Estado de Jalisco, a las 15:28 
quince horas con veintiocho minutos del dfa 19 diecinueve de Septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, y recibida de 
manera oficial a las 09:00 nueve horas del día 20 veinte de Septiembre del año en curso, en virtud de que fue Ingresada en 
hora Inhábil para este sujeto obligado; el Oficio: IJCF/UT/2793/2018, signado por la C. Lic. Tersa Pedroza Pérez, en su 
carácter de Encargada del Despacho de asuntos de la Unidad de Transparencia e Información Pública del Instituto 
Jalisciense de Ciencias Forenses, mediante el cual deriva la Incompetencia de la solicitud de información pública 
presentada ante ese sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma 
Nacional de Transparencia (PNT) con el número de folio 04741018. Atendiendo a lo dispuesto en la Circular No. 07, 

signada por el Mtro. Héctor Rafael Pérez Partida, en su carácter de Secretario de Planeación, Administración y 
Finanzas, mediante la cual informó que con fundamento en el 38 de ley de Servidores Públicos del Estado de Jalisco 

y sus Municipios, se consideró el viernes 28 de Septiembre como día de descanso obligatorio, con motivo de la 
celebración del "Dfa del Servidor Público". 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artfculos 6º de la Constitución 
Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, 24 punto 1 

fracción 11, 83, 84, 85 y 86 punto 1 fracción 111, en correlación con el Decreto 2S653/LX/15, que fue publicado en 
fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en 
vigor a partir del dfa 20 de Diciembre del 2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se 

reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

LICENCIADA 

1 
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Unidad de Transparencia de la FlscaHa General: Avenida 16 de Septiembre No. 400, esquina libertad, colonia Centro, 
Guadalajara, Jalisco. Horario de atención: lunes a viernes de 09:00 a 15:00 horas. Número telefónico 01 (33) 3668-7931 y 3668-

\ ~;;l. 
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~~~ACUERDO DE RESPUESTA~ En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 09:30 nueve horas con treinta minutos del día 
03 tres de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.--------------------------------------------------------

- - - VISTO y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 

información pública, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción lll, 77 punto 1 
fracción 11, 84 punto 1, y 85 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

reformada mediante DECRETO NÚMERO 25653/lX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 de 

Noviembre del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437 /L.Xl/15, difundido en dicho Periódico 
Oficial, el día 19 diecinueve de Diciembre del mismo año, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTfNEZ, en 

mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalfa General del Estado 

de Jalisco, tiene a bien el resolver el Expediente Administrativo Interno número LTAIPJ/FG/2793/2018, relativo a la solicitud 
de acceso a la información pública, recibida a través del correo electrónico de ésta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, a las 1S:28 quince horas con veintiocho minutos del día 19 diecinueve de Septiembre del año 
2018 dos mil dieciocho, y recibida de manera oficial a las 09:00 nueve horas del día 20 veinte de Septiembre del año en 

curso, en virtud de que fue ingresada en hora inhábil para este sujeto obligado; el Oficio: IJCF/UT/2793/2018, signado por la 

C. Lic. Tersa Pedroza Pérez, en su carácter de Encargada del Despacho de asuntos de la Unidad de Transparencia e 
Información Pública del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, mediante el cual deriva la Incompetencia de la solicitud de 

información pública presentada ante ese sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la 

Plataforma Nacional de Transparencia (PNT) con el número de folio 04741018, en la que se solicita de éste sujeto obligado el 
acceso a la siguiente información: 

uSoliclto que se me Informe cuánto se pagó por la contratación a Logística Montes SA de cv de un camión 
frigorífico para albergar cuerpos humanos, asi como copia de las facturas emitidas." (Sic) 

~~~Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4°, go y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/lXI/15 

publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante e! 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1", 6" 

punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VH y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción l!, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/lX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dla diez de 

noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del dfa 

siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 

MARTfNEZ, en mi carácter de Directora Genera! de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 

emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 

sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de Jo que dispone el 
artículo 24 fracción 11 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 

Transparencia atento a Jo dispuesto en los numerales 43 y 44 de! mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: ---- - ----------------- --- - --- ----------------- ------ - ---

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 

Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artfculos S" punto 1 fracción VIl, 

25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 

su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 

materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalfa 

General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 

constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 
dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 

respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE ClASIFICACIÓN 
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Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
dfa de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, asf como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servic'1os de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la FiscaHa General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de Jos cuerpos sin identificar, son 
parte de Jos registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme yjo sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en Integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
Jo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción !1 de la ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCfAVO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el dfa 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; asl como el lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL 
SECfOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es asf, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17.1nformación reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

O Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de lmpartldón de la 
justicia; o 

11. las carpetas de Investigación. excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS; 

TRIGÉSIMO SEXTO.- la información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. inciso O del 
articulo 17 de la ley, siempre que la difusión de la Información cause perjuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 
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a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad püblica, procuración e impartición de justicia. 
11. la prevista en la ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadfstica, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGtSIMO OCTAVO- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artkulo 
17 de la ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Ubre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acclón penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el articulo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Ubre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN lA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPEC(FICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la Investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna Investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera perJudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente. ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artfculo 110 fracciones Vll, IX, X, XII y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme Jo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la ley de Transparencia 
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y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desdasificación de la Información, asf como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación {DOF) el di a 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artfculo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XH. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como las 
previstas en tratados internacionales. 

liNEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
{Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Püblica y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artfculo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vinculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de Investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vinculo que existe entre la Información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
IIL Que la difusión de la Información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 

acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se !laya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
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11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el articulo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. la existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantras del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el articulo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios oara el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como Información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y asf contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2", tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer Jos hechos, proteger al Inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en Jos Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenfan bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigorfficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determ'1naciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Asl pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
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dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el articulo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
Los registros de la investigación. asf como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza. 
los obietos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de v'1nculac'lón a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a !a información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformada DOF 17-06-2016 

(lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
Interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 {reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la ~eguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numera117 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, asf como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha Información, toda vez que esta corresoonde a información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de lnvestlgaclón actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea genera! y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma. 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurfdicamente 
no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública. puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 
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lo ante(lor es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
de ésta y e !lo implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 

como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las leyes reglamentarias a nivel 

nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la Información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la Integridad ffslca de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las Investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o Implique un daf'io 

irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 

los delitos. Tiene sustento lo anteriOr en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Torno XI del Semanario Judicial de la 

Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTM LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantfa, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 

la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad corno a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurfdica del secreto de información que se conoce 

en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 

el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 

respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; asf, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 

información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 

normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno lf, Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 

Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 

Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 

información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 

{IJCF} y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una Carpeta 

de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 

acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenfan bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 

misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 

el traslado de los mismos, ha sido 'Incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 

simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
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responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una lfnea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. VUI/2012 {lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la FederaciÓn y su Gaceta, Décima Época, Libró V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones t y !1 del segundo párrafo del artfculo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a .la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Asl, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de Jos particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catá!o'go ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vlt/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LfMITE Al DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones r y ti del segundo párrafo del articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
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de los supuestos esPecificas en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de aéceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Püb!ica Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del articulo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado C, del articulo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el articulo 21 de la ley, la restricción de acceso a Id información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de tos Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6" de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fiien las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. Xllll/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVll, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 6° de la Constitución Polftica de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAl. EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE lA LEY 
FEDERAL RElATIVA, NO VIOlA lA GARANTfA DE ACCESO A lA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE lA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo X!, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercido del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene Hmites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a tos intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en !as leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurldico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantra individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Uévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Ama deo Figueroa Salmarán. 
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Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 

excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparenéia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 

autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. lo anterio(, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación~ así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las portes, padrón tener 
acceso o los mismos, con los limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamentat gJ_ 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión oúbllca de las determinaciones de no ejercicio de la 

acción penal, archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 

jgual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 

estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 

que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN El DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 

·Información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 

función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 

o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 

características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, impllca para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 

información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 

reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Polftica de los Estados Unidos 

Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 

municipios, que comprende la prevención de Jos delitos: la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 

como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 

por los principios de legalldad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 

mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios {que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 

información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
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mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 
restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 

presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 
y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 

hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de infOrmación pública, así como en la violación a los principios y 

bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 

a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 
forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 

consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 

de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1°, 6° apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 40, r y go de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1°, 2°, 15, 105, 109, 113, 212, 

213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAf'!O PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 

Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en Integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 

inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la Investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 

información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JUR(D!CO y cuyo conocimiento general comprometerla el 

resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 

de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 

objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las vfctimas u ofendidos, así 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 

entfega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algün pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 

y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionada un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General de! 

Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 

que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidenciaL 

Lo cual encuentra sustento en !a hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f} 
y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 

Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 

fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de !a ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, asf como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en !a carpeta de Investigación iniciada, 

actualmente integrada en la Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa, con motivo de los hechos 

difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (UCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
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servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en 
virtud de que se estaria haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
entregados al indiciado, y ello producirla una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
participe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

---Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por.los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de informac'1ón pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos referidos.-------------------------------------- -------------------

-- -SEGUNDO.- NOTIFfQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a !a Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública.------------------------------------------------------------------------------

~ ~ - TERCERO.~ NOTJFJQUESE al INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES DEL ESTADO DE JALISCO, debiendo para tal efecto, remitir copias fotostáticas simples del presente expediente 
administrativo, donde obra la resolución en el que se expresan los motivos, razones y fundamentos, por los cuales se 
resolvió en sentido NEGATIVO la solicitud de información pública y ante tal circunstancia debe de considerarse la 
información solicitada como de carácter Reservada. Ello para evitar se actualice lo establecido en el artículo 121 punto 1 
fracción XI, en correlación al123 punto 1 fracción 11 inciso e), de la Ley de Transparencia y Acceso y sus Municipios.-------

~ ~ ~Asilo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA LAt<ULJNA TC)!~S~ mi carácter de Directora General de 

Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Tram¡par,encia 

TESTIGO DE t/§ENCIA 

\~M~~anny' 
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OFICIO: FG/UT/7792/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/279'1'2018 

ASUNTO: EN QUE SE INDICA 

C. LIC. CYNTHIA PATRICIA CANTERO PACHECO. 

COMISIONADA PRESIDENTA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, 
INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL 
ESTADO DE JALISCO (ITEI). 
PRESENTE: 

Por este conducto y en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del 

expediente administrativo relativo a la solicitud de Información pública cuyo ntm1ero consta señalado al 

rubro superior derecho del presente oficio, tengo a bien remitir a usted copias fotostáticas simples de la 

totalidad de actuaciones que integran el presente expediente administrativo de información, en las que se 

expresan los motivos, razones y fundamentos por los cuales se resolvió en sentido NEGATIVO, la solicitud 

de información pública, recibida a través del correo electrónico de ésta Unidad de Transparencia de la 

FiscaHa General del Estado de Jalisco, a las 15:28 quince horas con veintiocho minutos del día 19 

diecinueve de Septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, y recibida de manera oficial a las 09:00 nueve 

horas del día 20 veinte de Septiembre del año en curso, en virtud de que fue ingresada en hora inhábil 

para este sujeto obligado; el Oficio: IJCF/UT/2793/2018, signado por la C. Lic. Tersa Pedroza Pérez, en su 

carácter de Encargada del Despacho de asuntos de la Unidad de Transparencia e Información Ptlblica del 

Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, mediante el cual deriva la Incompetencia de la solicitud de 

información pública presentada ante ese sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX 

JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT) con el número de folio 04741018. 

Lo que se notifica a este H. Instituto para que surta los efectos legales y administrativos correspondientes, 

conforme a lo establecido en el artículo 121 punto 1 fracción XI de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 
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TITULAR DE LA \'!BilJáiJ,pE RANSPARENCIA DE LA 

FISCALfA G9l 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre # 00, esquina con calle Libertad, en el Centro Histórico de Guadalajara, 
Jalisco; con un horario de atención al público de lunes viernes de 09:00 a 15:00 horas en días hábiles y número telefónico 
directo: 01 {33) 3668-7971, a través del conmutador: 01 (33) 3837-6000 extensión 47874. 

~~Fanny' 

alma.avila
Resaltado
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C. SOLICITANTE 

PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT /7855/2018 

EXPEDIENTE: L TAIP J/FG/2806/2018 
y su acumulado LTAIPJ/FG/2807/2018 

FOLIO: 04789418 
y su acumulado FOLIO: 04789918 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a 
lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro 

consta anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos 
legales correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta 

Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en respuesta a las solicitudes de 
información pública que presentó ante este sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO 

incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT). 

Lo anterior se notifica conforme lo disponen los artículos 4°, 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 

publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día 19 diecinueve de diciembre del año 2015 dos mil 

quince, mediante se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como 
los numerales 1°, 6° punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, 84 punto 1 y 85 del DECRETO 

NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de 

noviembre del mismo año, mediante el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor 

a partir del día siguiente al de la publicación de su similar cit<1do con antelación. 

Sin más de momento, hago propicia la ocasión para enviarle un cordial saludo. 

LICENCIAD E ,'\1: IJ~E~ii-MAilTÍtU·t .. i! 
(}.~, t;JQ<tWf\Rf:$ i'é, ';\. 

. . [ TB -~ffl¡Et'N~~ -~¡li.tl' 
FISCALIA GENERAJ.'DE /\DO DE JALISCO. 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre ¡J, 400, esquina Libertad, Zona Centro de Guadalajara, 

Jalisco. Horario de atención al público: lunes a viernes d·· b•l:OO <J 15:00 horas. Números telefónicos de atención: 

01 (33) 3668-7931 (extensiones 17931 y 17971) y a trav•·' '\:1•1 conmutador 01 (33) 3837-6000 extensiones 47874 

y 47879. 
~"\Swp,r¡JJOA 

alma.avila
Resaltado

alma.avila
Resaltado



1.JE JAUSCO 
,~"(<L. ft ~ . tr::n ;Tr,;(:;. 

¡ ISC'.\1 J\ C:E:'\E!t\L 
DE l. EST.\DO 

- - - ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadal ajara, Jalisco, siendo las 10:20 diez horas con veinte 

minutos del día 03 tres de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho. ------ - -- -- -- --- - - -- - - ----- -----

- - - VISTAS y analizadas las actuaciones que integran el presente procedimiento registrado en el índice de esta 
Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, con el número LTAIPJ/FG/2806/2018 y su 

acumulado LTAIPJ/FG/2807 /2018, relativo a las solicitudes de acceso a la información pública, la primera 

registrada con el folio 04789418, presentada a las 12:25 doce horas con veinticinco minutos y la segunda a través 
del folio 04789918, presentada a las 12:34 doce horas con treinta y cuatro minutos; mismas que fueron 
registradas en el sistema electrónico INFOMEX JALISCO-PNT el día 20 veinte de Septiembre del año en curso; sin 

embargo al advertirse que se trata del mismo solicitante y la misma información pretendida, se procedió a su 
acumulación en los términos de lo dispuesto por el 93 de la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de 

Jalisco, aplicado de forma su pletoria de conformidad al numeral 72 punto 1 fracción 11 de la Ley de la materia; 
solicitud en la cual se pide lo siguiente: 

"Folio: 04789418 

Copia Certificada del resultado de la investigación acerca del traslado irregular de cuerpos en 
custodia del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 

Folio:04789918 

Copia Simple del resultado de la investigación acerca del traslado irregular de cuerpos en custodia 
del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses"{ Sic) 

---De conformidad con lo dispuesto por los artículos 4°, go y 15 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 

así como los numerales 1°, 6° punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 

fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 85 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar en 

aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al so licitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA 

TORRES MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, procede a - - - ---- - -- -- -- - - -- -- -- --- ---------

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5° punto 1 fra cción VIl, 
25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fra cc ión 1, 32 punto 1 fraccion es 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, co n el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en su 
oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la materia; 
de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterio r, lo conducente es informar al solicitante que, después de haber 
realizado una minuciosa y exhaustiva bú sq ueda de la informac ión solicitada, en el área competente de la Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestac ión a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las constancias que 
integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, dio vista y 
solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, em itiera el co rrespondiente dictamen de clasificación, respecto 
de la procedencia o improcedenc ia para proporcionar la informac ión pretendida, para lo cu al se llevo a cabo la sesión de 
trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determi na que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la info rmación públi ca, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes seña lados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácte r de información Reservada . Por lo cua l, queda estrictamente prohibida su 
difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes 
que, en el ejercicio de su s obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, sie mpre y cuando se 
funde, motive y/o just ifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene 
de que, al día de la recepc ión de la solicitud de informac ión púb lica, la información y/o documenta ción solic itada 
relacionada con el motivo del tras lado de los cuerpos sin id entifica r, así como el instrumento jurídico y medio de 
pago bajo el cual se obtu vi eron los servi cios de las cajas de re frigera ción donde se resgua rdaba n los cuerpos, 
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asimismo las obligaciones emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General 
del Estado de Jalisco y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los 
cuerpos sin identificar, son parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en 
trámite, es decir, que no ha concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que 
se pueda establecer que hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o 
reproducción. Al efecto, por tratarse de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en 
integración, se actualiza la hipótesis normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, 
difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se 
encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información 
Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el 
Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO 
TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE 
TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS 

OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron 
emitidos por acuerdo general del ConseJO del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 
debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro primero de octubre de 2015 dos mil 
quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede difundirse información que forme 
parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 

MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

f) Cause perjuicio grave a las ac~ividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 

justicia; o 

11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con 

las leyes aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1, inciso f) 
del artículo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de 
prevención y persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz 

pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden pLiblico cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades ele seguridad pública para preservar y resguardar la vida 

o la salud de las per>onas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 

procuración e impartición de JUSticia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de ll'Ciusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
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f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad plíblica, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del 
artículo 17 de la ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas 
por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina 
con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 
PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN 
ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya 
concluido y que pudiera perjudicar a~son~_jnvolucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que 
obre la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio 

de inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una 
absolución dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se 
presentó la detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que 
establece el artículo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los 
numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO 
PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de 
la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del 
Sistema Nacional de TranspMenci<l, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente 
publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 1', quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 
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LEY GENERAl DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo di spu esto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicac ión: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no 
se haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Públi co, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácte r, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como 
las previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE ClASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 

(Publicados el día 15 quince de abri l del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Persona les ): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información 
que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto . De conformidad con el artículo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aque lla que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 

acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades pa ra evitar la comi sión de delitos. 

Para que se verifique el supu es to de rese rva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución 
de los delitos, deben de actuali zarse los siguientes elementos: 
l. la existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 
con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformid ad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá 

considerarse como información rese rvada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 
responsabilidad a los servidores p(rb li cos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 
correspondiente; para lo cua l, se deberán acredita r los siguientes supuestos: 
l. La existenc ia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la informac ión se refi er;; a ac tu ac rones, diligencias y constanc ias propias del procedimiento 

de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conforrnidad con el artícu lo 113, fracción X de la Ley General, podrá 
considerarse como rnformación res t>rva da, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 

actualizarse los sigui<"ntes elern entus: 
l. La existencia de un pro cc' dirni ento jud icial, administrativo o arbitral en trámite; 
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11. Que el sujeto obligado sea parte er1 ese procedimiento; 

111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 
el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del 
debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal, ell\!linisterio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso, los d;c¡tos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la repare1ción del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional 
del que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido 
en la Ley General. 

(El énfasis es propro) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servrclores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación t1•rnporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que c1l efecto establece el Códrgo Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas 
que han de observarse en la rnvestigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar 
el acceso a la justicia en la <lplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del 
delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que ei Estado mcxrcano sea pMte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2·, tal y 

como se transcribe a contirwdción: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, pdl'21 c•sclorecer los l1echos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y as1 ccmtr1buir d dsegurar el dcceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con mot1vo de la cumisión dr'l delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constrtuciun y e11 los TrJtados lnterr1acionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraloría y Visitaduría ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de cor1duc:ta en que' incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadilVCles objr'tos ele investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía Genercll del Estado ele Jalisco. Por tal motrvo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corr·esponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constrtuirse, adernas, en violacrones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema 
de control y registro de rndrcrus, evidencrds, objetos, rnstrurnentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta 
que dicha investigación tr<Jsc1enda adicionalrnentf' ,1 una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas deterrninaciotH's 1\sí pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para ur1 adecu;JCJo analisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el r·esultado de la irlvr'stigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la 
Carpeta de Investigación qm· se encuerilril ''11 trámi\f', derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 
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Por lo anterior, observ<ltldo lo que establ ee<· el art ícu lo 218 del Có digo Na cional de Procedimientos Penales dicha 

información es considerada es tri cta mente reservada y po r su naturaleza es procedente su limitación tempo,ral, en 

tanto se agota el proced imiento pt>nal, que haga efect iva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 

a su cargo la integració n de la C1rpeta el e Investigació n corre spo ndiente. Cabe mencionar que toda información 

inmersa en la Carpeta de Inves ti gación forma part e de los regt stros que la integran, mismos que deben sujetarse a 
las reglas que di spone dicho o rdena m iento lega l, de acuerdo co n lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 

Los registros de la inves ti g~ ció r).___<:~si ___ ~g rno !Q_Q_g_~ los documentos. independientemente de su contenido o 

naturaleza. los obj eto s, los reg istros ds~ __ voz e irn<ige nes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente 

reservados. por jo _que únif_0r!~l~~-Jl~~r~Q_oc!t:0.!:1_~[1S'r <lcceso a los mismos, con las limitaciones establecidas 
en este Código y demás cli sp() s i c i ~~!l Q.~_ilPI!C.!:lb l es. 

La víctima u ofendido y su Aseso r Juridtco podrán tener acc eso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defenso r podrán tener acceso a ell os cuando se encuent re detenido, sea citado para comparecer 

como imputado o sea sujeto de u11 élcto de molestia y se pretenda recibir su entrevista , a partir de este momento ya 

no podrán mantenet se •'li r•.:serv" los r,c•g istros pa ra el im putado o su Def ensor a fin de no afectar su derecho de 

defensa. Para los efl'Liüs de est t· p,írra l ll, se ente nderá co rno acto de molestia lo dispuesto en e l artículo 266 de 
este Código. 

En ningún caso la rese rva de los reg istros podrá hace rse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinc ulación a proceso, sa lvo lo prev isto en est e Código o en las leyes especiales . 

Para efectos de acceso c1 la itlhrm;;.jón pL.tlllt ca gu bernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 

proporcionar una vers_i9_n _p_tili lica clr'Jª ~ ,r_ete nni_tl_ar:i_Q.Q~-~ de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de 

aplicación de un crit erL9 de o po_n unidªd, sicn_!Qre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 

delitos de que se t ra~de conformidad co n lo dispuesto en el Cód igo Penal Federal o estatal correspondiente, sin 

que pueda ser menor de tres años, ni ma yor de doce años, conta do a pa rtir de que dicha determinación haya 

quedado firme . 

Artículo reformado DOF 17-0G-2016 

(Lo subrayado es pr op1o) . 

Si bien, la pretensi ón de l soli citante ver o<l sob re la co nsulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 

que se trata de documentación pLíblica; sin embargo, el numeral 6" de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos dispone que la informilción pública puede se r objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 

interés público . En es te con t exto, la Ley Heg lamentar ia de aplicación federal , alude en su numeral 110 (reformado) 

que la información >uscepti bk• de restricc ión podrá se r clasificada corno reservada cuando comprometa la 

seguridad pública, pueda pon er e t, 1 iesg o l;¡ v ida, le1 segut idad o la sa lud de algu na persona, obstruya la prevención y 

persecución de los delttos, entre CH•os. 1-\ l e~ par, su an i<loga estatal es tablece en su nurnera l17 corno información de 

carácter rese rva da ¡¡que lla que co 11 su difusión compro meta la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 

integridad física o la vida de una person ;1, o cuando ca use un perjuicio grave a las investigación y persecución de 

delitos, las Carpetas de lnvesti g<H ión, los expedi entes judiciales en tanto no causen estado, así corno aquella 

información que ponga en ri esgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en 

áreas de segurida d púb liGl, proc uración o ildmini strac ión de justicia. Situación por la cual se materializa la 

necesidad de limitar!;¡_ .f.C?..rl_~ulta d(! __ gjctl_a ii}[O![)li!fi~_!pda vez que esta corresponde a información que forma 

parte de los registro~_que_~.Qnfo!l]la_r:l_~'Ilª-_C:ª!P.c>.!a_c:!_e __ lny_estigación actualmente tramitada, que se encuentra en 
etapa de INTEGRACIÓN, 

Por esta razón, es prec iso destaca r que l;1 pre t etlstón del solicitante no es la de obtener información estadística, que 

sea general y disociada, sino qu e su inten sión es la de cons ultar espec ialmente información y/o documentación que 

forma parte de un exped ie11te en pa rti cular; de esta forma, la pretensión del so licitante es contraria a la norma, 

trasgrede derechos_prg_U',5_<1I P? __ fi.~J~; s_Q<Ht <;:~ __ [QL;ili.Ll_~<,H!ª.L~Ei.Q!oceso , y cont raviene disposiciones de orden público 

que tienen por objt: !rJ .. fi.LE'SJ lCJg_Q_c;_lgs t l !c't~ec ho_;, h.ltln_<!_D_o_s y gara ntizar el de bido proceso . Por tanto, jurídicamente 

no es proced ent e, tQ ~I¡i_\ff'Z.\!l!f . .fS comir_l.!~ra dO.J!Jii_l ltrnita nte de l acceso a la información pública . puesto que nos 

encontrarnos fren t ct .. il. una inyt'St i g¿¡c ió f!. l!~,~~.\!_fl__Q.O_!:'.,.Qn c luye. 

Lo anterior es así qu e', di tr~t ar'e de itl'J• 'stiga cio"c '' no conclut das, es procedente la negativa, ya que autorizar la 

consulta , o de entrf·¡',<H algun elato t l· i<·v;mte en torno a la investigación, es evidente que se compromete el 
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resultado de ésta y ello Implica ut: pelttJICto insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los 

familiares de los occisos. í\demih, qtn· el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la 
investigación, y mucho menos, es familiM o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Cornite de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 

penal tutela. En tanto, las dispostciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 

nacional y local, tienen por objeto prectsamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, 
que atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, 

comprometa la seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o 

implique un daño irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar 
como excepción aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la 

averiguación de los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, ntímero P l.X/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario 

Judicial de la Federación, correspondienle <JI mes ck c~bril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA liMITADO TANTO POR lOS INTERESES NACIONAlES 
Y DE lA SOCIEDAD, COMO POR lOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la últrma parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda gMJntía, se h;1lla sujeto a limttaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 

la protección de la seguridad nacional y <.'n c•l n"spr,'to tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, h<1t1 dddo mtget1 a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva ele información" o "seueto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 

el Estado, como sujeto pasivo de la citada gar<mtía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 

respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que 
se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 

información en esta rnateria, en razón d<' que •;u conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservarh.ld de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 

normas que tienden a proteger la averiguación de ios delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 

respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 

Presidente Genaro David Góngora Pime11tel, Juve11tino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo 1\rredondo liménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrad,1 hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 

LX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a uitcrio de los integr<111tes de este Comité de fransparencia, por tratarse de un expediente en 

trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 

información relacionada con los hechos difundidos i!n diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 

(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte 
de servidores publicas en funciones. Habida cuentc1, la Drrección General de Contraloría y Visitaduría inició una 

Carpeta de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar 

responsabilidades o ejercitar la correspo11diente acctón penal en contra de quien o quienes resulten responsables 
con motivo de las acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el 
resguardo y disposición de los C<ld<íveres objetos ele irwestigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias 

Forenses y la misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir 

el manejo y la disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con 

los frigoríficos y el traslado de los m1smos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y 

tomada en consideracrón para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalme11te se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determmM los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 

simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo corno consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda 

determinar si, hasta el momento, se tiene trazacLi una línea de investigación en contra de alguna persona, que 
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dificulte la comparecl'nCid ante el Jrrc'Z corr <'spomllc:J1tc•, p;1ra efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, 

la consecuente sa nció11, o en su c.1 ,o, provoque le •:ust1 ilcción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conJunto, así corno para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarsl' l'n consideración la trasu~ndencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 

dicho estado procesal, esto es verificar un expl'die11te en Investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 

resultados de la investigación ministerial, así como soml'ter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa corr¡•spc,ildiente. 

Tiene sustento lo anterim, el contenido de la tes1s la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publ1cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 

1, página 6S6, correspondiente al mes de febn•ro del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo p,írrafo clel ilrtículo Go. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 

privada y los datos personales. lJ1chas tracciones solo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 

para establecer limitac1ones al c1tc1do de1ccho, s1n embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 

desarrollo de los supuestos específicos 1'11 quP procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 

constitucionales enunci.Jcios como límites :11 dc•Jt'r ¡,¡. de deceso a la Información. Así, en cumplimiento al mandato 

constitucional, la Ley Fc'deral de T1anspMenua y i\cccso a la Información Pública Gubernamental establece dos 

criterios bajo los cuales la información podrá clasifica roe y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 

el de información confidencial y el de infomlilCIÓn reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 

Constitución, referente a la protección del interés pC1blico, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio 

de clasificación el de información 1l'Se1vada ti fJIIJllero ele los artículos citados establece un catálogo genérico de 

lineamientos baJO los cu<lles deberá reserv<nsl' IJ Información, lo cual procederá cuando la difusión de la 

información pueda: 1) CtlmpronJcter la se:cUIIcl.•d n<lCional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) 

menoscabar negociricior~<"· o relacro11es intemacic•:~.lles; o) dar1ar la estabilidad financiera, económica o monetaria 

del país; 4) poner en rics¡;o la vida, seguridad o s.llr.d de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las 

leyes, prevención o ver1ficación de delitos, lll!pdrticion de justicia, recaudación de contribuciones, control 

migratorio o a las estrategias procesales en proc<•climientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen 

estado. Por otro lado, con u11 enfoque rn,lS precisu que descriptivo, el articulo 14 de la Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la 111forrnac1Ó11 Públrca Guil<'lnanwrltdl cor1t1ene un catálogo ya no genérico, sino específico, de 

supuestos en los cuales l<l 111fomración ldni1J1é11 "' considerará reservada. 1) la que expresamente se clasifique 

como confidenCiill, rcse1 va da, co1nercial ll'Sl'l va cid ,J grrbernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, 

fiscal, bancario, f1ducr<1rio u otros; 3) ave11¡;uacior1es previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado 

estado; 5) proced1m1enws de rr'spons¿¡hrlldad ddl11111istrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga 

opiniones, recorne11daciones o puntos el,. v1s\a de servidores públicos y que formen parte de un proceso 

deliberativo en el cuc~l .wr1 no se hubiesr• ;¡dopt<ido Ull<' decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley 

enunció en su articulo 14 supii<!Stos 'I'W. sr 1Y,·r1 pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos 

establecidos en el <lrtículo 13, 1•l i:.'gisla t¡lll',c ri,•·,t.Jcdr de modo que no se presentasen dudas respecto a la 

necesidad de conslcli'Jdrlos como 11lform<>r:ión rl'sc•rv,JCl<l. 

Amparo en revisión HiS/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 

30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 

González. 

Del mismo modo. l1<'11C' srrstento C'll el cont<"rll(lc• •i2 i,J tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de;,, Nación, puill1c<1da e11 el Sc>JJidlli1rlo Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 

V, Tomo 1, página 655, corresponcl1ente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca· 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del se¡:unclo f'dr rafo ¡[,,¡ Htícul<' eh' la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el tlc·reclio de acceso a id rnforrnc~uón puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 

privada y los datos personales Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 

para establecer l11nitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 

desarrollo de los supuestos específicos en que p1ocedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
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constitucionales enu nciados como límites al derecho de acceso a la información . Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acc eso a la Info rmación Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clas ificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de 
clasificación el de información confiden cial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos 

personales que requieran el consentimi ento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo 
anterior también tiene un sustento con st itucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derec ho a la protección de datos perso nales -así como al acceso, rectificación 
y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fracc ión V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la 
identidad y datos personales de las víctim ils y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe 
un derecho de acceso a la información p(rblica que rige como regla general, aunque limitado, en forma también 
genérica, por el derecho a la protección de datos personales . Por lo anterior, el acceso público -para todas las 
personas independ ientemente del interés que pud ieren tener- a los datos personales distintos a los del propio 
solicitante de información sólo pro cede E'n cie rto s supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. 
Adicionalmente, la información confiden cial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de 
ciertas partes o pasajes del mismo, pue s ¡Juede darse el caso de un documento público que sólo en una sección 
contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confid encial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el ccm sentirni ento ex preso de la persona a que haga referencia la información. 

Amparo en revis ión 168/2011. Comisió n M exicana ele Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C y otra. 
30 de noviembre de 2011 . Cinco votos. Ponente : Arturo Zaldíva r Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y corno to da prerrogativa ti ene s11 s lirni tan tes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos , en su arartado A, precisa que en principio toda información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, órgano y org¿n1isnw de los Poderes Ejecut ivo, Legislativo y Judicial, órganos 
autónomos, partrdos políticos, fid eicomi so; y fondos p[;blicos, así corno de cualquier persona física, moral o 
sindicato que reciba y eJerza recurso s públi cos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, 
es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los 
términos que fijen la ~_lf.Y..Q..S_. Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la 
tesis 2a. XLIII/2008 publicada en el Sem¿1nario Jud icial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 
correspondiente al mes de abril del año 2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan 
temporalmente el acceso J la información pr'rb lica, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado 
en el artículo 6" d E: la Co nst itución Po líti ca •le los E:' lados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a 
continuación se invoca : 

TRANSPARENCIA Y 1\CCESO A lA INFORMI\CIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAl. El ARTÍCULO 14, FRACCIÓN 1, DE lA 

LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GAHANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de 1.1 Suprern ir Co rte rí e Ju stir.r;1 de l<r Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN . SU EJERCICIO SE FNCUENrRI'< UI,'IITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA 
SOCIEDAD, COMO POH LOS DERECHOS Ul rEr{CI: ROS ... , ¡Jubl icada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena ÉpocJ, Tomo XI, abril de /.000, página 711, estableció que el ejerc icio del derecho a la información no 
es irrestricto, sino que ti ene límites que se sustentan en la protec ción de la seguridad nacional y en el respeto a los 
intereses de la socreda d y a los derechos de los go bernados, en atenc ión a la materia de que se trate. En ese 
sentido, el citado ¡J recepto, al remitir a dive rsas normas ordinarias que es tablezcan restricciones a la información, 
no viola la garantía el e acce so a la inform <Jc ir'111 co nten ida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicano s, purque es juriclr c:a rn erlli- aclcc udclo que en las leyes regu ladoras de cada materia, el legislador 
federal o local estabic; LCJ lds restrr c:c iorw s curv!s prnHii<' rlt<'S y clasifique a determinados datos como confidenciales 
o reservados, con la ClHILirción de qu e tales límites <rtrend<H1 a intereses públicos o de los particulares y encuentren 
justificación racional en función del bi en jurídi co a ¡Jroteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia 
entre el derecho fund <Hnental de qu e se tr ata y la r<l zó n que motive la res tricción legislativa correspondiente, la cual 
debe ser adecuada y necesaria para Jle<l nt 'H el firr perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sa cr ificio qrw ésta imp li que p0ra lo <. t i tulares de la gara ntía individual mencionada o para la sociedad 
en generaL 

Amparo en revi sión ',o¡;·oo8. Hos.rrio l.iév<~rl<l lt•cJr:. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. SecretMio: Hó nlll lo Arnad<'O Fi p,uc ro d Sal rnorán 
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Ahora bien, es necesarro puntudlizur que, tratándose de asuntos ya concluidos, Indiscutiblemente es permisible la 

consulta y/o la (eproclucción a los docun¡¡·:~tos q>:c' for rm·n parte de las rnvestigaciones, con las formalidades y las 

excepciones por el prmcrpio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 

diversas ocasionc's; sin embargo, esta Fisc-llía General cil'l Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida 

para autorizar la entrega y/o consulta de la mformacrór1 pretendrda. Lo anterior, deviene de la imposición de 

reservar los actos de investigación documentados, de corlformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que a l<l letra dispone lo sigurente: Artículo 2018.- Los registros de la 

investigación, as/ como todos los documentos, lliclependientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los 

registros de voz e imágenes o cosas que le es ten' ,·lucionacios, son estrictamente reservados, par lo que únicamente 

las partes, padrón tener wccso o los rrusmm, con lus l11nitucwnes estableudas en este Código y demás disposiciones 

aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para dectos de acceso a la información pública gubernamental, ~ 

Ministerio Público Cmicamente deberá pro¡Jo.r.cron¿¡r una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 

acción penal, archivo tem¡1_oral o de apliccl,c:_ión df~_u_Q criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un 

plazo igual al de_g~sc:_rirlc:iórl ele los delitos_df'_CJI!"''' _ _trate de conformrdad con lo dispuesto en el Código Penal 

Federal o estatal corr'~OilQIE'_Ilt~~-'l_QlW pueQ_a merJ.Q~ __ !r~ años, ni mayor de doce años, contado a partir 

de que dicha determir1acion h<1ya c¡uedado_frrme. [xtremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, 

toda vez que, como yc1 se indicó, forma parte de ur1,1 investigación en trámrte. 

Al efecto, sirva robustecC'r lo drllc'rror cor1 el contenido ele la Tl'sis número 14o.A40 A (lOa.), Décima Época, 

publicada en el Serné1r1ario Judici;1l de la f'cderaucm y sr1 Ciaceta, lrtJro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 

que a continuación sr· rnvoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN, IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO 

FUNDAMENTAL RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los f•,t;ldos Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 

constreñido a publicr!ar sus actos, pues se recur10ce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 

información que obr;1 en poder de la autoricLld, =01nu lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en la tesis f'/J. S4/2008, puhliraei.J é'rl el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XXVII, JUnio de 2008, página 743, dr' rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 

GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble drrnensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple 

con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de 

expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un 

derecho colectivo o social que tiende a rc·velar el r'rnpleo rnstrumental de la información no sólo como factor de 

autorrealización pc'IS<Hlal, ',rno corno un mec;1rli',t11ll dE' control instrtucional, pues se trata de un derecho fundado 

en una de las car·<~ctr·¡ istrcts prim:rpales cJr,~ ;:obier ''" republrcano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la 

transparencia en el ,¡ctuar de· la Mlministr':Jtron, c·u¡Hlucente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el 

principio de máxirna publrcid;Jcl incorporarlo en elt<'xlo constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un 

manejo de la infornl.JCión baJo la premis.1 inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos 

expresamente previstos en la legislación secundarra y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá 

clasificar como confidr'ncial o reservada, esto es, consrdPrarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL CCJLLlliADO leN MATEI\Ii1 /\ilrvii:'JISTi'A fiVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/.1012. Ruth Corona Muí1oz. ll de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secret;1ri;J: Mayr,l Susand M;ntínc•z López 

Derivado de lo anterior, es preciso establecc'r· que el nurncral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, refiere que Id sc•guridad pública es rrr1d funcion J cargo de la federación, las entidades federativas y los 

municipios, que cornprend~ ~-~~nc:_i_9_c1 Q_ec_lcJsn<_le_litos; la investrga¡:ión y persecución para hacerla efectiva, así 

como la sanción de las llllr;H_crones admirmtr,1tivas, c'n los términos de la ley, en las respectivas competencias que 

esta Constitución señala. Dicl10 numeral scríal;1 qur-' 1~ actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 

por los principios de legalid;HI, objetivid<Jd. l:'ficierlCi:l, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en est<r Constitució11. Del rn~Smo rnou<J, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 

mismas disposicioncc t'n rwme,-;,lcs ,1" 'J", 1 ',·y ', l; y l;¡ rnisrna Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalrsr_o y sw: Munrci¡1ios (qrrt· ,,, el orcler1arniento legal reglamentario de estas), señala que es 

información Reservdcla aqurclld que con su clifusíór1 "> comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 

seguridad e integrrdacl frwa de qurenes l:dwran E'tl estas áreas; de igual rnanera, aquella que cause un perjuicio 
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grave en las actrvidadcs ti<; preverHión '! petsl'rución rie los delitos. Remítase al numeral17 punto 1 fracción 1 inciso 

f). Así mismo, la frarci<Jil il clr'l dludido preu•pto, cur1tr•tnpla las Carpetas de Investigación como información de 
acceso restringido. 

Así pues, del análisis lógico Jurídico, y de la interpr etacron sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 

presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la 

consulta y/o entrega de Id información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECÍFICO 

El daño que produce permitir el <lccesu, Id consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 

hace consistir princrpalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 

sujetarse esta rnstitución en m<Heria de ir1forrnación pública, así corno en la violación a los principios y 

bases que debe aplrcar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, 

relativos J l,1 protección ele infortll,;ción l•'sr•rv,Jda, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la 

misma fo¡·rn;,, se tr<1sgrediría el delJiclu procc•so y con ello se estarían violentando derechos procesales 

consagrados a t,wor de lils parte e, legitim<lrl<ls en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 

de los indic~c1dos, ,1sí como en r•l ele· la surir•eléid en su conjunto; principalmente los establecidos en los 

artículos 1", G" ilpilrt<Hio A, 20 ;J¡Jilllaclos ll y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos;<!", !"y 8" cif· la Constilución i'OIItiCd para el Estado de Jalisco; 1°, r, 15, 105, 109, 113, 212, 

213, 217, 218, 219, 220, 311 y dern;is relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 

(aplicable al11uevo sistema de justrcra p•c>llill). 

DAÑO PRESENTE 

Tornando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 

Carpeta de Investigación que se r'ncuentra sier1do tramitada, actualmente en integración, es importante 

precisar que el ci<Jño que proclumia la consultc1 ele dicha documentación además del incumplimiento, 

inobservancril y trasgresión a las clrsposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 

consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega 

de información relevante, sensible y dr•tdlldcla en torno a una investigación en la que el solicitante no se 

encuentra LEGITIMADO, es CARENTE UE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería 

el resultado ele lil investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 

correspondiente. l'or tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia pilla, en el rnome11to procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 

objeto de que se 1 e pare el el año ucasionii(IO, tanto en perjuicro de la sociedad, las víctimas u ofendidos, 

así corno ter ceros irwolucrados Pil la misrn.1 Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 

entrega de cltcha i1Jfonn,1ción, purl¡c·;c• "lJr,•rJer elnornbre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 

afectación al debido proceso, así' o,no Ul .r trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evrdente que, ele proporcronar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 

obstrucción o se afecte' la investq;<~clórr, a till grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 

y/o merma11do eficietKla y eficdcia en las <lctividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 

ocasionaría un dano irreparable y lil consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 

Estaelo ele Jali•,co, al trasgrecli1 dlsposl•IOnl.'s de carácter obligatorio para proteger y resguardar 

información que r!ebe rnilrlteners'' r·tJ resr•t'vil y cuya protección es obligatoria por tratarse de información 

confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipotesh norrnJtiva prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso 

f) y 11 de la Ley de Transparencia y /\cc,•so il la lntormación Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

robustecida con c•l TRIGÉSIMO SEX'I Cl '.' TRIGESIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 

Clasificación de lnfornFICión PLÜJiir<~, se11.daclos anteriormente. Así corno en el numeral 110 en sus 

fraccrones VIl, IX, X, XII y XIII ele i;1 Ley CenNill de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(reformada), correlacionaelos co111os nulll<cralcs VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 

VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 

Generales en materia de Clasificilción y Uesclasificación de la Información, así corno para la elaboración de 

Versiones PLíblicas, fll ccisaelos clill •'1 iUIIllC11tP. 

DAÑO PROflABLE 
Adicionallll<'t1le, cie riMa conoc1·r clctallc', •l pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 

actualml'rltr· intcgr<~ela en la Di re u iélll c,,.,Jeral eJe Contraloría y Visitad u ría, con motivo de los hechos 

difunelidos r'tl diversos meelios ele comun1cdción, en elonde se desprende el traslado de cadáveres sujetos 



JI<,('\!!.\ <:!'.'\EH \1 
DI l. LST.\DO 

a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en 
la sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, 
en virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son 
difundidos o entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta 
forma, como en toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que 
presuntamente se materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de 
ambas Instituciones, sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las 
determinaciones adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los 
términos que se han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría per·mitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificilrión del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha informaciórt al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relev;mte para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuenternc'rltP tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer il Juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y 1.1s labores de esta Institución. 

---Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los ;Jr tirulos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue pcrhlicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que er1tró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el curil, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Público clel Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos referidos.--------------· · · · · · · · · ·---- -----------------------------

---SEGUNDO.- NOTIFÍQUESE del presente acuerdo de rr•solución al solicitante, a través del sistema electrónico 

INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacion<tl de Tr<msparencia (PNT), medio por el cual presentó su 

petición. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

CÚMF:ASE 

- - - Así lo ordenó la suscrita Licenciada 

Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia 

W1G'Ef~:l)A~H1 J 1'1 f-fu:RRÍ:~· MARTÍNEZ 
li:Ei IAUI-X'l L·l'tt'ftE:shv. ; i 
4. PihlRE'NGtJ'.i 'DELA 

JAtf)(DfJAlfS<tb 

E ASISTENCIA 
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C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7849/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2809/2018 

FOLIO INFOMEX: 4796218 
ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó ante este sujeto obligado, a 

través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT). 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, así como 24 punto 1 fracción 

11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 de Noviembre 

del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, publicado en dicho Periódico Oficial, el 

día 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 (planta baJ ). Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo: 
01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de conmutador: 01 (3 3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 08:05 ocho horas con cinco minutos del día 03 
dos de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.--------------------- - ----------------------------------

- - -VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04796218, que fue ingresada a las 13:46 trece 
horas con cuarenta y seis minutos, del día 20 veinte de septiembre del año en que se actúa, registrándose 
administrativamente bajo el expediente LTAIPJ/FG/2809/2018, y con ésta se solicita literalmente el acceso a la siguiente 
información: --- -- - ----- - - ---- - - - - ------- - - - - --- - - -- - -- - -- - --------------- - - -- - - - - - - - --- - -- - - -- - -

"Solicito copia simple del convenio establecido entre la Fiscalfa y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, para 
resguardar cadóveres de víctimas en contenedores móviles con refrigeración o tróileres. Quiero saber cuóntos 
tróileres o contenedores móviles han sido contratados para resguardar cadóveres, desde 2010 a la fecha; solicito 
copia de los contratos para adquirir esos servicios, y saber cuóntos cadóveres han sido colocados en esos 
contenedores".(sic) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4", 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1 ·, 6" 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones Vil y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
artículo 24 fracción 11 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a:--------------------------------------------------------

R E S O L V E R 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5" punto 1 fracción Vil, 
25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 
su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 
materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 
constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 
dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/ o la reproducción de la información sol icitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
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acceso restringido, con el carácter de información Reservada, Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día lro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

f) Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 
justicia; o 

11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1, inciso f) del 
artfculo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
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e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e 1m partición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artículo 
17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECrFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artículo 110 fracciones Vil, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral T punto 1 fracción 1 de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como 
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para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA {REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

Vil. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACJÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la Información como reservada, de conformidad con el artículo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción Vil de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
JI. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 
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Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial , administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual, de conformidad con la normativa 
en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2·, tal y como se transcribe a 

continuación : 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraloría y Visitaduría ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la reso lución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y reg istro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Ca rpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 
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Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artfculo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, 
los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo 
que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6" de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha información, toda vez que esta corresponde a información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 
no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
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de ésta y ello implica un perjuicio insa lvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicit ante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacion al y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad ffsica de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o implique un daí'lo 
irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquel la información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sust entada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Just icia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanari o Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil , que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artícul o 6o. de la Constitución Federal no es abso luto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figu ra jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático" . En estas cond iciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscri minadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; así, en cu anto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocim iento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que t ienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/ 98. Bruno F. Vill aseñor. 2 de diciembre de 1999. Unan imidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario : Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis ais lada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia! . México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable rest ringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáve res sujetos a investigación por parte de personal del Inst ituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF} y esta Fiscalía General del Estado de Jali sco, identificados/s in identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuest os y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguard o y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jali sciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía Genera l del Estado de Jali sco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese produci r el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigorífi cos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser ana li zada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
respon sables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la con ducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazad a una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
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comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.}, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
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la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma : el de información 
confidencial y el de información reservada . En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales . Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a Jos datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar Jugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a Jo dis puesto 
en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus Jimitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 5· de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. XLIII/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 5• de la Constitución Políti ca de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTfA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008 Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las invest igaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
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autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación, así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener 
acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, f! 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal, archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4oA40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 

que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 

reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 

restringido. 
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Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 

presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 
y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducc1ón de la información pretendida, se 

hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 

sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 

bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 

a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 

forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 

de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 

artículos 1·, 5• apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4•, 7" y s· de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1•, 2", 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 

(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAÑO PRESENTE 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 

precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 

consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 

información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería el 

resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 

correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocas1onado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así 

como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 

entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 

afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 

obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 

y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 

Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 

que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 

y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 

Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 

Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 

difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en 
virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
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entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos referidos.-------------------------------------- -------------------

---SEGUNDO.- NOTIF(QUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. ------------------------------------------------------------------------------

- - - Así lo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA CAR 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia 

T~ 

CÚMPLASE 
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C. SOLICITANTE 
Correo Electrónico:  
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT /7870/2018 
EXP. ADMVO. INT. LTAIPJ/FG/2825/2018 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente 
administrativo relativo a su solicitud de acceso a la Información Pública, cuyo número de registro consta anotado al 
rubro superior derecho de este oficio, en vfa de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 
correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública, recibida 
a través del correo electrónico de ésta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, a las 
18:05 dieciocho horas con cinco minutos del dfa 20 veinte de Septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, y recibida 
de manera oficial a las 09:00 nueve horas del día 21 veintiuno de Septiembre del año en curso, en virtud de que fue 
ingresada en hora inhábil para este sujeto obligado; el Oficio: UT /SGG/1812/2018, signado por la C. Lic. María Jos e 
Higareda González, en su carácter de Coordinadora de la Unidad de Transparencia de la Secretaría General de 
Gobierno y Despacho del Gobernador, mediante el cual deriva la Incompetencia de la solicitud de información 
pública presentada ante ese sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la 
Plataforma Nacional de Transparencia {PNT) con el número de folio 04754218. Atendiendo a lo dispuesto en la 
Circular No. 07, signada por el Mtro. Héctor Rafael Pérez Partida, en su carácter de Secretario de Planeación, 
Administración y Finanzas, mediante la cual informó que con fundamento en el 38 de Ley de Servidores Públicos del 
Estado de Jalisco y sus Municipios, se consideró el viernes 28 de Septiembre como dfa de descanso obligatorio, con 
motivo de la celebración del "Día del Servidor Público". 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, 24 punto 1 
fracción 11, 83, 84, 85 y 86 punto 1 fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en 
fecha 10 diez de Noviembre del afio 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en 
vigor a partir del dfa 20 de Diciembre del2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se 
reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Unidad de Transparencia de la FlscaUa General: Avenida 16 de Septiembre No. 400, esquina libertad, colonia Centro, 
Guadalajara, Jalisco. Horario de atención: lunes a viernes de 09:00 a 15:00 horas. Número telefónico 01 (33) 3668-7931 y 3668-
797'/. 

~/#Fanny' 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 09:30 nueve horas con treinta minutos del dla 
04 cuatro tres de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.---------------------------------------------------

- - - VISTO y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública, de conformidad a lo dispuesto por los artfculos 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 
fracción 11, 84 punto 1, y 85 de la ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
reformada mediante DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dla 10 de 
Noviembre del 2015, vigente a partir del dla siguiente a la publicación del similar 25437 /LXI/15, difundido en dicho Periódico 
Oficial, el dla 19 diecinueve de Diciembre del mismo año, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTfNEZ, en 
mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado 
de Jalisco, tiene a bien el resolver el Expediente Administrativo Interno número LTAIPJ/FG/2825/2018, relativo a la solicitud 
de acceso a la información pública, recibida a través del correo electrónico de ésta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, a las 18:05 dieciocho horas con cinco minutos del dfa 20 veinte de Septiembre del año 2018 
dos mil dieciocho, y recibida de manera oficial a las 09:00 nueve horas del dfa 21 veintiuno de Septiembre del año en curso, 
en virtud de que fue Ingresada en hora inhábil para este sujeto obligado; el Oficio: UT/3436-{)9/2018, signado por la C lic, 
María Jose Higareda González, en su carácter de Coordinadora de la Unidad de Transparencia de la Secretarfa General de 
Gobierno y Despacho del Gobernador, mediante el cual deriva la Incompetencia de la solicitud de información pública 
presentada ante ese sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JAUSCO incorporado a la Plataforma Nacional 
de Transparencia {PNT) con el número de folio 04754218, en la que se solicita de éste sujeto obligado el acceso a la siguiente 
información: 

"Copla del oficio donde se ordena el traslado a una bodega del tráiler refrigerado con restos humanos en su Interior, que 
se encontraba en las Instalaciones del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 

Quiero saber cuanto paga de renta Flscalfa por la caja de tráiler refrigerada empleada para almacenar cuerpos de 
personas sin Identificar, asl como a qué proveedor se lo renta ro" (Sic) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los articulas 4°, 9° y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; asf como los numerales 1°, 6~ 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurfdica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita licenciada EUGENIA CAROliNA TORRES 
MARTfNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalfa General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día qvince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
articulo 24 fracción 11 de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a:-·-··--------------··-------------------··--------··----

RESOLVER 

- - - PRIMERO.· Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tt.JVO a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los articulas so punto 1 fracción VI!, 
25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 
su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 
materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que respecto a lo 
solicitado y que versa en: "Copla del oficio donde se ordena el traslado a una bodega del tráiler refrigerado con restos 
humanos en su Interior, que se encontraba en las Instalaciones del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, """ (SIC), después 
de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada en las áreas competentes, siendo la 
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FISCALfA CENTML, FISCALfA REGIONAL, DESPACHO DEL FISCAL GENEML, y la DIRECCIÓN GENEML DE CONTAALORfA Y 
VISITADUR(A, dependientes de la Fiscalía General del Estado, éstas tuvieron a bien informar que a la fecha de su solicitud, no 
se encontró oficio y/o documento alguno, que justifique el traslado de cadáveres sin identificar a diferentes bodegas de la 

metrópoli. Bajo este contexto se hace de su conocimiento que información similar FUE DECLARADA COMO INEXISTENTE, en 
sesión de trabajo firmada por los integrantes del Comité de Transparencia de esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco, con 
motivo de la resolución pronunciada dentro del Expediente Administrativo LTAIPJ/FG/2727 /2017, al tenor de lo que dispone 
el numeral 86-Bis puntos 3 y 4 de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios; en la que se tuvo a bien emitir la correspondiente declaración de inexistencia de información, toda vez que no se 
genera documento que cumpla con las características y especificaciones solicitadas por el requirente. -- -- -------- --- - - -

- - - Por otra parte se le indica que respecto del motivo del traslado de los cadáveres sin identificar, asf como el medio de 
pago bajo el cual se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos; lo conducente 
es informar al solicitante que, después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, 
en el área competente de la Flscalfa General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal 
manera que al proceder a revisar las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos 
ocupa, esta Unidad de Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el 
correspondiente dictamen de clasificación, respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información 
pretendida, para lo cual se llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron 
a bien dictaminar lo siguiente: 

" 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vla procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
dfa de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, asf como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Especificas de Colaboración firmados entre la Fiscalfa General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en Integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el articulo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el dla 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jaliscd' el dfa 10 diez de junio 
del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENEMLES EN LA MMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPEciFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dfa lro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. lo anterior es asf, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TMNSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17.1nformación reservada- Catálogo 

1. Es información rese¡yada: 
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1. Aquella información pública, cuya difusión: 

!l Cause per\ulclo grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de lmpartición de la 
\ustlcla: o 

11. Las carpetas de Investigación. excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad. o se trate de Información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- la información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. Inciso f) del 
articulo 17 de la ley, siempre que la difusión de la Información cause per(ulclo a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos. o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e lmpartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad trsica de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

J. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. la prevista en la ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, Jos expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadfstica, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad ffsica del servidor público. 

TRIG~SIMO OCTAVO.-la información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del articulo 
17 de la leY. cuando la averiguación previa que, de conformidad al artfculo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal. y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el articulo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado libre y Soberano de Jalisco 
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LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

D~CIMO TERCERO. -De la Investigación-

No podrá proporcionarse Información relacionada con alguna Investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera periudlcar a personas Involucradas vLo familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, asf como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medíos de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artrcu!o 110 fracciones V!!, IX, X, XII y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIG~SIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, ViG~SIMO NOVENO fracción 111, TRIG~SIMO PRIMERO y TRIG~SIMO 
SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclaslflcación de la Información, asf como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artfculo 110. Conforme a lo dispuesto por el artfculo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIL Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

xn. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta ley y no las contravengan; así como las 

previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Protección de Datos Personales): 
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Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona flsica y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artfculo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
1. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de Investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vinculo que existe entre la Información solicitada y la carpeta de Investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la Información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de Investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el articulo 113, fracción IX de la ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a Jos servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para Jo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. la existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artfculo 113, fracción X de la ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. la existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantlas del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y. en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la ley General, podrá considerarse 
como Información reservada. aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley Genera!. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, d'1cha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y asf contribuir a asegurar el 
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acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2°, tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y asl contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Vlsltadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o Jos 
responsables en dichas determinaciones. A si pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con Jo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
los registros de la investigación. asf como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza. 
los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados. son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes. podrán· tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La vfctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya' 
no podrán mantenerse en reserva Jos registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia Jo dispuesto en el artfculo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
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que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

{lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6~ de la Constitución Política de los Estados unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
Interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad ffsica o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha Información. toda vez que esta corresponde a Información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGMCIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su Intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma. 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso. y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto. jurídicamente 
no es procedente. toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública. puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es asf que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurfdico en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la Información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la Integridad ffslca de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las Investigaciones de delitos, lesione Intereses de terceros o Implique un dano 
Irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTM LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del articulo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantfa, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantfa, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
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respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pe!ayo. Ponente: 
Juan Dfaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
{IJCF) y esta Flscalfa General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitadurfa inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenfan bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscal/a General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

la necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuenda una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una lfnea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de !a acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Asf pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 {lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos especificas en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como limites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los articulas 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4} poner en riesgo la 
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vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, imparticlón de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el articulo 14 de la ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: l)la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su articulo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el articulo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Ubro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legitimas para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como Hmites al derecho de acceso a la información. Asl, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al Hmite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artfculo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artfculo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -asf como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado C, del artfculo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las vlctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Asf pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el artfculo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldfvar lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus !imitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, asf como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en los términos que fijen las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. Xllll/2008 publicada en 
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el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el articulo 6° de la Constitución Polftica de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBliCA GUBERNAMENTAL. EL ART[CULO 14, FRACCIÓN 1, DE lA LEY 
FEDERAL RElATIVA, NO VIOlA lA GARANTfA DE ACCESO A lA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A lA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE lA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene lfmites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantla 
de acceso a la información contenida en el articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales lfmites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantfa individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Ama deo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Flscalra General del Estado de Jalisco se encuentra jurfdicamente impedida para 
autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar Jos 
actos de Investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Articulo 2018.- Los registros de lo investigación, as! como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o casos que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener 
acceso o los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la Información pública gubernamental, _gJ_ 

Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penaL archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Po!ftica de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreftido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomfa personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
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o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
caracterfsticas principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petlt. Secretaria: Mayra Susana Martínez lópez. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos: la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución PoHtica del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, g•, 15 y 53; y la misma ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 
restringido. 

Asr pues, del análisis lógico jurfdico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 
y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAtilOS: 

DAiilO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, asf como en !a violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 
forma, se trasgredirfa el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artfculos 1', 6' apartado A, 20 apartados B y e y 21 de la Constitución Polltica de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4', 7' y 8' de la Constitución Polltica para el Estado de Jalisco; 1', 2', 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
{aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAtilO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en Integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la Investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURfDICO y cuyo conocimiento general comprometerla el 
resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
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objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las vlctimas u ofendidos, a si 

como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 

afectación al debido proceso, asl como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 

obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 

ocasionarla un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 

que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el articulo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 
y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 

Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Asf como en el numeral 110 en sus 

fracciones VIl, IX, X, XII y XHI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, asf como para la elaboración de 

Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAf'!O PROBABlE: 

Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contralorfa y Visitadurla, con motivo de los hechos 

difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscal/a 

General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los proced'1mientos no adecuados. Lo anterior, en 

virtud de que se estada haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 

entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 

materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 

adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 

han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que producirla permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 

documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 

participe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 

información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 

omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justkia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 

conjunto, a si como a la vlctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por Jos artfculos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 2S6S3/lX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2D15 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del dla 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/l.XI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalfa General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 

por tratarse parte de la información como de carácter Inexistente y otra parte con el carácter de Reservada, dando por 
respondida su solicitud de información pública, en la forma y términos referidos.----------------------------------
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- --SEGUNDO.- NOTJF[QUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. - --- ---- ----------------- - ------ - - ----- - -- - --- --- --- ----- - -------- ----- - --- - --

- - - TERCERO.- NOTIFIQUESE al INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES DEL ESTADO DE JALISCO, debiendo para tal efecto, remitir copias fotostáticas simples del presente expediente 
administrativo, donde obra la resolución en el que se expresan los motivos, razones y fundamentos, por los cuales se 
resolvió en sentido NEGATIVO la solicitud de información pública y ante tal circunstancia debe de considerarse parte de la 
información con el carácter de Inexistente y otra parte como de carácter Reservada. Ello para evitar se actualice lo 
establecido en el artfculo 121 punto 1 fracción XI, en correlación al 123 punto 1 fracción 11 inciso e), de la Ley de 
Transparencia y Acceso y sus Municipios.---------------------------------------------------------

CÚMPLASE 

~#Fanny' 
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C. LIC. CYNTHIA PATRICIA CANTERO PACHECO. 
COMISIONADA PRESIDENTA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, 
INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL 
ESTADO DE JALISCO (ITEI). 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7879/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2825/2018 

ASUNTO: EN QUE SE INDICA 

Por este conducto y en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del 

expediente administrativo relativo a la solicitud de Información pública cuyo número consta señalado al 

rubro superior derecho del presente oficio, tengo a bien remitir a usted copias fotostáticas simples de la 

totalidad de actuaciones que integran el presente expediente administrativo de información, en las que se 

expresan los motivos, razones y fundamentos por los cuales se resolvió en sentido NEGATIVO, la solicitud 

de información pública, recibida a través del correo electrónico de ésta Unidad de Transparencia de la 

Fiscalía General del Estado de Jalisco, a las 18:05 dieciocho horas con cinco minutos del día 20 veinte de 

Sepflembre del año 2018 dos mil dieciocho, y recibida de manera oficial a las 09:00 nueve horas del día 21 

veintiuno de Septiembre del año en curso, en virtud de que fue ingresada en hora inhábil para este sujeto 

obligado; el Oficio: UT/SGG/1812/2018, signado por la C. líe. María lose Higareda González, en su 

carácter de Coordinadora de la Unidad de Transparencia de la Secretaría General de Gobierno y Despacho 

del Gobernador, mediante el cual deriva la Incompetencia de la solicitud de información pública 

presentada ante ese sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la 

Plataforma Nacional de Transparencia (PNT) con el número de folio 04754218. 

Lo que se notifica a este H. Instituto para que surta los efectos legales y administrativos correspondientes, 

conforme a lo establecido en el artículo 121 punto 1 fracción XI de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400, esquina con calle libertad, en el Centro Histórico de Guadalajara, 
Jalisco; con un horario de atención a! público de lunes a viernes de 09:00 a 15:00 horas en días hábiles y número telefónico 
directo: 01 (33) 3668-7971, a través del conmutador: 01 (33) 3837-6000 extensión 47874. 

~#ranny' . 

alma.avila
Resaltado
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C. SOLICITANTE. 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7875/2018 
EXP. ADMVO. INT. LTAIPJ/FG/2794/2018 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo 
relativo a su solicitud de acceso a la información pública, cuyo número de registro consta anotado al rubro superior derecho 
de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales correspondientes, adjunto al presente copias 
fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de 
Jalisco, en atención a su solicitud de acceso a la información pública presentada inicialmente en el Instituto Jalisciense de 
Ciencias Forenses del Estado de Jalisco, mediante el sistema electrónico INFOMEX JALISCO, con número de folio 04744318, 
la cual fue remitida a esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, a través del correo oficial el 

día 19 diecinueve de septiembre del año que transcurre, a las 15 :33 quince horas con treinta y tres minutos, advirtiendo que 
se presentó en hora inhábil para este sujeto ob li ga do por lo que se tiene oficialmente recepcio nada a las 09:00 nueve horas 

del día 20 veinte de septiembre del año en curso. 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundame nto en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal , 24 punto 1 fracción 11, 83, 84, 
85 y 86 punto 1 fracción 111, en correlac ión con el Decreto 25653/LX/15, que fu e pu blica do en fecha 10 diez de Noviembre del 
año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial " El Estado de Jal isco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 
2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos 
artículos de la Ley de Transpa rencia y Acceso a la Informac ión Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

c..uT lVo 0 ':>«; -,\ \H! '• 1 ~ 
ATE N T A M E N T~ "'"~,' ,,'i\\.21/, (~· 

GUADALAJARA, JALI SCO; O Q_E OCT@~ 1 .. . ~1!1 
"2018, Centenario de la Creaci n del't{lunfaifl/ .. ~V.cf!!arta y 

del XXX Aniversario del Nu vo H~s~ita~~t _' __ c... ~~1a/iÍra" 
, 1 ~"7;~ .. ~ 

· '·'~;~~. L ~SC·1·~·-

Unidad de Transparencia de la FiscaH~neral : Av enida 16 de Septiembre No. 400, esquina Libertad, colonia Centro, 
Guadalajara, Jalisco . Hora rio de atención: , 09:00 a 15:00 horas. Número telefónico 01 {33) 3668-7931 y 

3668-7971. 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 12:40 doce horas con cuarenta minutos del 
día 03 tres de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho. ------------------------------------------- ________ _ 

---VISTO y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 
1 fracción 11, 84 punto 1, y 85 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, reformada mediante DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el 
día 10 de Noviembre del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, difundido en 
dicho Periódico Oficial, el día 19 diecinueve de Diciembre del mismo año, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, tiene a bien el resolver el Expediente Administrativo Interno número L TAIPJ/FG/2794/2018, 
relativo a una solicitud de acceso a la información pública presentada inicialmente en el Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses del Estado de Jalisco, mediante el sistema electrónico INFOMEX JALISCO, con número de folio 04744318, la cual 
fue remitida a esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, a través del correo oficial el día 19 
diecinueve de septiembre del año que transcurre, a las 15:33 quince horas con treinta y tres minutos, advirtiendo que se 
presentó en hora inhábil para este sujeto obligado por lo que se tiene oficialmente recepcionada a las 09:00 nueve horas 
del día 20 veinte de septiembre del año en curso, en la que se solicita literalmente el acceso a la siguiente información: 

"¿Quién contrató los camiones refrigerantes para los cadáveres que fueron encontrados y cuanto se ha gastado 

en esos camiones?" (SIC) 

Por lo que de conformidad a lo dispuesto por los artículos 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4° párrafo tercero, 9° y 15 fracción IX de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 1°, 2°, 5°, 24 punto 1 
fracción 11, 25 punto 1 fracción Vil, 31, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII, 77, 78,79, 80, 81, 82 y 83 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, y asimismo a lo acordado en la Sesión celebrada por 
el Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en fecha 02 dos de Mayo del año 2016 dos mil 
dieciséis; y atento a lo que señala el numeral 20 fracción 111 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, en correlación con el arábigo 9 fracción XVIII del Reglamento Interno de las Instancias Administrativas del 
Despacho del Fiscal General del Estado de Jalisco, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTÍNEZ, en mi 
carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado 
de Jalisco, en unión de sus testigos de asistencia, con quienes legalmente actúa y da fe, procede a:------------------

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5° punto 1 fracción 
VIl, 25 punto 1 fracción Vil, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, 
recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en 
la ley de la materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, 
después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la 
Fiscalía General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar 
las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de 
Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen 
de clasificación, respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se 
llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo 
siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su 
difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes 
que, en el ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se 
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funde, motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene 
de que, al día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada 
relacionada con el motivo del tra slado de los cuerpos sin identifi ca r, así como el instrumento jurídico y medio de 
pago bajo el cual se obtuvieron los servici os de las ca jas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, 
asimismo las obligaciones emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General 
del Estado de Jalisco y el Instituto Ja liscien se de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los 
cuerpos sin identificar, son parte de los registro s e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en 
trámite, es decir, que no ha concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que 
se pueda establecer que hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o 
reproducció n. Al efecto, por tratarse de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en 
integración, se actualiza la hipótesis normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, 
difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establec ido en el artícu lo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se 
encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información 
Pública de Jalisco, el día 28 ve intiocho de mayo del año 20 14 dos mil catorce, debidamente publicados en el 
Periódico Oficial " El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO 
TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE 
TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS 
OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron 
emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Tran spa rencia e Información Pública de Jalisco, 
debidamente publicados en el Periódico Oficial " El Estado de Jali sco" el día lro primero de octubre de 2015 dos mil 
quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales seña lan que no puede difundirse información que forme 
parte de alguna investigación penal, en tanto no co ncluya; de acuerdo con lo siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 
MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada : 

l. Aquella información pública, cuya difusión : 

f) Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 
justicia; o 

11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con 
las leyes aplicables; 

(Lo resa ltado es propio) . 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara corno reservada en los términos de la fracción 1, inciso f) 

del artículo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de 
prevención y persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz 
pública . 

Se pone en pe ligro la paz y el orden púb lico cuando la difu sió n de la información pueda : 

a) Menosca bar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida 
o la salud de las person as; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
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e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 

d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 

f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del 
artículo 17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas 
por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina 
con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 
PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN 
ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya 
concluido y que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que 
obre la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio 
de inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una 
absolución dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se 
presentó la detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que 
establece el artículo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los 
numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO 
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PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de 
la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del 
Sistema Nacional de Tran sparencia , Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente 
publicados en el Diario Oficial de la Federac ión (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis . 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA) : 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto po r el artículo 113 de la Ley General, corno información reservada 

podrá clasifi carse aqu ella cuya pub licac ión : 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los proced imientos pa ra fincar responsabi lidad a los Servidores Públicos, en tanto no 
se haya dicta do la reso lución administrat iva; 

X. Afecte los derechos de l deb1do proceso; 

XII. Se encuentre conten ida den tro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tram iten ante el Min is ter io Púb lico, y 

XIII . Las que por dispos ición expresa de una ley tenga n ta l carácter, siempre que sean acordes con las 

bases, principios y di sposiciones establec idos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como 
las previstas en t ratados internac ionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN V DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publ icados el día 15 quince de abri l de l año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nac iona l del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Per so na les ): 

Vigésimo tercero. Pa ra clasi f icar la inform ac ión como re servada, de conformidad con el artículo 
113, fra cci ón V de la Ley Genera l, será necesa rio acreditar un vínculo, entre la persona física y la información 
que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o sa lud . 

Vigésimo sexto. De conformid ad con el art ículo 113, f racci ón VIl de la Ley General, podrá 

con siderarse corno información reservada, aquella que obst ruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autorida des para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la com isión de delitos. 

Para que se ver ifiqu e el supuesto de reserva, cuando se ca use un perju ic io a las actividades de pe rsecución 
de los del itos, deben de act ualiza rse l o~ sigu ientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11 . Que se acredite el vínculo qu e existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 
con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De co 11formidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, pod rá 
con siderarse como informac ión reserva da, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 
responsabili dad a los se rvidores publicas, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 
correspondiente; para lo cua l, se debe rán ac reditar los siguientes supuestos : 
l. La existencia de un proced imiento de responsa bilidad administrativa en trámi te, y 
11 . Que la informac1ón se refier<J a <JCtuac iones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabili da d. 
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Vigésimo noveno. De conform idad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá 
considerarse como informac ión reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 
actualizarse los sigu ientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, admi nistrat ivo o arbitral en trámite; 
11 . Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 
el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del 
debido proceso. 

Trigésimo primero. De conform idad con el articulo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquel la que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal, el Ministerio Públi co o su equ ivale nte reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformid ad con el articulo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional 
del que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido 
en la Ley Genera l. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
t ratarse de un expediente que tiene por objeto esc larecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscal ía General del Estado de Jali sco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto estab lece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas 
que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar 
el acceso a la justicia en la ap licac ión del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del 
delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mex ica no sea parte; ello , de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2°, tal y 
como se transcribe a continuac ión: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y reso lver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión de l de lito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contrataría y Visitaduría ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investiga r, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acc ión penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de condu cta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resgua rdo y 
disposición de los cadáveres obJ etos de inves tigac ión por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscal ía Genera l del Estado de Jali sco . Por ta l motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de tra slado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la reso luc ión que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presu me una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en vio laciones al debido proceso y posibles re percusiones en el sistema 
de control y registro de indicios, ev idencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta 
que dicha investigación tras cienda ad iciona lmente a una responsabi lidad admi nistrativa sancionable para el o los 
responsable s en dichas determrnaciones . Así pu es, es indispensable para el órgano de control discip linario preservar 
dicha documentación para un adecuado aná li sis, y el correcto tratami en to de los registros y evidencias, los cuales 
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serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la 
Carpeta de Invest igación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, obse rvando lo que establece el artícu lo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estr ictamen te reservad a y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a 
las reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigac ión, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o 
naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente 
reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas 
en este Código y demás disposiciones aplica bles. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrá n tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en re serva los reg istros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de 
este Código. 

En ningún caso la rese rva de los registros podrá hace rse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, sa lvo lo previsto en este Cód igo o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés público. En este conte xto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal , alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de re stricc ión podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la 
seguridad pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención 
y persecución de los delitos, entre otro s. A la par, su análoga estatal establece en su numeral17 como información 
de carácter reservada aquf' lla que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo 
la integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigac ión, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en ri esgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en 
áreas de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la 
necesidad de limitar la consulta de dicha información, toda vez que esta corresponde a información que forma 
parte de los registros que confor_111an Uf!.ª-.(arpet<!_de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en 
etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del sol icitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un exped iente en particular; de esta forma , la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 
trasgrede derechos procesal es de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el cespet.Q_ de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 
no es procedente, toda vez gy_g__es cQD siderado unª · limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 
encontramos frente a una inve>tjgac ión_illle aún no concluye . 
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Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el 
resultado de ésta y ello implica un pequicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los 
familiares de los occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la 
investigación, y mucho menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, 
que atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, 
comprometa la seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o 
implique un daño irreparable. Entonces, tenernos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar 
como excepción aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la 
averiguación de los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario 
Judicial de la Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES 

Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que 
se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averrguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existr"n normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 

gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredor1do Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesrón privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
LX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integr·antes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por par·te de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte 
de servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una 
Carpeta de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar 
responsabilidades o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables 
con motivo de las acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el 
resguardo y disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses y la misma Fiscalía Cieneral del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir 
el manejo y la disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con 
los frigoríficos y el traslado de los mrsmos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y 
tomada en consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficrente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
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responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la con duccion de la investigación y al debido proceso. Por Jo cual, es probable que se pueda 
determinar si, hasta el momento, se tiene traz ada una línea de investigación en contra de alguna persona, que 
dificulte la comparecencia ante el Juez co rrespondi ente , para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, 
la consecuente sanción, o en su caso, provoq ue la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, .1si como pard los terce ros afectados. 

Así pues, debe tom arse en consideración la trasce nd encia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un exped iente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigac ión rninisterii11, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sa nción administrativa correspondiente . 

Tiene sustento lo an terior, el conte nido de la te sis la Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nac ión, publicad,¡ en el Semanario Judicial de la Federac ión y su Gaceta , Décima Época, Libro V, Tomo 
1, página 656, correspondien te al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca 

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo p.:n rafo ele\ Jrticulo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la informac ión puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracc iones só lo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuesto s específicos en qu e procedan la s excepciones que busquen proteger Jos bienes 
constitucionale s enu nciados corno lim ites al derecho ele acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Feder¿¡ J de Transpare r1cra y J\cceso a la Informac ión Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podr/r clas ifica rse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de rn formació n reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, refer·ente a la pr·otección del in terés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio 
de clasificación el de información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de 
lineamientos bajo los cuale s deber<i reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la 
información pue da: 1) comprorneter la seguridad naciona l, la seguridad pública o la defensa nacional; 2} 
menoscabar negoc iaciones o relac iones internauonales; 3) dañar la estabilidad financiera , económica o monetaria 
del país; 4) poner en riesgo la vida, seguridz1cl o sa lud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las 
leyes, prevenció n o verifica ción de delrtus, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control 
migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos jurisdi cc ionales, mientras las resoluciones no causen 
estado. Por otro IJdo, con un enfoque má s precrso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Info rmac ión Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de 
supuestos en los cuales la informac ión también se considerará reservada: 1} la que expresamente se clasifique 
como confidenci al, reservada, cornerci<11 reservadi1 o gubernamenta l reservada; 2) secretos comercial, industrial, 
fiscal, bancario, fiduciarro u otros; 3) averrguacrones previas; 4) exped ientes jurisdiccionales que no hayan causado 
estado; 5) proced imientos de respo nsabilida d acllll inistrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga 
opiniones, recomendaciones o puntos de vista de servidores púb licos y que formen parte de un proceso 
deliberativo en el cua l aún no se hubiese adoptado una dec isión definitiva . Como evidencia el listado anterior, la ley 
enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien pueden clasifica rse dentro de los lineamientos genéricos 
establecidos en el art ículo 13, el legis lz1dor quiso destacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la 
necesidad de con siderarlos como irrfornrdciór, reserva da. 

Amparo en rev is ión 168/2011. Comis ión IV1exicanil de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra . 
30 de noviembre de 2011 . Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea . Secretario: Javier Mijangos y 

González. 

Del mismo modo, ti ene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nacrón, pub licad<r en el Sem .:rnario Judrcia l de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 6S5, correspo nd ieni<' al rnPs de febre ro del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de IJ Const itución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho dP ;rcc(", ,J il l<t inf01rnación puede lim ita rse en virtud del interés público y de la vida 
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privada y los datos personale s. Dichas fracc iones só lo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derec ho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como limites al derecho de acceso a la información . Así, en cumplimiento al mandato 
constitu cional, la Ley Federal de Tran spa rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información pod r.:í clas ifi c;; rse y, con ello, l1mitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información conf1denual y el ele informac1ón reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la v1da privada y los datos personales, el articulo 18 de la ley estableció como criterio de 
clasificación el de información conficien cial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos 
personales que requieran el consentimiento de los mdividuos para su difusión, distribución o comercialización . Lo 
anterior también tiene un sustento constituc iona l en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación 
y cancelación de los mismos- debe ser tutelado po r regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la frucciün V, del apartado C, del artículo 20 constitucional , que protege la 
identidad y datos personale s de las víct imas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe 
un derecho de acceso a la informac ión púb lica que rige como reg la general, aunque limitado, en forma también 
genérica, por el derecho a la protecc ión ele datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las 
personas independientemente del interés que pud ieren tener· a los datos personales distintos a los del propio 
solicitante de información sólo procede en c1ertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. 
Adicionalmente, la información confid encial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de 
ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección 
contenga datos confi denciales. Por último, y co nforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es abso luta , pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obt iene el consentimien to expreso de la persona a que haga referencia la información . 

Amparo en revisión 16S/ 2üll. Comisión Mex,ca na de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 
30 de noviembre de 20 11 . Ci nco vo tos . Ponente: Artu ro Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González 

En este panorama, es preciso dejar e11 claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa ti ene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apa rtado A, precisa que en principio toda información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, órgano y orga nismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos 
autónomos, partidos políticos , fid eicc)ln l ~o; y fo ndos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicato que rec iba y ejerza recursos públ icos o rea lice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, 
es pública y sólo podrá ser reservada !em.Ql~a lrn e 11te por razones de interés público y seguridad nacional . en los 
términos que fijen las leyes. Al efecto, la Secunda Sa la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la 
tesis 2a. XLIII/2008 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 

correspondiente al mes de abril del año 2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan 
temporalmente el acceso a la i11form ac ión p[iblica, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado 

en el artículo 6° de la Constituci ón Po lítica de los Fsta dos Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a 
continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Co1 te de Just icia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCI CIO SE ENCUENTHA LI M ITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA 
SOCIEDAD, COMO POR LOS DER[CHOS DE 1 Ei{Ct ROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Epoca, Tomo XI , ilbril de 2000 .. páp, ina 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no 
es irrestricto, sino que tiene limites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los 
intereses de la sociedad y a los derec hos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese 
sentido, el citado precepto, al remitir a d1versas normas ordinarias que esta blezcan restricciones a la información, 
no viola la garantía de acceso a la infOrtl lé!CiÓ il co ntenida en el articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque t-s Jl.lridican,ente .1decu;1do que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador 
federal o local estao le zcc1 las lt'Stri cc iolll!S <. ü, ,espo11 dicntes y clasifique a determinados datos como confidenciales 
o reservados, co n la condic ión de qu e til les l ir~1it e s atiendan a in tereses públicos o de los particulares y encuentren 
justificación racional en funci ón del bie11 juríd iCO a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia 
entre el derecho fundamental de que st> traté' y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual 
debe ser adecuada y necesaria para alcilnzar l' l fin persegu ido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacri fi cio que ésta impli qu<> pi11d los t itulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 

en general. 



Fl !-. (' \I.Í u;¡ :~ER \ L 
D Fl. EST \ DO 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Arnadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad corno ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida 
para autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de 
reservar los actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la 
investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, las objetas, los 
registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente 
las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones 
aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, g_[ 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal, archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un 
plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal 
Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir 
de que dicha determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, 
toda vez que, corno ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Torno 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN El DERECHO 
FUNDAMENTAL RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que corno lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Torno XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 
GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple 
con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de 
expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un 
derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de 
autorrealización personal, sino corno un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado 

en una de las características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la 
transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el 
principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un 
manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos 
expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá 
clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4", 9", 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio 
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grave en la s actividades de prevención y pPr>ecu ción de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso 
f) . Así mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contemp la las Carpetas de Investigación como información de 
acceso restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de~ la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transpa rr ncia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la 
consulta y/o entrega de la 111forrnación requ erida, p1 od uce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECÍFICO: 

El daño que prod uce permit ir el <ll.ce so, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en materia de información pública, así corno en la violación a los principios y 

bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, 
relativos a la protección de inform ac ión reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la 
rnisrna forma, se trasgrediría el deb ido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes leg itimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 

de los indiciados, así como en el de la soc iedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1°, 5· apa rtado A, 20 e1 parta dos By C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4°, T y s· de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1·, 2•, 15, 105, 109, 113, 212, 
213,217, 218,219, 220,3 11 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de ju sticia penal) . 

DAÑO PRESENTE: 

Tomando en consideración que la in formación pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encue ntra siendo tramitad a, actua lmente en integración, es importante 
preci sa r que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las di sposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega 
de información relevante, sensibl e y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARE NTf DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería 
el resultado de la invest igac ión y los ava nces obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesa l oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño oca sionado, tanto en pequicio de la sociedad, las v íctimas u ofendidos, 
así como terceros Involucrados en la misma Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha informac ión, pu diese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, as i co mo unZJ trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forrna, es evidente qu e, el<:' proporc io11ar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la invest ip,ac ión, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficac ia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir di sposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar 
informac ión que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información 

confidencial. 

Lo cual encuent ra sustento e11 la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso 
f) y 11 de la Ley de Transparenc ia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIG ÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información l'úb lica, seña lados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones Vil, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), corre lacionado s con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 

VIGÉSIMO NOVENO fracción 111 , TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clas ificac ión y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públ icas, precisados anteriormente . 
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DAÑO PROBABlE 

Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección Genera l de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos 
a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funcion es, este Comité de Transparencia est ima que se produce una afectación en 
la sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, 
en virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son 
difundidos o entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta 
forma, como en toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que 
presuntamente se materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de 
ambas Instituciones, sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las 
determinaciones adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los 
términos que se han difundido en diversos medios de comunicación . 

Por otra parte, el riesgo que produc iría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstan cias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe). y con ello se permita la identifi cación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difund a dicha informacion al incul pado/impu ta do valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cua l, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conJun to, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución ... " 

--- Por lo anterior, de conformidad a lo establ ec ido por los artícu los 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Ofic1al "El Estado de Jali sco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transpa rencia y Acceso a la Informac ión Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información 
pública, por tratarse de información considerada con el ca rácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de 
información pública, en la forma y términos refe ri dos. · ---· - - - - -- - - - - - --- -- - ------ ------- --- --------------

-- - SEGUNDO.- NOTIFÍQUESE el presente acuerdo de respuesta a la so licitante, a través del correo electrónico señalado 
por el solicitante para tal efecto, debiéndose acompañar copias fotostáticas simples de la presente resoluc ión al oficio que 
a 1 efecto se gire. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - - - - - - -

---TERCERO.- Remítanse al Instituto de Transparencia, Informac ión Pública y Protección de Datos Personales del Estado de 
Jalisco (ITEI). copias simples de la solicitud de acceso a la información públi ca materia del presente expediente, así como 
del acuerdo de resolución pronunci<Hio por este suj eto obligado en respue sta a sus cuestionamientos, a fin de notificarle la 
resolución Negativa para proporcio nar la inforn1ació 11 pret end ida, atento a lo dispuesto por el artículo 121 punto 1 fracción 
XI de la vigente Ley de Transparenc ia y Ac ceso a la Inform ac ión Pública de l Estado de Jal isco y sus Municipios, para que 
surta los efectos legales y administrativos a que haya lugar.- --·· - - ------- - - --- - - -----------------------------
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CONSTANCIA DE PROTECCIÓN DE 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 

Se remite la solicitud de información, misma que contiene Datos Personales de acuerdo a lo establecido con el artículo 3, 
fracción IX de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus 
Municipios. 

En ese tenor y en concordancia con el artículo 75 punto 1, fracción 11 de la Ley antes citada, se trasfiere información 
confidencial, como lo son datos personales del solicitante de información, consistente en el nombre y correo electrónico 
particular. Dando cumplimiento a lo establecido en nuestro aviso de confidencialidad que dispone que los terceros 
receptores de los datos personales pueden ser; los sujetos obligados a los que se dirijan las solicitudes de información 
pública, así como al órgano de control interno de este sujeto obligado, en caso de que se dé vista por el posible 
incumplimiento a la Ley que rige la materia. Lo anterior de conformidad a lo establecido en el capítulo 11 Titulo Segundo, 
artículos 87 y 88 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, así como en los numerales 25, primer párrafo, fracción XV, y 26, párrafo 1, fracción IV de la citada Ley, so pena de 
las responsabilidades y Sanciones previstas en los cuerpos normativos en comento. 

A_. 
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C.  

CORREO ELECTRÓNICO:  

PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7906/2018 

EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2820/2018 
FOLIO INFOMEX: 04744718 (IJCF) 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el dfa de hoy, dentro del expediente administrativo 

relativo a las solicitudes de acceso a la información pública, cuyos números de registro constan anotados al rubro superior 

derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales correspondientes, adjunto al presente 

copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado 

de Jalisco, en atención a la solicitud recibida a través del oficio IJCF/UT/796/2018, firmado por la C. LIC. TERESA PEOROZA 

PÉREZ, en su carácter de Encargada del Despacho de !os Asuntos de la Unidad de Transparencia e Información del Instituto 

Jalisciense de Ciencias Forenses, a las 15:43 quince horas con cuarenta y tres minutos del dfa 20 veinte de Septiembre del 

año 2018 dos mil dieciocho, el cual fue recepcionado de manera oficial a las 09:00 nueve horas del dfa 21 veintiuno del 

mismo mes y año en curso, en virtud de que este fue registrado en hora inhábil para este sujeto obligado, mediante el cual 

deriva la solicitud de información receptada ante dicha instancia, el dfa 18 dieciocho del mismo mes y año en curso a través 

de la Plataforma Nacional de Transparencia, bajo el número de folio 04744718, en términos de lo dispuesto por el artfculo 

81 punto 3 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. Lo anterior 

atendiendo a lo dispuesto en el 38 de ley de Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, que consideró el 

viernes 28 de Septiembre como dfa de descanso obligatorio, con motivo de la celebración del "Día del Servidor Público". 

lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artfculos 6º de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, 24 punto 1 fracción 111, 83, 84, 85 

y 86 punto 1 fracción 1, en correlación con el Decreto 25653/lX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del 

año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del dfa 20 de Diciembre del 

2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/lXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos 

artfculos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

"2018, Centena1ío de la Creación Jel nHHlicirio de Puerto Vallarta y 

del XXX Anivc:rsJfio del Nueve Hospit<Jl Civil de Gu<Jdalajara'' 

Unidad de Transparencia de la Flscalfa General: Avenida 16 de Septiembre No. 400, esquina Libertad, colonia Centro, Guadalajara, Jalisco. 
Horario de atención: lunes a viernes de 09:00 a 15:00 horas. Número telefónico 01 {33) 3668~7931 y 3668-7971. 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 10:30 diez horas con treinta minutos del dfa 04 
cuatro de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.--------------···------------------------------.-- ... ---

---VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública LTAIPJ/FG/2820/2018, presentada ante este sujeto obligado a través del del oficio IJCF/UT/796/2018, 
firmado por la C. LIC. TERESA PEDROZA PÉREZ, en su carácter de Encargada del Despacho de los Asuntos de la Unidad de 
Transparencia e Información del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, a las 15:43 quince horas con cuarenta y tres 
minutos del dfa 20 veinte de Septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, el cual fue recepcionado de manera oficial a las 
09:00 nueve horas del dfa 21 veintiuno del mismo mes y año en curso, en virtud de que este fue registrado en hora inhábil 
para este sujeto obligado, mediante el cual deriva la solicitud de información receptada ante dicha instancia, el dfa 18 
dieciocho del mismo mes y año en curso a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, bajo el número de folio 
04744718, de quien dijo llamarse JANITA lÓPEZ, derivando única y exclusivamente para su debido trámite, a esta Fiscalfa 
General lo que a continuación se manifiesta: 

" ... -Monto pagado de manera mensual por la renta de los contenedores 
-fechas en las que se contrató el servicio de contenedores para resguardar cuerpos ... " (SIC) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artlculos 4", g• y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el dfa diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; asf como los numerales lo, 6° 
punto 1, 24 punto 1 fracción ll, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción !11, 77 punto 1 fracción U, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del dia 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurfdica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTfNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumpllmiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco'' el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
artfculo 24 fracción 11 de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: · · · · · · · ·--- - ------- · · · ·-- ·- · · · · · · · · ·--- - -- ----- - --- - - - - -

R E S O L V E R 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los articules so punto 1 fracción VIl, 
25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIH y 83 de la vigente ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 
su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 
materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 
constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 

dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscal fa General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 
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Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Especificas de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Públlca del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo de! Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; asi como el lineamiento .DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN lA RAMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día lro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17. Información reservada Catálogo 

1. Es información reservada: 

t. Aquella información pública, cuya difusión: 

!) Cause perlulclo grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de lmparticlón de la 
iustlcia: o 

ll. las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad. o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables~ 

(lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE ClASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN lA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TR!GtSIMO SEXTO.- la información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. Inciso f) del 
artfculo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perlulclo a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos. o de impartición de justicia y ponga en peligro e! orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 
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a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 

e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

J. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artfculo 
17 de la ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acc'lón penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Ubre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN lA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPECfFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

D~CIMO TERCERO. -De la Investigación· 

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna Investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera perjudicar a personas involucradas vio familiares en primer grado. 

los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artículo 110 fracciones VH, IX, X, XII y XII! de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme !o dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la ley de Transparencia 
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y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desc/aslficación de la Información, as! como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artfculo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las ir:westigaciones de hechos que la ley señale corno delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la ley General y esta ley y no las contravengan; así corno las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
{Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información corno reservada, de conformidad con el artículo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
ias autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. la existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de Investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vinculo que existe entre la Información solicitada y la carpeta de Investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de Investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción !X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se !laya dictado la resolución administrativa correspondiente; para !o cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
1. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
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11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 

de responsabilidad. 

VIgésimo noveno. De conformidad con el articulo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse Jos 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 

11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la Información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantfas del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme !;@!te de las averiguaciones previas o carpetas de 

investigación que resulte de la etapa de investigación d_\J_rªnte la cual. de conformidad con la normativa 

en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso, los datos de prueba oara sustentar elglercicio o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 

como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
_ley Gene@L 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 

responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 

susceptible de limitación temporal~ por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 

importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 

proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 

acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a !os derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 

los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2°, tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse én la investigación, el procesamiento y la 

sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 

conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados lnternacionale~ de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraforfa y Visitadurfa ha iniciado una 

Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 

ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 

misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 

para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 

adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 

control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 

responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
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dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento lega!, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Articulo 218. Reserva de los actos de Investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos. independientemente de su contenido o naturaleza 
los obletos. los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados. por lo 
que únicamente las partes. podrán tener acceso a los mismos. con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artfculo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes espec'lales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Articulo reformado DOF 17·06·2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6" de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
Interés público. En este contexto, la ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 

persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 
integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha Información. toda vez que esta corresponde a Información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada. que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón,, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadlstica, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma. 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso. y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto. jurídicamente 
no es procedente. toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública. puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 
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Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 

consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 

occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés juríd'¡co en la investigación, y mucho 
menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 

penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la Información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 

atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad ffsica de alguna persona, comprometa la 

seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o Implique un daño 
irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 

aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 

los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 

la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a !os derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 

en la doctrina corno "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 

constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 

información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 

normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de !os 

gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 

Presidente Genaro David Góngora Pimente!, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 

la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 

Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 

trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de !os cuales se desprende 

el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(UCF) y esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 

servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 

o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 

acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 

disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisdense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 

disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 

consideración para la re~olución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar !os indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 

simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
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responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal. la 

consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando asf un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, asf como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 

dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 

resultados de la investigación ministerial, así como SOfl.leter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción adn1inistrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. VHI/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE Al DERECHO DE ACCESO A lA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del articulo Go. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 

privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines 'constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 

de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma; el de información 

confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 

información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 

cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 

relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 

verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 

procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino especifico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 

3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 

responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 

una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 

pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 

de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.}, de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 

V, Tomo 1, página 6SS, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LfMITE Al DERECHO DE ACCESO A lA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 

establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
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de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la informa(lón. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con e!lo, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el articulo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; asf como en la 
fracción V, del apartado C, del articulo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federa!, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fiien las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. Xllll/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de !a Federación y su Gaceta, Tomo XXVH, página 733 correspondiente a! mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 6° de la Constitución Polftica de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBliCA GUBERNAMENTAL. El ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE lA LEY 
FEDERAL RElATIVA, NO VIOlA lA GARANT(A DE ACCESO A lA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA liMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE lA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de !os gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurldico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán. 
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Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 

consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 

diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 

actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de lo investigación, así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosos que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente los portes, padrón tener 
acceso o los mismos, con los limitaciones establecidos en este Código y demás disposiciones op/ícobles. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, §.! 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 

acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 

estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis ntJmero 1.4o.A.40 A {lOa.), Décima Época, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A lA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RElATIVO: 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a pub!icitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 

información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A lA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTfAS 
INDIVIDUAL Y SOCIAL", contiene una doble dimensión: individua! y social. En su primer aspecto, cumple con la 

función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 

contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 

o social que tiende a revelar e! empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrea!ización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 

en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 

información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 

reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 

municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 

como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 

por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), seilala que es 

información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 

en las actividades de prevención y persecución de !os delitos. Remítase al numeral17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
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mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 
restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparenc"la arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 

y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECfFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 

hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 

sujetarse esta institución en materia de información pública, así corno en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 

a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 

forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las vfctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 

artículos 1", 6" apartado A, 20 apartados By C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4", r y 8" de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1 ", 2", 15, 105, 109, 113, 212, 

213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal}. 

DAÑO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 

precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 

consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la Investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 

encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometerla el 

resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 

de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 

objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 

afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 

obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 

ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalfa General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 

que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 
y 11 de la ~ey de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 

fracciones VIl, IX, X, Xll y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

{reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Oesclasiflcación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 

actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 

investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
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servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
socie'dad, así corno en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. lo anterior, en 
virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
entregados al indiciado, y ello producirla una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que producirla permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe}, y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 11!, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cua!, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos referidos.-------------------------------------- -------------------------

---SEGUNDO.- NOTIFfQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del correo electrónico señalado a fin 

de recibir notificaciones, debiendo de acompañar copias fotostáticas simples del presente acuerdo, así mismo remítanse al 

Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco (ITEI), copias simples de 

la solicitud de acceso a la información pública materia del presente expediente, así como del acuerdo de resolución 

pronunciado por este sujeto obligado en respuesta a sus cuestionamientos, para que surta los efectos legales y 

administrativos a que haya lugar.----------------------------------------------------------------------

TESTIGO DE ASISTENCIA 
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C. SOLICITANTE 

PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7864/2018 

EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2821/2018 
FOLIO INFOMEX: 04800618 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 
ordenado en el acuerdo dictado el dfa de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente coplas fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de 

Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de Información pública que presentó 

ante este sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de 

Transparencia (PNT). 

lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artfculos 6º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, así como 24 punto 1 

fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Jalisco y sus Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el dla 10 

de Noviembre del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, publicado en dicho 

Periódico Oficial, el dfa 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la ley Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 baja), Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico 

directo: 01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de cd¡lm<Jta<Jor:. 01 (33) 3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

\3#/jlhv' 

alma.avila
Resaltado
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-- -ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 11:30 once horas con treinta minutos del 
día 04 cuatro de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.-----------------------------------------------

---VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 

información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado 
a la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04800618 a las 15:47 quince horas con 
cuarenta y siete minutos del dfa 20 veinte de Septiembre del año en curso, siendo recibida de manera oficial a las 09:00 

nueve horas del dfa 21 veintiuno del mismo mes y año en virtud de haber sido ingresada en hora inhábil para este sujeto 
obligado, en la que se solicita literalmente el acceso a la siguiente información: 

" ... Solicito una copia de los Informes trimestrales que debió rendir ante el titular del la Flscalfa General del 
Estado el Comité Técnico encargado de dar seguimiento al cumplimiento al Convenio Espedflco de Colaboración 
para la conservación de cadáveres de personas desconocidas que firmaron el 2 de mayo de 2016 la Fiscaalía 
Generall del Estado y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses ... "(sic). 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los articulas 4", 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 

cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1°, 6., 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXX11, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 

85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 

siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Ucenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 

MARTfNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada 

como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 

emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha 'dos de marzo de dos mil dieciséis, que 

fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos 
los sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone 

el artículo 24 fracción 11 de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de 

la análoga estatal aludida anteriormente; procede a: 

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de Información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artfculos so punto 1 fracción 

VIl, 25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, 

recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en 
la ley de la materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, 

después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la 
Fiscalía General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar 

las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de 

Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen 
de clasificación, respecto de la procedencia o Improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se 

llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo 

siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 

los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 

acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su 

difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes 
que, en el ejercicio de sus obligaciones y atribuciones de han o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se 

funde, motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vfa procesal idónea. Dicha limitación deviene 
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de que, al día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada 
relacionada con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de 
pago bajo el cual se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, 
asimismo las obligaciones emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General 
del Estado de Jalisco y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los 
cuerpos sin identificar, son parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en 
trámite, es decir, que no ha concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que 
se pueda establecer que hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o 
reproducción. Al efecto, por tratarse de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en 
integración, se actualiza la hipótesis normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, 
difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido en el artfculo 17 punto 1 fracción 1 inciso f} y fracción 11 de 
la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se 
encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del instituto de Transparencia e Información 
Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el 
Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; asf como el lineamiento DÉCIMO 
TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE 

TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECIFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS 

OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron 

emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco1 

debidamente publicados en el Periódico Oficiai"EI Estado de Jalisco" el dfa lro primero de octubre de 2015 dos mil 
quince. lo anterior es así/ dado que dichos numerales señalan que no puede difundirse información que forme 
parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 
MUNICIPIOS; 

Art(culo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

fl Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos. o de imparticlón de la 
iustlcia; o 

11. las carpetas de Investigación. excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad. o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con 

las leyes aplicables; 

(lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERAN 

OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.w La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción l. inciso fl 
del artfculo 17 de la Ley. siempre que la difusión de la Información cause perluiclo a las actividades de 
prevención y persecución de los delitos. o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz 

pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a} Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida 
o la salud de las personas; 
b} Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coo'rdinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
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d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vfas de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad Hsica de alguna persona o servidor público,. de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. la prevista en la ley de Seguridad Pl1blica para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadfstica, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en Jos mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.~ la información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del 
artículo 17 de la ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado Ubre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas 
por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina 
con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de confornl'1dad a Jo previsto por el articulo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPEcfFICAS QUE DEBEN 
ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá orooorcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya 
concluido y que pudiera per!udicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que 
obre la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deber á especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio 
de inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una 
absolución dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se 
presentó la detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que 
establece el artfculo 110 fracciones Vll, IX, X, XII y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (reformada}, de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los 
numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO 

PRIMERO y TRIG~SIMO SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclaslficación de 
la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del 
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Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente 
publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no 
se haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la ley General y esta ley y no las contravengan¡ así como 
las previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

VIgésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artfculo 
113, fracción V de la ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información 
que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artfculo 113, fracción VIl de la ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o rnenoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución 
de los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
1. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de Investigación en trámite¡ 
11. Que se acredite el vfnculo qut¡!: existe entre la Información solicitada y la carpeta de Investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 

111. Que la difusión de la Información pueda Impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 
con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 
responsabilidad a los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 
correspondiente; para lo cual, se deberán acreditar Jos siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 

11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 
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Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la ley General, podrá 
considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 
actualizarse los siguientes elementos: 
l. la existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 
el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del 
debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artkulo 113, fracción XII de la ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o caroetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cuaL de conformidad con la normativa 
en materia penal. el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y. en su caso. los datos de prueba para sustentar el ejerciciO o no de la acción penal. la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la ley General, podrá considerarse 
como información reservada. aquella que por disposición expresa de una levo de un Tratado Internacional 
del que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido 
en la ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de Información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores pl1blicos y/o elementos operativos del instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas 
que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y asf contribuir a asegurar 
el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del 
delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral r, tal y 
como se transcribe a continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede Impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraloría y Visltadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto Investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenfan bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de Investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema 
de control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta 
que dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Asf pues, es indispensable para el órgano de control disciplinarlo preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
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serán torales pJra el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la 
Carpeta de Investigación que se encuentra en trfunite, derivado de tos hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamerlte reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda Información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a 
las reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación. así como todos los documentos.l!JQgQeng_j_E~il~mente de su contenido __ Q 

nª1uralez~ los obletos. los registros de voz e imágenes_ o cosas .m1e le estén relacionados. son estrictamente 
reservados. por lo que únicame_nte las partes. podrán ten~r acceso a los mjsm~ con las limitaciones establecidas 
en este CódigQ.Y. demás disposj~ionei_<!_Qfu:ables.,. 

La vfctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de moiPstia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de mo!o2stia lo dispuesto en el artfculo 266 de 
este Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio dol imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto cie vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicament~.Jieberil 

proporcionac una VNsión pl}_bllca ~~_s_determinacion~ _ _Q_e no ejerch:jy de la j!!:QQ.!l.Qelli!.L archjvo temQQ.@LQ__<!_~ 
aplicación de un criterio de oport!!lllilill!~mP..rLQJle haya transcurrido un.PJ?.1Q_jK!J~P_j¿_prescripción clQJQ~ 
delitos de que se trate de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, r.ontado a parlir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenernos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el nurneral6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la illformación pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la 
seguridad pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención 
y persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral17 como Información 
de carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo 
la integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, asf como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en 
áreas de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación JlOr la cual se materializa .12 
necesidad de limitar la cons_ulta de dicha inforrnación'-toda ve!_fl!-le esta corresponde a información que forma 
parte de los registros que conforman una Carpeta dejpjf_gg~ación_actualmell~ tramitarlli que se encuentra en 
~tapa de INTEGRA~IÓN~ 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, lo pretensión del solicitante es contraria a la norma. 
trasgrede derechos procesales de l~rt~legitimaQas en eLv.ror~Q,___y_contra_ldgne_~jl~osiciones de orden públlco 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos...Y.fulrantizar el debido proceso. Por tanto. ll!rfdicamente 
no es procedente. toda vez que es considerado una limitante del acceso a la infonnació[l_míblica. puell_Q....ill:!Ql1~ 
encontramos frente a una inveill!@ción que aún no confh!y~ 



''i· 

11:•\ \lJ\t;I..'\I··!Z\1 
¡¡¡ 1 j'·, ¡· \! )() 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el 
resultado de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los 
familiares de los occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la 
investigación, y mucho menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, 
que atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, 
comprometa la seguridad pública, ponga en riesgo las Investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o 
Implique un daño Irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar 
como excepción aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la 
averiguación de Jos delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario 
Judicial de la Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES 
Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejerckio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la mater'1a a que 
se refiera; asf, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Viltaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
LX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurfdicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
{IJCF) y esta Fiscalfa General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte 
de servidores pl1blicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contralorfa y Vlsitaduría inició una 
Carpeta de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar 
responsabilidades o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables 
con motivo de las acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el 
resguardo y disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses y la misma Fiscalfa General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir 
el manejo y la disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con 
los frigoríficos y el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y 
tomada en consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
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responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda 
determinar si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que 
dificulte la comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, 
la consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando asf un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la Investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado1 o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 
1, página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al limite previsto en la 
Constitución, referente a la protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio 
de clasificación el de información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de 
lineamientos bajo los cuales deberá reservarse la infor.mación, lo cual procederá cuando la difusión de la 
información pueda: 1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2} 
menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria 
del país; 4) poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las 
leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control 
migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen 
estado. Por otro lado, con un enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de 
supuestos en los cuales la información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique 
como confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental reservada; 2} secretos comercial, industrial, 
fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) averiguaciones previas¡ 4} expedientes jurisdiccionales que no hayan causado 
estado; 5) procedimientos de responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga 
opiniones, recomendaciones o puntos de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso 
deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley 
enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos 
establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la 
necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 
30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldfvar lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artfculo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés pl1blico y de la vida 
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privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos especlficos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de Información reservada. En lo que respecta al Hmite previsto en la 
Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, el artfculo 18 de la ley estableció como criterio de 
clasificación el de información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos 
personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. lo 
anterior también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -asf como al acceso, rectificación 
y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; asf como en la fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la 
identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe 
un derecho de acceso a la información pllblica que rige como regla general, aunque limitado, en forma también 
genérica, por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las 
personas indep.endientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los del propio 
solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. 
Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de 
ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección 
contenga datos confidenciales. Por llltimo, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 
30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar lelo de larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6<> de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, legislativo y Judicial, órganos 
autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona ffsica, moral o 
sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, 
es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por r<.lzones_de int~_r-~_i__P!!_blico_y_seguridad nacional. en los 
términos que fiien las leyes. Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la 
tesis 2a. XUII/2008 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 
correspondiente al mes de abril del año 2008 (Jos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan 
temporalmente el acceso a la información pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado 
en el artículo 6<> de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. lo anterior de acuerdo con lo que a 
continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBliCA GUBERNAMENTAL. El ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTfA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. lX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA 
SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no 
es lrrestricto, sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los 
intereses de la sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese 
sentido, el citado precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, 
no viola la garantfa de acceso a la información contenida en el articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador 
federal o local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales 
o reservados, con la condición de que tales lfmites atiendan a Intereses públicos o de los particulares y encuentren 
justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia 
entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual 
debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 
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Amparo en revisión 50/2008. Rosario Uévana león. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amad e o Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las Investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida 
para autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. lo anterior, deviene de la Imposición de 
reservar los actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artfculo 218 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artfcu/o 2018.~ Los registros de la 
investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, Jos objetos, Jos 
registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por Jo que únicamente 
los portes, podrán tener acceso a los mismos, con/os limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones 
aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la Información pública gubernamental, g! 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no elercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido Ul} 

plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal 
Federal o estatal correspondiente. sin que pueda ser menor de tres años. ni mayor de doce años. contado a partir 
de que dicha determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, 
toda vez que, como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XVIJI, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO 
FUNDAMENTAL RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 
GARANTfAS INDIVIDUAL Y SOCIAL", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple 
con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de 
expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un 
derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de 
autorrealizaclón personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado 
en una de las caracterfstlcas principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la 
transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el 
principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un 
manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos 
expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá 
clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez lópez. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos: la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 40, 9°, 15 y 53; y la misma ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reserva.da aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio 
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grave en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Rrmítase al nurncral17 punto 1 fracción 1 inciso 

f). Así mismo, la fracción 11 del (l!uditlo precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de 

acceso restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de Jos preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la 
consulta y/o entrega en los términos referidos, produce los siguientes: 

DAÑOS; 

DAÑO ESPECIFICO: 
El daño qw~ produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 

sujetarse esta institución en materia de información pública, asf como en la violación a los principios y 

bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, 

relativos a la protección de información rE'servada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la 
misma forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 

consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de l<lS víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 

artículos 1", 6~ apartado A, 20 <!portados U y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexlc<lnos; 4", r y SO de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; r, 2", 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás !eiJtiVL'S y aplicables del Códir,o N<'lcional de Procedimientos Penvles 

(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAÑO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pfetendida fmma parte de los reeistros que confonndn una 

Carpeta de Investigación que se et1cuentra siendo tramitada, actualmente en Integración, es importante 

precisar que el drulo que producirla la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en e! párrafo que antecede, se hace 

consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega 
de información relevante, sensible y detallada en torno a una inveStigación en la que el solicitante no se 

encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometelfa 
el resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 

correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 

objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sodedad, las víctimas u ofendidos, 

así como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traerla como 

afettación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno J estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 

y/o mermando eficiencia y eficacia en las acllvid.ldes de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía Geneml del 

Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar 

información que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información 

confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normat;va prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso 
f) y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del F.stJdo de Jalisco y sus Municipios, 

robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 

Clasificación de Información Pública, seilalados anteriormente. Así como en el numerdl 110 en sus 
fracciones Vll, IX, X, XII y XIII de la ley General de Transparencia y Acceso a la lnformadóll Pública 

(reformada}, correlacionados con Jos numerales VIGÉSIMO TERCEf{O, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PlUMERO y TniGÉSIMO SEGUNDO de los lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, asf como para la elaboración de 

Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de lnvestigar.ión iniciada, 

actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 

difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos 
a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
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General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en 
la sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. lo anterior, 
en virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son 
difundidos o entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta 
forma, corno en toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que 
presuntamente se materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de 
ambas Instituciones, sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las 
determinaciones adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los 
términos que se han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que producirla permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata {actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables¡ con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. lo cual, consecuentemente tendria un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la vfctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

-- - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información 
pública, por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de 
información pública, en la forma y términos requeridos.-- - ------------ ---- - -- ---- --- - -------- --- ---- -------

---SEGUNDO.- NOTIFfQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. ------------------------ ------- ----------------- ---- --- --- --- - --- - ------- --

CÚMPLASE 

---Así lo ordenó la suscrita licenciada cu'oc,,M¡:A'K\/liNA TORRE>_~)r~I~Yih\'~>,~n mi carácter de Directora General de 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Jalisco. --

==~-

~ 
TESTIGO DE ASISTENCIA 
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C. SOLICITANTE. 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT /7877/2018 
EXP. ADMVO. INT. LTAIPJ/FG/2819/2018 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, en cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo 
relativo a su solicitud de acceso a la información pública, cuyo llLJmero de registro consta anotado al rubro superior derecho 
de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales correspondientes, adjunto al presente copias 
fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de 
Jalisco, en atención a su solicitud de acceso a la inforrnacrón pública presentada inicialmente en el Instituto Jalisciense de 
Ciencias Forenses, mediante el sistema electrónico INFOMEX JALISCO, con número de folio 04751618, misma que fue 
derivada mediante el oficio número IJCF/UT /797/2018, a través del correo oficial de esta Dependencia, el día 20 de 
septiembre del año en curso, a las 15:40 quince horas con cuarenta minutos, advirtiendo que se recepcionó en hora inhábil, 
por lo que se tiene por recibida oficialmente en esta Ur1idad, ,, las 09:00 nueve horas del día 21 veintiuno de septiembre del 
año que transcurre. 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundnmento en lo dispuesto por los artículos 62 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 42 párrafo tercero, 9~ y 15 fracción IX de su análoga Estatal, 24 punto 1 fracción 11, 83, 84, 
85 y 86 punto 1 fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del 
año 2015 dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 
2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos 
artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la lnforrnación Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Unidad de Transparencia de la Fiscalía General: ;\venida 16 de Septiembre No. 400, esquina Libertad, colonia Centro, 
Guadalajara, Jalisco. Horario de atención: lunes a viemes el 09:00 a 15:00 horas. Número telefónico 01 (33) 3668-7931 y 
3668-7971. 

alma.avila
Resaltado
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- - - ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 12:50 doce horas con cincuenta minutos 
del día 03 tres de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.---------- -- --------------- - - - ---------- - --------

- - - VISTO y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 
1 fracción 11, 84 punto 1, y 85 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, reformada mediante DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el 
día 10 de Noviembre del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437 /LXI/15, difundido en 
dicho Periódico Oficial, el día 19 diecinueve de Diciembre del mismo año, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, tiene a bien el resolver el Expediente Administrativo Interno número LTAIPJ/FG/2819/2018, 
relativo a una solicitud de acceso a la información pública presentada inicialmente en el Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses, mediante el sistema electrónico INFOMEX JALISCO, con número de folio 04751618, misma que fue derivada 
mediante el oficio número IJCF/UT /797/2018, a través del correo oficial de esta Dependencia, el día 20 de septiembre del 
año en curso, a las 15:40 quince horas con cuarenta minutos, advirtiendo que se recepcionó en hora inhábil, por lo que se 
tiene por recibida oficialmente en esta Unidad, a las 09:00 nueve horas del día 21 veintiuno de septiembre del año que 
transcurre, en la que se solicita literalmente el acceso a la siguiente información: 

"¿Desde cuándo guardan en remolques refrigerados los cadáveres que no han sido reclamados que no caben en 

la morgue del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses? 

¿Me pueden enviar la factura de todos los remolques refrigerados que hallan utilizado para guardar cuerpos o 

en su defecto el contrato de arrendamiento o algún documento que compruebe de donde sale el dinero para 

tener esos remolques? (SIC) 

Por lo que de conformidad a lo dispuesto por los artículos 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4° párrafo tercero, 9° y 15 fracción IX de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 1°, 2°, 5°, 24 punto 1 
fracción 11, 25 punto 1 fracción VIl, 31, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII, 77, 78,79, 80, 81, 82 y 83 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, y asimismo a lo acordado en la Sesión celebrada por 
el Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en fecha 02 dos de Mayo del año 2016 dos mil 
dieciséis; y atento a lo que señala el numeral 20 fracción 111 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, en correlación con el arábigo 9 fracción XVIII del Reglamento Interno de las Instancias Administrativas del 
Despacho del Fiscal General del Estado de Jalisco, la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES MARTÍNEZ, en mi 
carácter de Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado 
de Jalisco, en unión de sus testigos de asistencia, con quienes legalmente actúa y da fe, procede a: --- - --------------

RESOLVER 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en término s de lo dispuesto por los artículos 5° punto 1 fracción 
VIl , 25 punto 1 fracción VIl , 31 punto 1 fra cción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, 
recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en 
la ley de la materia; de tal manera, que una vez cumpl imentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, 
después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la 
Fiscalía General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar 
las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de 
Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen 
de clasificación, respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se 
llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo 

siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su 
difusión, publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes 



que, en el ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se 
funde, motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene 
de que, al día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada 
relacionada con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de 
pago bajo el cual se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, 
asimismo las obligaciones emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General 
del Estado de Jalisco y el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los 
cuerpos sin identificar, son parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en 
trámite, es decir, que no ha concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que 
se pueda establecer que hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o 
reproducción. Al efecto, por tratarse de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en 
integración, se actualiza la hipótesis normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, 
difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se 
encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información 
Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el 
Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO 
TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERAlES EN lA RAMA DEl SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE 
TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR lAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN ADOPTAR lOS SUJETOS 
OBLIGADOS DEl ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron 
emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 
debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro primero de octubre de 2015 dos mil 
quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede difundirse información que forme 
parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo siguiente: 

lEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA DEl ESTADO DE JALISCO Y SUS 
MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

fl Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 

justicia; o 

11. las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con 

las leyes aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERAlES EN MATERIA DE ClASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR lOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN lA lEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA 
INFORMACIÓN PÚBLICA DEl ESTADO DE JAliSCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1, inciso fl 
del artículo 17 de la ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de 
prevención y persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz 

pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida 

o la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 



e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del 
artículo 17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código 
de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas 
por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina 
con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 
PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN 
ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. ·De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya 
concluido y que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que 
obre la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio 
de inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una 
absolución dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se 
presentó la detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que 
establece el artículo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los 
numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO 
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PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de 
la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del 
Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente 
publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A lA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación : 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no 
se haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII . Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como 
las previstas en tratados internacionales. 

liNEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil diec iséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información 
que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salu d. 

Vigésimo sexto. De conformid ad con el artículo 113, fracción Vil de la Ley General, podrá 
considerarse como información rese rvada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución 
de los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 
con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá 
considerarse como información rese rvad a, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 
responsabilidad a los servidores púb lico s, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 
correspondiente; para lo cual, se deberá n acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuac iones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad . 
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Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá 
considerarse como información reserva da, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 
actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 
el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del 
debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidild con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, i!_g uella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual. de conformidad con la normativa 
en materia penal. el Ministerio Púb lico o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformid ad co n el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, am_1g!!_a __ gue por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional 
del que el Estado mexicano sea pMte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido 
en la Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparenc ia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto escla recer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públiws y/o eleme ntos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de J~ l isco. So bremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por enco ntrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto estab lece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacio nal de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas 
que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpilble no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar 
el acceso a la justicia en la aplicación de l derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del 
delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mex iLa no sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2•, tal y 
como se transcribe a continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establece r lils normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer l o~ hec hos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir <l asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la co mis ión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los·¡ ra ta dos Internac ionales de los que el Estado mexicano sea parte . 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraloría y Visitaduría ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción pc r1a l en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en qll(' incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de inves ti gación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de J;¡li sco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de tra sl<1clo de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda . Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elenHcntos opcrat1 vos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, adem;'1s. c11 v1o!;K iones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema 
de control y registro de indicios, evidenc i<J', , obje tos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta 
que dicha investigación trascienda adicion.d rn en te c1 una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinacion t'S 1\~.i pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado <l rlál'rsis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 



serán torales para el resultado de la invcoti¡;acrón; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la 
Carpeta de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establf'ce el articulo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta el•.' 1 nvestigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forn1<1 parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a 
las reglas que dispone dicho ordenamier1to legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o 
naturaleza, los objetos, los registros ,c,I~ __ I/QLC' imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente 
reservados, por lo que únicamente lasp__,ll_1f2, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas 
en este Código y demás disposiciones ajJII_c_ilblesc 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los reg1stros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de 
este Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la infornlc~crcin pL1blica gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal. archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 5• de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pC1blica puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la 
seguridad pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención 
y persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información 
de carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo 
la integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 
delitos, las Carpetas de Investigación. los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en 
áreas de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la 
necesidad de limitar la consulta de dicb_;l información, toda vez que esta corresponde a información que forma 
parte de los registros que conformaf1_uD_;:¡~_r:_p_eta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en 
etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que 1,1 pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 
sea general y disociada, sino que su intcr1srón es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en partiCLrlar; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 
trasgrede derechos procesales de las p_cn_tc_s_I~WJ:!12das en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 
que tienen por objeto el respeto de lo~_s_ler__¡::~_b_o__s humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 
no es procedente, toda vez que es consider.1do una lirnitante del acceso a la información pública, puesto que nos 
encontramos frente a una investigación C!IJ('aCm no ~oncluye. 
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Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el 
resultado de ésta y ello implica un perjuic1o insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los 
familiares de los occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la 
investigación, y mucho menos, es famil1<1r u reprcsc'nta a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las pilrtes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciOIH'S Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, 
que atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, 
comprometa la seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o 
implique un daño irreparable. Entonces, te11crnos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar 
como excepción aquella información que encu;¡dre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la 
averiguación de los delitos. Tiene sustento lo antE'rlor en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, lllJilH'ro P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario 
Judicial de la Federación, correspondiente <~1 rnes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES 
Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DEHECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado c'll 1<~ LJitlflLl parte del articulo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujt'lo a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de infortn<1cic~r1" o "scueto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 

el Estado, como sujeto pasivo de 1<1 e 1toJd<1 g<u dlltía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencion<~do derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepcicll~r's c¡ur lo 1egulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que 
se refiera; así, en cuanto a la seguriddri ndciollal, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 

información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la 1nobscrva11Cia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la avent;uacióll de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona Px:" •'fl normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 

gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno 1'. 2 ele diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 

Presidente Genaro David Góngora Pime11kl, Juwnt1no V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo 1\1 n'clomlo Jirnénez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privacJ;¡ u·lebradil hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
LX/2000, la tesis aislada que antecede; y dl'termino que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. 
México, Distrito Federal, a veintiocho ele' 111,nzo de' dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integ' ,1111.'.'s clr: c•stl' Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, ¡urídic;¡mente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos dliunclidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investig,JciÓI1 por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado d·· J:Jii,cu, Identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte 
de servidores públicos en funciones. llcilwia Ul<'llta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una 
Carpeta de Investigación precisamente' r un c•l ob¡eto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar 
responsabilidades o ejercitar la corres¡Hwci:er,'.c .lcción penal en contra de quien o quienes resulten responsables 
con motivo de las acciones u omisiones d.: co:Hiucta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el 
resguardo y disposición de los cadáve1cs objetos de mvestigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias 
Forenses y la misma Fiscalía General del fsL1do ele Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir 
el manejo y la disposición no adecuad0 los "''srnos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con 
los frigoríficos y el traslado de los misniCI '• ir,l .,,el" i11corporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y 
tomada en consideración para la resoluuc"": iJll'' c11 cierr:cho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmc•nk se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible deternlilldl los 111dicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficic•ntr' c•videncia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
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responsables en la Carpeta de lnves t i¡.:.H: i·>n, obstruye ndo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la irw, •o;ti~. d c i ón y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda 
determinar si, hasta el momento, se 1 i<' r1c l r .1z ad.1 una linea de investigación en contra de alguna persona, que 
dificulte la comparecencia ante el Juez co rr cspond iente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, 
la consecuente sanción, o en su caso, provoque la sust racción de la acción de la justicia, ocasionando as í un daño 
irreparable para la sociedad en su conju nto , as í co mo para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en considerac i(m 1;• trJsce ndencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar u:1 c·>peii rr• rlte en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerral, ,1•:i co rno sonwter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administratr va r r"r espur1d iente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido <k la tPsis la. Vlll/2012 (lOa .), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Sem,JnJ rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 
1, página 656, correspondiente al mes de feil rPro del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE 1\1 Dr « ECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORr•/11\CIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo tl •• l M I ic: ulo Go. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso ;¡ l,l infor mac1ón puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales . Dichas frd cc irllles só lo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado ti .•rec ilu, srn emba rgo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específicos c'll que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como lími te·: .. 11 rlr ·rr!cl)() de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de Trans p<HPnciil y Acceso a fa Información Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podr:1 ci,JS ificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de, illforn l il ción reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la protecció n del intr•r·,' '• pLiblico, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio 
de clasificación el de información rese r'J dd:' 1: 1 prrrnero de los artículos citados establece un catálogo genérico de 
lineamientos bajo los cuales debera ' '~sc· r v ;1 r ~, , , la información, lo cual procederá cuando la difusión de la 
información pueda: 1) comprometer lil •,o¡; wr ddd tldcional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) 
menoscabar negociaciones o relacion e; il lkm;,uonil les; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria 
del país; 4) poner en riesgo la vida , segu rrd .. HI o S<llud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las 
leyes, prevención o verificación de dr• :itos, ¡, ,part icrón de justicia , recaudación de contribuciones, control 
migratorio o a las estrategias procesJI•.>·-. i' rl p1 ocerl imientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen 
estado. Por otro lado, con un enfoqut• n~.,. ;J r i!C i·,¡, que> descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Ci u:Jvr rJ<IIr H·IJ tdl contiene un catálogo ya no genérico, sino especifico, de 
supuestos en los cuales la informac ión t.•:nh r,··" S•' con siderará reservada: 1) la que expresamente se clasifique 
como confidencial, reservada, com erci ili ri.'Sl' rv:lda o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, 
fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) avr•r r¡•,u¿¡c ror1e ·; previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado 
estado; 5) procedimientos de respon ;; IIJ ili ri<rcl Jdministrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga 
opiniones, recomendaciones o pun to · r i ~·, '<l istil de servidores públicos y que formen parte de un proceso 
deliberativo en el cual aún no se hubi e~., .:i!ll ¡>t .• do '"' " decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley 
enunció en su artículo 14 supuesto> .;;r, ·, •.i il"'" pueden cla sificarse dentro de los lineamientos genéricos 
establecidos en el artículo 13, el legisl.¡_io , <.tr" ·;n desta ca r de modo que no se presentasen dudas respecto a la 
necesidad de considerarlos como inform 11· ion '"',:' rvad,l. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisió:J ¡·,1, ·xrcdll .l de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 
30 de noviembre de 2011. Cinco voto: . i .. m, ··rrl•· Arturo Zaldivar Lelo de Larrea _ Secretario: Javier Mijangos y 
González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el . ~ ' rlid n de I.J tesis la. Vll/2012 (lOa .). de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicad.; '· ' .. •1 '•t• rn :1narro Judrcial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondient e• "' " "'·, de le br t• ro del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. lÍM I! L . \L OLHECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFO I: i•/1;\CI ÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL) . 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo lH drt ículo Go. ele la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acce so a i., •nfo r rnac ió r1 puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
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privada y los datos personales. Dichas fr;lccio,,es sólo enuncia n los fines constitucionalmente válidos o legítimos 
para establecer limitaciones al citado derec ho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el 
desarrollo de los supuestos específico' c: n que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes 
constitucionales enunciados como limi tes al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato 
constitucional, la Ley Federal de TranspMcncia y Acceso a la Info rmació n Pública Gubernamental establece dos 
criterios bajo los cuales la información podrá clas ificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: 
el de información confidencial y el de informac ión reservada. En lo que respecta al límite previsto en la 
Constitución, referente a la vida privad<1 y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de 
clasificación el de información confi denci;1l, el cua l restringe el acceso a la información que contenga datos 
personales que requieran el consenti mie11 to de los indivi duos para su difusión, distribución o comercialización. Lo 
anterior también tiene un sustento co nst itu cio nal en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 
constitucional, el cual reconoce que el derec ho a la protecc ión de datos personales -así como al acceso, rectificación 
y cancelación de los mismos- debe ser tutelil do por regla general , sa lvo los casos excepcionales que se prevean en la 
legislación secundaria; así como en la fr;1cc ión V, del apartado e, del artículo 20 constitucional, que protege la 
identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales . Así pues, existe 
un derecho de acceso a la información ¡H.IiJiica que rige como regla general, aunque limitado, en forma también 
genérica, por el derecho a la protecc ión de ci nto s persona les. Por lo anterior, el acceso público -para todas las 
personas independientemente del interr · .. , qut' pud1eren tener- a los datos personales distintos a los del propio 
solicitante de información sólo procede ' ~ " cie1·tos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas . 
Adicionalmente, la información confid enci ;1l puede dar lugar a la clasifi cac ión de un documento en su totalidad o de 
ciertas partes o pasajes del mismo, pu es pued e darse el caso de un documento público que sólo en una sección 
contenga datos confidenciales. Por último, y con forme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de 
acceso a la información confiden cial no es absolu ta , pues puede permitirse su difusión, distribución o 
comercialización si se obtiene el consentimi ento ex preso de la persona a que haga referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión M t~ x i ca na ele Defensa y Protecc ión de los Derechos Humanos, A.C. y otra . 
30 de noviembre de 2011. Cinco votos . l'onente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea . Secretario : Javier Mijangos y 
González. 

En este panorama, es preciso dejar en cl,1ro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa ti ene StJS lirnitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexica nos, c 11 su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, órgano v or¡;;1 n1smo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos 
autónomos, partidos políticos, fidei com isos y fondos públicos, as í corno de cualquier persona físi ca, moral o 
sindicato que reciba y ejerza recursos públirns o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, 
es pública y sólo podrá ser reservada. tS'I'.'PQ.@!'.nente por razones de interés público y seguridad nacional, en los 
términos que fijen las leyes. Al efecto, la Segunda Sa la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la 
tesis 2a . XLIII/2008 publicada en el Ser n 111a rio Ju diua l de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 
correspondiente al mes de abril del ar1o ) 008 dos n11l ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan 
temporalmente el acceso a la inforrnac ió 11 pt.,bli cil , no constituye una violación al derecho fundamental consagrado 
en el artículo 6° de la Constitución Políti ca de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a 
continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORM /\C IÓN PlJBLICA GUBERNAMENTAL EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA G/\fVINTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Cc111t • dt' Just ici" de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE EN Ct !E NTRA LI M ITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA 
SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS." , publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, páginil 74, estab leció que el ejercicio del derecho a la información no 
es irrestricto, sino que tiene límites que se susten t<Hl en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los 
intereses de la sociedad y a los de reck,:. rk> lo> ;;obernados, en atención a la materia de que se trate. En ese 
sentido, el citado precepto, al remiti r,, lll·.n·r sas r1 n1 mas ordinarias que establezcan restricciones a la información, 
no viola la garantía de acceso a la infom:,, cic·: ,1 cn nt c! nida en el articulo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque es jurídicallh1111 · · ;Hketiilclu que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador 
federal o local establezca las restricci ones wrrr'spcll1d ientes y clasifique a determinados datos corno confidenciales 
o reservados, con la condición de que t,l l•· ' lirniti'S atienda n a intereses públicos o de los particulares y encuentren 
justificación racional en función del brer: iL' rirl ico ,1 proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia 
entre el derecho fundamental de que se t r, ll il y:; , r.1zón que motive la restricc ión legisla tiva correspondiente, la cual 
debe ser adecuada y necesaria para ale," ' .,., ,, l l in perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta impliqu• 1 .,. r;¡ los tit ul.nes de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 
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Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liéva na León 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente : Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía Genera l del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida 
para autorizar la entrega y/o con sulta de la in forma ción pretendida . Lo anterior, deviene de la imposición de 
reservar los actos de investigación documentados, de co nformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente : Artículo 2018.- Los registros de la 
investigación, así cama todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los 
registros de voz e imágenes o casas que le estén relacion ados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente 
las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones 
aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efec tos de acceso a la información pública gubernamental, ~ 
Ministerio Público únicamente deberá proporciona r una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un 
plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal 
Federal o estatal correspondiente, sin que pueda se r menor de tres años, ni mayor de doce años. contado a partir 
de que dicha determinación haya quedado firm e. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, 
toda vez que, como ya se indicó, forma parte de una invest igación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el cont enido de la Te sis número 1.4o.A.40 A (lOa. ), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federac ión y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN El DERECHO 
FUNDAMENTAL RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la auto ri dad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justic ia 
de la Nación en la tesis P./J . 54/2008, publica da en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta , Novena 
Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro : "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO 
GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contien e una dob le dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple 
con la función de maximizar el campo de la autonomía perso nal, posibilitando el ejercicio de la libertad de 
expresión en un contexto de mayor diversi dad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un 
derecho colectivo o social que tiende a reve lar el em pleo instrumental de la información no sólo como factor de 
autorrealización personal, sino como un meca nismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado 
en una de las características principales del gobierno republicano, que es la public idad de los actos de gobierno y la 
transparencia en el actuar de la administración, cond ucente y necesaria para la rendición de cuentas . Por ello, el 
principio de máxima publicidad incorporado en el tex to constituc ional, implica para cualquier autoridad, realizar un 
manejo de la información bajo la premisa inic ia l que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos 
expresamente previstos en la legislación sccundnriil y justificados bajo determinada s circunstancias, se podrá 
clasificar como confidencial o reservada , esto es, considerarl a con una cal idad diversa . 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADM INISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona M ui'ioz. 6 de diciembre de 2012 . Unanimidad de votos . Ponente : Jean 
Claude Tron Petit . Secretaria : Mayra Susa na Ma rtinez l.ópez. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una fu nción a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención dP lqs __ Q_r'l itos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones admini st rat iv,ls, en los t érmino s de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala . Dicho numeral señ<J :a q11e lil actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, cfr cic n c i~, profesiona lismo, honradez y re speto a los derechos huma nos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4", 'l", lS y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municip ios (que es el o rdenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quie nes lil hm<lll '~ " estas áreas; de igual manera, aquella que ca use un perjuicio 
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grave en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso 
f). Así mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de 
acceso restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la ir1terprctación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la 
consulta y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECIFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 
sujetarse esta institución en matcriil rk información pública, así como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, 
relativos a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la 
misma forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el ele la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1", 6" apartado A, 20 ap.1rtados B y e y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4", 7" y 8" de la Constitwión Política para el Estado de Jalisco; 1", 2", 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y dem~s relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia pC'nnl). 

DAÑO PRESENTE: 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 
precisar que el daño que produciri.l 1;, consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las drsposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega 
de información relevante, sensible v detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 
encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería 
el resultado de la investigación v los c1vances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el esudo procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento prou'sal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocdsionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, 
así como terceros involucrados en Id mismcl. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudir'se obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, así como un0 trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de r1roporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, ;j tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficaci.l er1 lns actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y 1<1 consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar 
información que debe mantenersf' en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información 
confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hi¡1ótcsis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso 
f) y 11 de la Ley de Transparencia y /\ccr ·so a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXI O v TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, ser1alados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los nurner a les VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 
VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, lf,IGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación v Dcsclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer ri,talles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirr'cción GellE~ral de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos 
a investigación por parte de personal riel 1 nstituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
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General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en 
la sociedad, así como en las víctim;1s u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, 
en virtud de que se estaría hacie11do entrega de información inmersa en registros que aún no son 
difundidos o entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta 
forma, como en toda investigació11, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que 
presuntamente se materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de 
ambas Instituciones, sin perjuicio el<' l,l pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las 
determinaciones adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los 
términos que se han difundido en drversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el 01mplc conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la incLlgatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha infmmacrón al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo informacir'111 relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no COIIlparcCl:r a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ol .. ·nrlirlo, y las labores de esta Institución ... " 

--- Por lo anterior, de conformidad a lo establecidu por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/J'í, qttc fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, medi.lllte el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Ptjblica del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado dr Jnlisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información 
pública, por tratarse de información considerada cun 01 cJrácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de 
información pública, en la forma y términos referidos.-- ·---------------------------------- --------------

- - - SEGUNDO.- NOTIF[QUESE el presente acuerdo rcsptwsta a la solicitante, a través del correo electrónico señalado 
por el solicitante para tal efecto, debiéndose acomp 1ríar copias fotostáticas simples de la presente resolución al oficio que 
al efecto se gire.-------------------------- -- ------- ---------------- ------------------

---TERCERO.- Remítanse al Instituto de TransparetlCid, 1 nformación Pública y Protección de Datos Personales del Estado de 
Jalisco (ITEI), copias simples de la solicitud de accesu a l;1 i11formación pública materia del presente expediente, así como 
del acuerdo de resolución pronunciado por este sujt•tu o!J!ig:,do en respuesta a sus cuestionamientos, a fin de notificarle la 
resolución Negativa para proporcionar la informacit'lll prr·tPJldida, atento a lo dispuesto por el artículo 121 punto 1 fracción 
XI de la vigente Ley de Transparencia y Acceso a i,¡ ilfO,IIlilrión Ptíblica del Estado de Jalisco y sus Municipios, para que 
surta los efectos legales y administrativos a que hay¿¡ rugM.- ------------------------------------------------

DIRECTORA GENERAL / TRANSPARENCIA D 

TEST~TENCIA 
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CONSTANCIA DE PROTECCIÓN DE 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 

Se remite la solicitud de información, misma que contiene Datos Personales de acuerdo a lo establecido con el artículo 3, 
fracción IX de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus 
Municipios. 

En ese tenor y en concordancia con el artículo 75 punto 1, fracción 11 de la Ley antes citada, se trasfiere información 
confidencial, como lo son datos personales del solicitante de información, consistente en el nombre y correo electrónico 
particular. Dando cumplimiento a lo establecido en nuestro aviso de confidencialidad que dispone que los terceros 
receptores de los datos personales pueden ser; los sujetos obligados a los que se dirijan las solicitudes de información 
pública, así como al órgano de control interno de este sujeto obligado, en caso de que se dé vista por el posible 
incumplimiento a la Ley que rige la materia. Lo anterior de conformidad a lo establecido en el capítulo 11 Titulo Segundo, 
artículos 87 y 88 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, así como en los numerales 25, primer párrafo, fracción XV, y 26, párrafo 1, fracción IV de la citada Ley, so pena de 
las responsabilidades y Sanciones previstas en los cuerpos normativos en comento. 

LICENCI~·JJf'r.:UUit::l'.l 
DIRECTORA GEN~~ 

DE TR~OA DEL 
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- - - ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 11:00 once horas del día OS cinco de 

Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.-----------------------------------------------------------_ 

---VISTAS y analizadas las actuaciones que integran el presente procedimiento registrado en el índice de esta Unidad 

de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, con el número LTAIPJ/FG/2840/2018, relativo a la 

solicitud de acceso a la información pública, la cual fue registrada en el sistema electrónico INFOMEX JALISCO 

incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT) con el número de folio 04835218, la cual ingreso a las 

22:22 veintidós horas con veintidós minutos, del día 22 veintidós de Septiembre del mismo mes y año receptada de 

manera oficial a las 09:00 nueve horas, del día 24 veinticuatro de Septiembre y año en curso, en virtud de que fue 

ingresada en día y hora inhábil para este sujeto obligado; solicitud en la cual se pide lo siguiente: 

"- Solicito copia del Convenio Específico de Colaboración para la conservación de cadáveres de 

personas desconocidas y/o conocidas entre el Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la Fiscalía 

General del Estado del año 2017, junto con sus anexos. " 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4•, g• y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 

publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante 

el cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1 ·, 

6• punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 

punto 1 y 85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 

diez de noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir 

del día siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias 

para estar en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA 

CAROLINA TORRES MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado 

de Jalisco, designada como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos 

mil dieciséis, que fue emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del 

Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de 

marzo de dos mil dieciséis, que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes 

y año, por el cual requirió a todos los sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de 

Transparencia en términos de lo que dispone el artículo 24 fracción 11 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, e integren su Comité de Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo 

ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la análoga estatal aludida anteriormente; procede a:-------------

R E S O L V E R 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 

Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5• punto 1 

fracción VIl, 25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de 

su existencia, recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, 

conforme se establece en la ley de la materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es 

informar al solicitante que, después de haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información 

solicitada, en el área competente de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo 

peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la 

Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de 

esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, respecto de la procedencia o 

improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la sesión de trabajo de fecha 

02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 
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DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del derecho 

a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en los 

expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de acceso 

restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 

publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 

ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 

motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 

día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada con 

el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual se 

obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 

emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 

Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 

parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 

concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que hayan 

agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse de 

información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en integración, se actualiza la hipótesis normativa 

para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con lo establecido 

en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral TRIGÉSIMO OCTAVO de los 

Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por acuerdo del Consejo del 

Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del año 2014 dos mil catorce, 

debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio del mismo año; así como el 

Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 

PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 

SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que 

fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 

debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 1ro primero de octubre de 2015 dos mil 

quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede difundirse información que forme parte 

de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS 

MUNICIPIOS: 

Artículo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

f) Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición 

de la justicia: o 

11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos 

humanos o delitos de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de 

corrupción de acuerdo con las leyes aplicables; 
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(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE 

DEBERÁN OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO 

A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1, 

inciso f) del artículo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las 

actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro 

el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la 

vida o la salud de las personas; 

b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 

e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 

procuración e impartición de justicia. 

d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 

e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 

f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 

sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en 

áreas estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de 

información, cuyo conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna 

persona o servidor público, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

l. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe 

funciones en alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 

11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 

información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y 

toda aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 

del artículo 17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del 

Código de Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones 

practicadas por el Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y 

cuando termina con la determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

1. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 

averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales 

para el Estado Libre y Soberano de Jalisco 
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LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN 

ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 

BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya 

concluido y que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 

el artículo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 

TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 

SEGUNDO de los lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como 

para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el Diario 

Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información 

reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto 

no se haya dictado la resolución administrativa; 

X. Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como 

delitos y se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes 

con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las 

contravengan; así como las previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN (Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial 

de la Federación, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 

113, fracción V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la 

información que pueda poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 
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Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá 

considerarse como información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al 

obstaculizar las acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o 

limitar la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades 

de persecución de los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 

l. la existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 

11. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, 

o el proceso penal, según sea el caso, y 

111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 

Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 

con motivo del ejercicio de la acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá 

considerarse como información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar 

responsabilidad a los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa 

correspondiente; para lo cual, se deberán acreditar los siguientes supuestos: 

l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 

11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 

de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá 

considerarse como información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al 

actualizarse los siguientes elementos: 

l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 

11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 

111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en 

el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del 

debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, 

podrá considerarse como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones 

previas o carpetas de investigación que resulte de la etapa de investigación. durante la cual, de 

conformidad con la normativa en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios 

para el esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no 

de la acción penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, 

podrá considerarse como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o 

de un Tratado Internacional del que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que 

no se contravenga lo establecido en la Ley General. 
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De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 

tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 

responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y esta 

Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es susceptible de 

limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del procedimiento penal 

que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es importante mencionar que el 

Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la 

investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar 

que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la 

aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a 

los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 

sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2•, tal y como se transcribe a continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 

Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 

sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 

que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 

conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos 

en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contraloría y Visitaduría ha iniciado una 

Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 

ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 

acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y disposición 

de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la misma Fiscalía 

General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con los frigoríficos y la 

instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración para la resolución que 

en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por parte de servidores públicos 

y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones adoptadas pudiesen constituirse, 

además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de control y registro de indicios, 

evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que dicha investigación trascienda 

adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los responsables en dichas 

determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar dicha documentación 

para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales serán torales para el 

resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta de Investigación que 

se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes. 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 

información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 

tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene a 

su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información inmersa 

en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las reglas 

que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 

Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, 

Jos objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que 
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La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 

como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya no 

podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de defensa. 

Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez dictado 

el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá proporcionar 

una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de aplicación de un 

criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, 

de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de 

tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya quedado firme. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 

que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6• de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 

interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) que 

la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 

pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y persecución 

de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información de carácter 

reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la integridad 

física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de delitos, las 

Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella información que 

ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas de seguridad 

pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de limitar la 

consulta de dicha información, toda vez que esta corresponde a información que forma parte de los registros que 

conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 

sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 

forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 

trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 

que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente no 

es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 

encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 

consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 

de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 

occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho menos, 

es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares . 
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En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido como 

un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental penal 

tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel nacional y 

local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que atente 

contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, comprometa la 

seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o implique un daño 

irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 

aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de los 

delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la Federación, 

correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y 

DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 

sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la 

protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 

gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en 

la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado el 

Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales 

y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio 

encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto 

a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la información en esta materia, en 

razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la 

inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la 

averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona 

existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 

Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan 

Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, la 

tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, Distrito 

Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en trámite, 

es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la información 

relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende el traslado de 

cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta 

Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de servidores 

públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una Carpeta de 

Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 

ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 

acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y disposición 

de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la misma Fiscalía 

General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la disposición no 

adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y el traslado de 

los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en consideración para la 

resolución que en derecho corresponda. 
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La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran dichas 

indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la simple 

consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables responsables 

en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una trasgresión a la 

conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar sí, hasta el 

momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la comparecencia ante 

el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la consecuente sanción, 0 en su 

caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño irreparable para la sociedad en su 

conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en dicho 

estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 

resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, 0 

que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa .). de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro V, Tomo 1, 

página 6S6, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a continuación 

se invoca : 

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 

Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida privada 

y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 

establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de 

los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 

enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la 

información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 

confidencial y el de información reservada . En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 

protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 

información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 

cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 

comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 

relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 

vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o verificación 

de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias procesales en 

procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un enfoque más 

preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la información 

también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, comercial 

reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) 

averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 

responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos de 

vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado una 

decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, sí bien pueden 

clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de modo 

que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 
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Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 

de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro v, Tomo 

1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida privada 

y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 

establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de 

los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 

enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la 

información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 

confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 

privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 

confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 

consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 

sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el 

derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 

tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 

fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 

ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 

que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 

personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 

tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 

reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 

clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un 

documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el 

artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su 

difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la 

información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 

de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es absoluto, 

y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6" de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de cualquier 

autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos 

políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza 

recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser 

reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. Al 

efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. XLIII/2008 publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 2008 

dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información pública, 
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no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 6" de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca : 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY 

FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 

INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, 

COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, sino 

que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 

sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate . En ese sentido, el citado 

precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía de 

acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local establezca 

las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, con la 

condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación racional en 

función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho fundamental 

de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser adecuada y necesaria 

para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva compensen el sacrificio que ésta 

implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León . 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora 

Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán . 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 

consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 

excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 

diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 

autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 

actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación, así como 

todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o 

cosos que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a 

los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, gl 

Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 

acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad. siempre que haya transcurrido un plazo 

igual al de prescripción de los delitos de que se trate. de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 

estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha 

determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 

como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite . 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, que a 

continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 

RELATIVO. 
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Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 

constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 

información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS 

INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la función 

de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto 

de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo o social que 

tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como 

un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las características principales 

del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia en el actuar de la 

administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de máxima publicidad 

incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la información bajo la 

premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos en la legislación 

secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o reservada, esto es, 

considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 

municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como 

la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta 

Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los 

principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las mismas 

disposiciones en sus numerales 4°, 9°, 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es información 

Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la seguridad e 

integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave en las 

actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así mismo, 

la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 

presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 

y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECÍFICO: 

El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información 

pretendida, se hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones 

a las que debe sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación 

a los principios y bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la 

información pública, relativos a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto 

principal en la materia. De la misma forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían 

violentando derechos procesales consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, 
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especialmente el de las víctimas u ofendidos, de los indiciados, así como en el de la sociedad en su 

conjunto; principalmente los establecidos en los artículos 1 ·, 6" apartado A, 20 apartados By e y 21 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 4", 7" y g• de la Constitución Política 

para el Estado de Jalisco; 1", 2", 15, 105, 109, 113, 212, 213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás 

relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales (aplicable al nuevo sistema de 

justicia penal). 

DAÑO PRESENTE: 

Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que 

conforman una Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en 

integración, es importante precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación 

además del incumplimiento, inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el 

párrafo que antecede, se hace consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, 

ya que se estaría haciendo entrega de información relevante, sensible y detallada en torno a una 

investigación en la que el solicitante no se encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS 

JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería el resultado de la investigación y los avances 

obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal 

en que se encuentran, esto es en etapa de obtención de evidencia para, en el momento procesal 

oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el objeto de que se repare el daño 

ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así como terceros 

involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o entrega de 

dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 

afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se 

propicie la obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido 

esclarecimiento, retrasando y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta 

Institución. Por tanto, su revelación ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible 

responsabilidad para esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de 

carácter obligatorio para proteger y resguardar información que debe mantenerse en reserva y cuya 

protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 

inciso f) y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos 

Generales en materia de Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en 

el numeral 110 en sus fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública (reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO 

SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 

SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la 

Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 

Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación 

iniciada, actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de 

los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de 

cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 

(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta 

instrucción de parte de servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que 

se produce una afectación en la sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los 

procedimientos no adecuados. Lo anterior, en virtud de que se estaría haciendo entrega de 

información inmersa en registros que aún no son difundidos o entregados al indiciado, y ello 
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produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en toda investigación, es de 

suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se materialice alguna 

responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, sin perjuicio 

de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones adoptadas con 

motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se han 

difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 

pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de 

las documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las 

cuales, apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se 

trata (actor o partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables 

responsables; con lo cual no se descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado 

valiéndose de la consulta de dicha información, obteniendo información relevante para hacerse 

sabedores si se investigan/persiguen actos u omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría 

un efecto negativo para eludir la acción de la justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, 

ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las 

labores de esta Institución. 

--- Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 

fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 

dos mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 

2015, conforme al DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron 

diversos artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; 

esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de 

información pública, por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su 

solicitud de información pública, en la forma y términos referidos.-------------------------------------- --

- - - SEGUNDO.- NOTIFÍQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico 

INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), medio por el cual presentó su 

petición. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

CÚMPLASE 

Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía Gener 

~~JOA 

( 

/C?\LÍA GENERALDE 

//' 
TEST~SISTENCIA TESTIGO D~~{;;:NCIA 
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C. SOLICITANTE 

PRESENTE : 

OFICIO: FG/UT/7986/2018 

EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2840/2018 

FOLIO: 04835218 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a 

lo ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro 

consta anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos 

legales correspondientes, adjunto al presente copias fotostáticas simples de la resolución pronunciada por esta 

Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información 

pública que presentó ante este sujeto obligado, a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a 

la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT). 

Lo anterior se notifica conforme lo disponen los artículos 4", 9" y 15 del DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15 

publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día 19 diecinueve de diciembre del año 2015 dos mil 

quince, mediante se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como 

los numerales 1 ·, 6" punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 32 punto 1 fracción 111, 84 punto 1 y 85 del DECRETO 

NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de 

noviembre del mismo año, mediante el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor 

a partir del día siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación. 

Sin más de momento, hago propicia la ocasión para enviarle un cordial saludo. 

ATENTAMENTE 

GUADALAJARA, JALISCO; A OS Cl O E OCrUBRtftEL AÑd 2018. 

D 1 R E..Cl¡:f}ftA\:rEJI 

TITULAR DE LA UNID 

FISCALÍA GE~BAl D 

• \c;!'.l 
,.· ~ e}, ; . • 

·'.-1. ¡ ··~; 
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Unidad de Transparencia : Avenida 16 de Septiembre 400, esquina Libertad, Zona Centro de Guadalajara, 

Jalisco. Horario de atención al público : lunes a viernes d~\09:00 a 15:00 horas. Números telefónicos de atención: 

01 (33) 3668-7931 (extensiones 17931 y 17971) y a trave~el conmutador 01 (33) 3837-6000 extensiones 47874 

y 47879 . 

~/~JJOA 

alma.avila
Resaltado
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C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7913/2018 
EXPEDIENTE: LTAIPJ/FG/2867 /2018 

FOLIO INFOMEX: 04863118 
ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solici tud de información pública que presentó ante este sujeto obligado, a 

través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT). 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, así como 24 punto 1 fracción 

11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Tran sparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 publicado en el Periódico Oficial " El Estado de Jalisco" el día 10 de Noviembre 

del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, publicado en dicho Periódico Oficial, el 

día 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus Municipios. 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

:~ ."'' ·'./ 

¡ 
Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 (p~nta baJa}, Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo : 
01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de conmutado~: 01 (33) 3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

1 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadal ajara, Jalisco, siendo las 08:31 ocho horas con treinta y un minutos del 
día OS cinco de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.--------------------------- _______________________ _ 

- - -VISTAS Y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04863118, que fue ingresada a las 10:13 diez 
horas con trece minutos, del día 25 veinticinco de septiembre del año en que se actúa, registrándose administrativamente 
bajo el expediente LTAIPJ/FG/2867/2018, y con ésta se solicita literalmente el acceso a la siguiente información:-----------------

"Se solicita un reporte de los pagos realizados a la empresa Logística Montes de 2012 a la fecha, así como una 
copia de todos los contratas firmados con el corporativo para la compra, renta o cualquier otra operación. Se 
pide que el reporte se entregue desglosado por cada pago, contratación o cualquier otro movimiento con los 
siguientes datos: dependencia que pidió el servicio, dependencia que realizó la contratación, la modalidad de la 
misma, la partida de dónde se obtuvo el recurso, costo del servicio, para qué fue utilizado o solicitado, fechas en 
que se pidió, fechas de autorización y fechas de los pagos, soporte documental de los servicios prestados, así 
como el reporte del alta de la empresa como proveedor del gobierno de Jalisco. 

Se solicita un reporte específico sobre las contrataciones, en modalidad de renta, compra o cualquier otra, que 
haya realizado el gobierno de Jalisco de cajas frigoríficas o cualquier otra especializada de 2012 a la fecha, el 
nombre de la empresa a la que fue contratado el servicio, monto de la operación, fecha, para que se contrató, 
para que se solicitó, , soporte documental de los servicios prestados, así como el reporte del alta de la empresa 
como proveedor del gobierno de Jalisco. "(sic) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4°, 9° y 15 del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1°, 6° 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
artículo 24 fracción 11 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: --------------------------------------------------------

R E S O L V E R 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5° punto 1 fracción 
Vil, 25 punto 1 fracción Vil, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII, 83 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, en las áreas que conforme a sus obligaciones y atribuciones son 
competentes o que se estimaron pudiesen tenerla, primeramente para efecto de determinar la competencia del sujeto 
obligado, y consecuentemente cerciorarnos de su existencia, recabarla y en su oportunidad resolver de su procedencia o 
improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la materia; de tal manera que una vez recabada la 
información del área que se estimó pudiese contar con la información solicitada, se advirtió que del análisis practicado a la 
misma, parte de la información solicitada debe ser de manera parcial, ello al estimarse que la Fiscalía General del Estado 
de Jalisco, no es el único sujeto obligado competente para resolverla, sino que pudiera ser competencia de igual manera, 
de otro sujeto obligado, razón por la cual esta Unidad de Transparencia determinó procedente derivar parte de la solicitud 
de información pública, a la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Planeación, Administración y Finanzas en términos 
de lo dispuesto por el numeral 81 punto 3 de la ley aplicable a la materia, para que entrara al estudio y resolvieran lo 
conducente, ello toda vez, que de acuerdo a lo manifestado por la Coordinación General de Administración y 
Profesionalización de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, quien ejerce atribuciones en tal sentido, indico que este 
sujeto obligado es competente parcial para responder la solicitud de acceso a la información, en razón de que el 
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cuestionamiento en el que solicito: " ... así como el reporte del alta de la empresa como proveedor del gobierno de 
Jalisco ... " este sujeto obligado no posee la información requerida, siendo competencia del sujeto obligado antes señalado 
por corresponderle dentro de sus funciones, conforme a lo dispuesto en los numerales 1 ·, 3·, s·. s·, 8º, 12 fracción 11, y 14 
de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, así como 44 del Reglamento Interno de la Secretaría de 
Planeación, Administración y Finanzas. En este orden de ideas, una vez cumplimentado lo anterior, y analizada que fue la 
información que fue proporcionada por el área que se estimó pudiese contar con esta, se desprende que de acuerdo a la 
información rendida por la Coordinación General de Administración y Profesionalización, una vez que se hizo una 
minuciosa búsqueda de la información consistente en: " .. .Se solicita un reporte específico sobre las contrataciones, en 
modalidad de renta, compra o cualquier otra, que haya realizado el gobierno de Jalisco de cajas frigoríficas o cualquier 
otra especializada de 2012 a la fecha ... " tuvo a bien informar que de los años 2012 al mes de abril 2016, así como del año 
2017 a la fecha, no se cuenta con contrataciones en la modalidad de renta, compra o cualquier otra, que haya realizado 
esta Dependencia respecto de cajas frigoríficas o cualquier otra especializada, por Jo tanto y toda vez que el resultado de 
dicho cuestionamienta en la temporalidad indicada, el resultado de la búsqueda, es igual a cero, se estima que el caso en 
concreto actualiza el Criterio Identificado con la clave 18/13, sustentado por el Pleno del entonces Instituto Federal de 
Acceso a la Información, ahora Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales que lleva por título: "Respuesta igual a cero. No es necesario declarar formalmente la inexistencia". 

Respuesta igual a cero. No es necesario declarar formalmente la inexistencia. 
En los casos en que se requiere un dato estadístico o numérico, y el resultado de la búsqueda de 
información sea cero, éste deberá entenderse como un dato que constituye un elemento numérico que 
atiende la solicitud, y no sobre la inexistencia de la información solicitada. Por lo anterior, en términos del 
edículo 42 de la. Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, el número 
cero es una respuesta válida cuando se solicita información cuantitativa, en virtud de que se trata de un 
valor en sí mismo. 

- - - De igual manera y respecto del resto de la información solicitada, se le indica al solicitante que, después de haber 
realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalía General 
del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. Razón por la cual al proceder a revisar las constancias 
que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, dio vista y 
solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECrFICAS 
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QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día lro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Articulo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

f) Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 
justicia; o 

11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGtSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1, inciso f) del 
articulo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 

la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 

procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la comisión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 

sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igual forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 

manera enunciativa más no limitativa, los siguientes supuestos: 

1. Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco. 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabilidad administrativa concluidos, 
información estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 
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TRIGÉSIMO OCTAVO.- La información se clasificará como reservada en los términos de la fracción 11 del artículo 
17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECrFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DÉCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio social de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabilidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece 
el artículo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral 7' punto 1 fracción 1 de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGÉSIMO 
TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO 
SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 

podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 

haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 

se tramiten ante el Ministerio Público, y 
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XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 113, fracci ón 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción Vil de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 
l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vinculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad . 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual, de conformidad con la normativa 
en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra 
el imputado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada. aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 
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(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Ja lisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justi cia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2', tal y como se transcribe a 
continuación: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte . 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visitadurfa ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cuales 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solici tudes . 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente. Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artfculo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, 
los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo 
que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 

demás disposiciones aplicables . 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
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defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 

dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 

proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 

delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme. 

Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 

que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 

interés público. En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 

que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 

pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 

persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en riesgo la 

integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecución de 

delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 

de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha información, toda vez que esta corresponde a información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística, que 

sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 

forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraria a la norma, 

trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden público 

que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 

no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 

encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 

consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 

occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 

menos, es familiar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares. 

En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 

penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 

nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad ffsica de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o implique un daflo 
irreparable. Entonces, tenemos leyes prevéntivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 

los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 

la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
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gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contrataría y Visitaduría inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. UMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
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de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o S) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención 0 

verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 (lOa.). de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 6SS, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. UMJTE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 
consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 
fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 
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Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra . 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario : Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6" de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional. en los términos que fijen las leyes. 
Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. XLIII/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 6" de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca : 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ART[CULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANT[A DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto. 
sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto. al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 
establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 
en general. 

Amparo en revisión 50/2008 . Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación, así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener 
acceso a los mismos, con las limitaciones establecidos en este Código y demás disposiciones aplicables. 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, ~ 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal. archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 

constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 

información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS 

INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 

función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 

contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 

o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 

características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 

información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 
reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 

municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 

como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 

esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 

por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 

mismas disposiciones en sus numerales 4", 9", 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 

información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 

mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 

restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 

y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 

DAÑOS: 

DAÑO ESPECrFICO: 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 

hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 

sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 
bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 

a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 
forma, se trasgrediría el debido proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 
consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 
de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1 ", 6" apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4", 7" y 8" de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1 ", 2", 15, 105, 109, 113, 212, 
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213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAÑO PRESENTE 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 
Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 
inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 
consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 
información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 

encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería el 
resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 
correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 
objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 
entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 
obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 
y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 
ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 
Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 
que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 
y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 
robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral 110 en sus 
fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 

VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 

Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 
Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 
difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 

sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en 
virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 
entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 
toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 

han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 
pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 
partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 



11'-,( \11\<:1\.lí<\1 
PI:! I:ST \ i HJ 

información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 
fracción 11, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437 /LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido AFIRMATIVA PARCIALMENTE su solicitud de 
información pública, por tratarse de información considerada por una parte como Ordinaria de Libre acceso y por otra parte 
con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información pública, en la forma y términos referidos.---

---SEGUNDO.- NOTIFfQUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. ------------------------------------------------------------------------------

CÚMPLASE 

- - -Así lo ordenó la susmta L1cenc1ada EUGENIA CAROLINA TOR~J~_:¡tMA'Rrif)lj:Z, en m1 carácter de D1rectora General de 
y -~ ~ 

Áreas Auxllmes y T1tular de la Un1dad de Transparencia d11sc¿¡jí;á General de~E~tado de Jal1sco -------------------
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C. SOLICITANTE 
PRESENTE: 

OFICIO: FG/UT/7912/2018 
EXPEDIENTE: l TAIP J/FG/2841/2018 

FOLIO INFOMEX: 4835318 

ASUNTO: RESOLUCIÓN 

Por este conducto, estando en el término y la forma prevista en la ley aplicable a la materia, en cumplimiento a lo 

ordenado en el acuerdo dictado el día de hoy, dentro del expediente administrativo cuyo número de registro consta 

anotado al rubro superior derecho de este oficio, en vía de NOTIFICACIÓN y para que surta los efectos legales 

correspondientes, adjunto al presente copias de la resolución pronunciada por esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, en respuesta a la solicitud de información pública que presentó ante este sujeto obligado, a 

través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT). 

Lo anterior en cumplimiento a lo ordenado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6º de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, 4º párrafo tercero, 9º y 15 fracción IX de su análoga Estatal, así como 24 punto 1 fracción 

11, 32 punto 1 fracción 111, y 84 punto 1, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, DECRETO NÚMERO 25653/L.X/15 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 de Noviembre 

del 2015, vigente a partir del día siguiente a la publicación del similar 25437/LXI/15, publicado en dicho Periódico Oficial, el 

día 19 de Diciembre del mismo año, con el que se reformó la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus Municipios . 

Sin más de momento, reciba un cordial saludo. 

Unidad de Transparencia: Avenida 16 de Septiembre# 400 (plan a baja), Zona Centro, Guadalajara, Jal. Número telefónico directo: 
01 (33) 3668-7971 y 01 (33) 36687931, a través de conmutador: 1 (33) 3837-6000 extensiones 47874 y 47879. 

alma.avila
Resaltado
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---ACUERDO DE RESPUESTA.- En la ciudad de Guadalajara, Jalisco, siendo las 11:05 once horas con cinco minutos del día 04 
cuatro de Octubre del año 2018 dos mil dieciocho.--------------------------------------------------------

- - -VISTAS y analizadas la totalidad de las actuaciones que integran el presente expediente administrativo de acceso a la 
información pública presentada ante este sujeto obligado a través del sistema electrónico INFOMEX JALISCO, incorporado a 
la Plataforma Nacional de Transparencia, registrada con el número de folio 04835318, que fue ingresada a las 22:56 veintidós 
horas con cincuenta y seis minutos, del día 22 veintidós de septiembre del año en que se actúa, recibida oficialmente a las 
09:00 nueve horas, del día, 24 veinticuatro de Septiembre del año 2018 dos mil dieciocho, en virtud de haber sido receptada 
en hora inhábil para esta Unidad de Transparencia, registrándose administrativamente bajo el expediente 
LTAIPJ/FG/2841/2018, y con ésta se solicita literalmente el acceso a la siguiente información:-----------------------------------

"Solicito el contrato de arrendamiento con la empresa Logística Montes, mediante el cual se arrendaron dos 
tráileres para la conservación de cadáveres no identificados. En caso de no ser la empresa Logística Montes, 
solicito el contrato con la empresa que se haya firmado algún arrendamiento para ese servicio".(sic) 

---Es por lo anterior, y de conformidad a lo dispuesto por los artículos 4•, g• y 1S del DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15 
publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco", el día diecinueve de diciembre del año dos mil quince, mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco; así como los numerales 1·, 6. 
punto 1, 24 punto 1 fracción 11, 25 punto 1 fracciones VIl y XXXII, 32 punto 1 fracción 111, 77 punto 1 fracción 11, 84 punto 1 y 
85 del DECRETO NÚMERO 25653/LX/15 que fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día diez de 
noviembre del mismo año, por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que entró en vigor a partir del día 
siguiente al de la publicación de su similar citado con antelación; una vez desahogadas las diligencias necesarias para estar 
en aptitud jurídica de emitir la respuesta correspondiente al solicitante; la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA TORRES 
MARTÍNEZ, en mi carácter de Directora General de Áreas Auxiliares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, designada 
como Titular de la Unidad de Transparencia, mediante acuerdo de fecha dos de mayo del año dos mil dieciséis, que fue 
emitido en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el ACUERDO GENERAL del Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, que 
fue publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día quince del mismo mes y año, por el cual requirió a todos los 
sujetos obligados para que lleven a cabo la conformación de su Unidad de Transparencia en términos de lo que dispone el 
artículo 24 fracción 11 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, e integren su Comité de 
Transparencia atento a lo dispuesto en los numerales 43 y 44 del mismo ordenamiento legal, correlacionados con el 28 de la 
análoga estatal aludida anteriormente; procede a: --------------------------------------------------------

R E S O L V E R 

- - - PRIMERO.- Que una vez recibida y analizada la solicitud de información pública de referencia, esta Unidad de 
Transparencia tuvo a bien ordenar su búsqueda interna, en términos de lo dispuesto por los artículos 5• punto 1 fracción VIl, 
25 punto 1 fracción VIl, 31 punto 1 fracción 1, 32 punto 1 fracciones 111 y VIII y 83 de la vigente Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, con el objeto de cerciorarnos de su existencia, recabarla y en 
su oportunidad resolver de su procedencia o improcedencia para proporcionarla, conforme se establece en la ley de la 
materia; de tal manera, que una vez cumplimentado lo anterior, lo conducente es informar al solicitante que, después de 
haber realizado una minuciosa y exhaustiva búsqueda de la información solicitada, en el área competente de la Fiscalía 
General del Estado de Jalisco, tuvo a bien dar contestación a lo peticionado. De tal manera que al proceder a revisar las 
constancias que integran el Procedimiento de Acceso a la Información Pública que nos ocupa, esta Unidad de Transparencia, 
dio vista y solicitó al Comité de Transparencia de esta Fiscalía General, emitiera el correspondiente dictamen de clasificación, 
respecto de la procedencia o improcedencia para proporcionar la información pretendida, para lo cual se llevo a cabo la 
sesión de trabajo de fecha 02 dos de Octubre del presente año, en la que tuvieron a bien dictaminar lo siguiente: 

DICTAMEN DE CLASIFICACIÓN 

Este Comité de Transparencia, circunstancialmente determina que no es procedente a través del ejercicio del 
derecho a la información pública, permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información solicitada en 
los expedientes señalados anteriormente, toda vez que esta debe considerada y tratada temporalmente como de 
acceso restringido, con el carácter de información Reservada. Por lo cual, queda estrictamente prohibida su difusión, 
publicación, reproducción y/o acceso a persona alguna, con excepción de las autoridades competentes que, en el 
ejercicio de sus obligaciones y atribuciones deban o puedan tener acceso a la misma, siempre y cuando se funde, 
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motive y/o justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Dicha limitación deviene de que, al 
día de la recepción de la solicitud de información pública, la información y/o documentación solicitada relacionada 
con el motivo del traslado de los cuerpos sin identificar, así como el instrumento jurídico y medio de pago bajo el cual 
se obtuvieron los servicios de las cajas de refrigeración donde se resguardaban los cuerpos, asimismo las obligaciones 
emanadas de los Convenios Específicos de Colaboración firmados entre la Fiscalía General del Estado de Jalisco y el 
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses que atienden lo relativo a la conservación de los cuerpos sin identificar, son 
parte de los registros e investigaciones que conforman una Carpeta de Investigación en trámite, es decir, que no ha 
concluido con una resolución firme y/o sentencia que haya causado estado, con las que se pueda establecer que 
hayan agotado todas las etapas procesales, que hagan posible su consulta y/o reproducción. Al efecto, por tratarse 
de información inmersa en una Carpeta de Investigación actualmente en integración, se actualiza la hipótesis 
normativa para restringir temporalmente el acceso, la consulta, entrega, difusión y/o reproducción, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción 1 inciso f) y fracción 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco. Dichos preceptos legales se encuentran robustecidos con el numeral 
TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública emitidos por 
acuerdo del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, el día 28 veintiocho de mayo del 
año 2014 dos mil catorce, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día 10 diez de junio 
del mismo año; así como el Lineamiento DÉCIMO TERCERO de los LINEAMIENTOS GENERALES EN LA RAMA DEL 
SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECiFICAS 
QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA 
BRINDAR ESTE SERVICIO, que fueron emitidos por acuerdo general del Consejo del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco, debidamente publicados en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" el día lro 
primero de octubre de 2015 dos mil quince. Lo anterior es así, dado que dichos numerales señalan que no puede 
difundirse información que forme parte de alguna investigación penal, en tanto no concluya; de acuerdo con lo 
siguiente: 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

Artfculo 17. Información reservada- Catálogo 

l. Es información reservada: 

l. Aquella información pública, cuya difusión: 

f) Cause perjuicio grave a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de la 
justicia; o 

11. Las carpetas de investigación, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos 
de lesa humanidad, o se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes 
aplicables; 

(Lo resaltado es propio). 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBERÁN 
OBSERVAR LOS SUJETOS OBLIGADOS PREVISTOS EN LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS: 

TRIGÉSIMO SEXTO.- La información se clasificara como reservada en los términos de la fracción 1, inciso f) del 
artfculo 17 de la Ley, siempre que la difusión de la información cause perjuicio a las actividades de prevención y 
persecución de los delitos, o de impartición de justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. 

Se pone en peligro la paz y el orden público cuando la difusión de la información pueda: 

a) Menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o 
la salud de las personas; 
b) Dañar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas; 
e) Entorpecer os sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 
procuración e impartición de justicia. 
d) Arruinar o dificultar las estrategias de reclusión y seguridad penitenciaria; 
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e) Afectar o limitar la capacidad de as autoridades para evitar la com isión de delitos; 
f) Perjudicar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios 
sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías de comunicación manifestaciones violentas. 

De igua l forma la información que corresponda a servidores públicos que laboren o hayan laborado en áreas 
estratégicas como seguridad pública, procuración e impartición de justicia o servicios de información, cuyo 
conocimiento general pudiera poner en peligro su integridad física de alguna persona o servidor público, de 
manera enunciativa más no limi tativa, los siguientes supuestos: 

Se considera que ponen en riesgo la integridad física del servidor público que desempeñe funciones en 
alguna dependencia de seguridad pública, procuración e impartición de justicia. 
11. La prevista en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Jalisco 

No se considera información reservada, los expedientes de responsabi lidad administrativa concluidos, 
inform ación estadística, debiendo omitir los datos de carácter personal que obren en los mismos y toda 
aquella información cuya revelación no ponga en peligro la integridad física del servidor público. 

TRIGtSIMO OCTAVO.- La información se clasi ficará como reservada en los términos de la fracción 11 del artículo 
17 de la Ley, cuando la averiguación previa que, de conformidad al artículo 8 fracción 1 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Libre y Soberano de Jalisco, abarque las actuaciones practicadas por el 
Ministerio Público o sus auxiliares, y con motivo de la comisión de un delito, y aun y cuando termina con la 
determinación de ejercicio o no de la acción penal, conservará la reserva: 

l. Cuando se haya ejercido la acción penal, y la misma forme parte del juicio penal respectivo; y 

2. Cuando se haya archivado de manera provisional, en espera de allegarse datos para proseguir la 
averiguación, de conformidad a lo previsto por el artículo 100 del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Jalisco 

LINEAMIENTOS GENERALES DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
QUE TIENEN COMO OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECiFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS 
SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO: 

DtCIMO TERCERO. -De la investigación-

No podrá proporcionarse información relacionada con alguna investigación en proceso que no haya concluido y 
que pudiera perjudicar a personas involucradas y/o familiares en primer grado. 

Los datos personales, incluyendo las imágenes de las personas involucradas deberán estar protegidos, hasta que obre 
la correspondiente resolución definitiva, e incluso posteriormente ya que debe evitar el escarnio socia l de los 
implicados en alguna investigación, para preservar en todo momento su honor, así como su derecho al olvido. 

En aquellos casos que por circunstancias especiales se hubiera difundido en medios de comunicación la probable 
responsabi lidad de una persona en hechos delictivos o conductas antisociales, deberá especificarse a través de 
leyendas durante la presentación que precisamente se trata de "probables responsables" en atención al principio de 
inocencia que rige el sistema penal mexicano y en caso de que dichas personas presentadas obtengan una absolución 
dentro de los procesos sometidos, deberá el sujeto obligado publicitar en la misma forma en que se presentó la 
detención, que dichas personas fueron declaradas inocentes por la autoridad competente. 

(Lo resaltado es propio). 

En la misma vertiente, se considera susceptibl e de clasificación con tal ca rácter, de conformidad con lo que est ablece 
el artícu lo 110 fracciones VIl, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral r punto 1 fracción 1 de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, correlacionados con los numerales VIGtSIMO 
TERCERO, VIGtSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, VIGtSIMO NOVENO fracción 111, TRIGtSIMO PRIMERO y TRIGtSIMO 
SEGUNDO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, as! como 
para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, debidamente publicados en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el día 15 quince de abril de 2016 dos mil dieciséis. 
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LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (REFORMADA): 

Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información reservada 
podrá clasificarse aquella cuya publicación: 

VIl. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 

IX. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se 
haya dictado la resolución administrativa; 

X.Afecte los derechos del debido proceso; 

XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y 

XIII. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y esta Ley y no las contravengan; así como las 
previstas en tratados internacionales. 

LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
(Publicados el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, 
emitidos por acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales): 

Vigésimo tercero. Para clasificar la información como reservada, de conformidad con el artículo 113, fracción 
V de la Ley General, será necesario acreditar un vínculo, entre la persona física y la información que pueda 
poner en riesgo su vida, seguridad o salud. 

Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VIl de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya la prevención de delitos al obstaculizar las 
acciones implementadas por las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la capacidad de 
las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución de 
los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: 

l. La existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de investigación en trámite; 
11. Que se acredite el vínculo que existe entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 
proceso penal, según sea el caso, y 
111. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el Ministerio Público o 
su equivalente durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del ejercicio de la 
acción penal. 

Vigésimo octavo. De conformidad con el artículo 113, fracción IX de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores 
públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa correspondiente; para lo cual, se deberán 
acreditar los siguientes supuestos: 
l. La existencia de un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, y 
11. Que la información se refiera a actuaciones, diligencias y constancias propias del procedimiento 
de responsabilidad. 

Vigésimo noveno. De conformidad con el artículo 113, fracción X de la Ley General, podrá considerarse como 
información reservada, aquella que de divulgarse afecte el debido proceso al actualizarse los 
siguientes elementos: 
l. La existencia de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral en trámite; 
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11. Que el sujeto obligado sea parte en ese procedimiento; 
111. Que la información no sea conocida por la contraparte antes de la presentación de la misma en el proceso, y 
IV. Que con su divulgación se afecte la oportunidad de llevar a cabo alguna de las garantías del debido proceso. 

Trigésimo primero. De conform idad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de 
investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual, de conformidad con la normativa 
en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos 
y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra 
~utado y la reparación del daño. 

Trigésimo segundo. De conformidad con el artículo 113, fracción XIII de la Ley General, podrá considerarse 
como información reservada, aquella que por disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del 
que el Estado mexicano sea parte. le otorgue tal carácter siempre que no se contravenga lo establecido en la 
Ley General. 

(El énfasis es propio) 

De lo anterior, este Comité de Transparencia determina que le deviene el carácter de información Reservada, por 
tratarse de un expediente que tiene por objeto esclarecer hechos probablemente constitutivos de delito y recaiga la 
responsabilidad sobre servidores públicos y/o elementos operativos del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y 
esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. Sobremanera, dicha indagatoria guarda un estado procesal que es 
susceptible de limitación temporal, por encontrarse en trámite; es decir, no se han agotado todas las etapas del 
procedimiento penal que al efecto establece el Código Nacional de Procedimientos Penales. En este orden, es 
importante mencionar que el Código Nacional de Procedimientos Penales tiene por objeto establecer las normas que 
han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 
acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, 
en un marco de respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; ello, de acuerdo con lo dispuesto en su numeral 2·. tal y como se transcribe a 

cont inuación : 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 2o. Objeto del Código 
Este Código tiene por objeto establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la 
sanción de los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 
conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

En esta vertiente, es imprescindible precisar que la Dirección General de Contralorfa y Visitaduría ha iniciado una 
Carpeta de Investigación que tiene por objeto investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabi lidades o 
ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco. Por tal motivo, se ha incorporado toda la información relacionada con 
los frigoríficos y la instrucción de traslado de los mismos para ser analizada, verificada y tomada en consideración 
para la resolución que en derecho corresponda. Cabe hacer mención que se presume una indebida actuación por 
parte de servidores públicos y/ o elementos operativos de ambas Instituciones, toda vez que las determinaciones 
adoptadas pudiesen constituirse, además, en violaciones al debido proceso y posibles repercusiones en el sistema de 
control y registro de indicios, evidencias, objetos, instrumentos o productos del delito. Por lo cual, no se descarta que 
dicha investigación trascienda adicionalmente a una responsabilidad administrativa sancionable para el o los 
responsables en dichas determinaciones. Así pues, es indispensable para el órgano de control disciplinario preservar 
dicha documentación para un adecuado análisis, y el correcto tratamiento de los registros y evidencias, los cual es 
serán torales para el resultado de la investigación; máxime que esta se trata de documentación inmersa en la Carpeta 
de Investigación que se encuentra en trámite, derivado de los hechos que aluden dichas solicitudes . 

Por lo anterior, observando lo que establece el artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dicha 
información es considerada estrictamente reservada y por su naturaleza es procedente su limitación temporal, en 
tanto se agota el procedimiento penal, que haga efectiva la intervención del Agente del Ministerio Público que tiene 
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a su cargo la integración de la Carpeta de Investigación correspondiente . Cabe mencionar que toda información 
inmersa en la Carpeta de Investigación forma parte de los registros que la integran, mismos que deben sujetarse a las 
reglas que dispone dicho ordenamiento legal, de acuerdo con lo siguiente: 

Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Artículo 218. Reserva de los actos de investigación 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza. 
los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo 
que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y 
demás disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualqu ier 
momento. 

El imputado y su defensor podrán tener acceso a ellos cuando se encuentre detenido, sea citado para comparecer 
como imputado o sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entrevista, a partir de este momento ya 
no podrán mantenerse en reserva los registros para el imputado o su Defensor a fin de no afectar su derecho de 
defensa. Para los efectos de este párrafo, se entenderá como acto de molestia lo dispuesto en el artículo 266 de este 
Código. 

En ningún caso la reserva de los registros podrá hacerse valer en perjuicio del imputado y su Defensor, una vez 
dictado el auto de vinculación a proceso, salvo lo previsto en este Código o en las leyes especiales. 

Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá 
proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de 
aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los 
delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin 
que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya 
quedado firme . 
Artículo reformado DOF 17-06-2016 

(Lo subrayado es propio). 

Si bien, la pretensión del solicitante versa sobre la consulta de documentos generados por esta autoridad, tenemos 
que se trata de documentación pública; sin embargo, el numeral 6" de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la información pública puede ser objeto de limitación siempre y cuando atente contra el 
interés público . En este contexto, la Ley Reglamentaria de aplicación federal, alude en su numeral 110 (reformado) 
que la información susceptible de restricción podrá ser clasificada como reservada cuando comprometa la seguridad 
pública, pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de alguna persona, obstruya la prevención y 
persecución de los delitos, entre otros. A la par, su análoga estatal establece en su numeral 17 como información de 
carácter reservada aquella que con su difusión comprometa la seguridad pública, o cuando esta ponga en rie sgo la 
integridad física o la vida de una persona, o cuando cause un perjuicio grave a las investigación y persecuci ón de 
delitos, las Carpetas de Investigación, los expedientes judiciales en tanto no causen estado, así como aquella 
información que ponga en riesgo la seguridad o integridad de las personas que laboran o hubiesen laborado en áreas 
de seguridad pública, procuración o administración de justicia. Situación por la cual se materializa la necesidad de 
limitar la consulta de dicha información, toda vez que esta corresponde a información que forma parte de los registros 
que conforman una Carpeta de Investigación actualmente tramitada, que se encuentra en etapa de INTEGRACIÓN. 

Por esta razón, es preciso destacar que la pretensión del solicitante no es la de obtener información estadística , que 
sea general y disociada, sino que su intensión es la de consultar especialmente información y/o documentación que 
forma parte de un expediente en particular; de esta forma, la pretensión del solicitante es contraría a la norma, 
trasgrede derechos procesales de las partes legitimadas en el proceso, y contraviene disposiciones de orden públi co 
que tienen por objeto el respeto de los derechos humanos y garantizar el debido proceso. Por tanto, jurídicamente 
no es procedente, toda vez que es considerado una limitante del acceso a la información pública, puesto que nos 
encontramos frente a una investigación que aún no concluye. 

Lo anterior es así que, al tratarse de investigaciones no concluidas, es procedente la negativa, ya que autorizar la 
consulta, o de entregar algún dato relevante en torno a la investigación, es evidente que se compromete el resultado 
de ésta y ello implica un perjuicio insalvable a la sociedad, a las víctimas u ofendidos, en este caso los familiares de los 
occisos. Además, que el solicitante no es parte procesal, carece de interés jurídico en la investigación, y mucho 
menos, es famil iar o representa a alguna de las víctimas o sus familiares . 
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En este contexto, a consideración de este Comité de Transparencia, lo plasmado por el interesado es reconocido 
como un derecho procesal que le asiste a las partes en el procedimiento, y que al efecto la norma procedimental 
penal tutela. En tanto, las disposiciones Constitucionales y las establecidas en las Leyes reglamentarias a nivel 
nacional y local, tienen por objeto precisamente proteger la información que conlleve un riesgo para la sociedad, que 
atente contra el interés público, que ponga en riesgo la vida y la integridad física de alguna persona, comprometa la 
seguridad pública, ponga en riesgo las investigaciones de delitos, lesione intereses de terceros o implique un daf'lo 
irreparable. Entonces, tenemos leyes preventivas en las que el legislador tuvo a bien considerar como excepción 
aquella información que encuadre en los supuestos que produzcan un daño, o pongan en riesgo la averiguación de 
los delitos. Tiene sustento lo anterior en el contenido de la tesis sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número P. LX/2000, publicada en la página 74 del Tomo XI del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de abril del año 2000 dos mil, que a continuación se invoca: 

DERECHO A lA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE 
lA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, 
sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en 
la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los 
gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce 
en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado 
el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas 
constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el 
respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se 
refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con 
normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 
respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los 
gobernados. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Presidente Genaro David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número LX/2000, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil. 

Por lo anterior, a criterio de los integrantes de este Comité de Transparencia, por tratarse de un expediente en 
trámite, es decir que no han concluido, jurídicamente es razonable restringir temporalmente el acceso a la 
información relacionada con los hechos difundidos en diversos medios de comunicación, de los cuales se desprende 
el traslado de cadáveres sujetos a investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) y esta Fiscalía General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones. Habida cuenta, la Dirección General de Contraloría y Visitaduría inició una Carpeta 
de Investigación precisamente con el objeto de investigar, esclarecer dichos supuestos y deslindar responsabilidades 
o ejercitar la correspondiente acción penal en contra de quien o quienes resulten responsables con motivo de las 
acciones u omisiones de conducta en que incurrieron quienes tenían bajo su responsabilidad el resguardo y 
disposición de los cadáveres objetos de investigación por parte del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses y la 
misma Fiscalía General del Estado de Jalisco; aunado a las posibles afectaciones que pudiese producir el manejo y la 
disposición no adecuada de los mismos. Por tal motivo, se insiste que la información relacionada con los frigoríficos y 
el traslado de los mismos, ha sido incorporada a dicha investigación para ser analizada, verificada y tomada en 
consideración para la resolución que en derecho corresponda. 

La necesidad de restringir temporalmente se debe a que con la simple consulta de las actuaciones que integran 
dichas indagatorias, es posible determinar los indicios del caso en particular que nos ocupa, de esta forma con la 
simple consulta se puede obtener suficiente evidencia para determinar quién o quiénes figuran como probables 
responsables en la Carpeta de Investigación, obstruyendo su prosperidad y trayendo como consecuencia una 
trasgresión a la conducción de la investigación y al debido proceso. Por lo cual, es probable que se pueda determinar 
si, hasta el momento, se tiene trazada una línea de investigación en contra de alguna persona, que dificulte la 
comparecencia ante el Juez correspondiente, para efecto de hacer efectiva el ejercicio de la acción penal, la 
consecuente sanción, o en su caso, provoque la sustracción de la acción de la justicia, ocasionando así un daño 
irreparable para la sociedad en su conjunto, así como para los terceros afectados. 



ri'.C \1 1 \ <:1 :'-.:F l\ \ 1 
D I.! . LST.\DO 

Así pues, debe tomarse en consideración la trascendencia y el impacto que implica consultar una indagatoria en 
dicho estado procesal, esto es verificar un expediente en investigación, en el cual están de por medio el éxito de los 
resultados de la investigación ministerial, así como someter al ejercicio de la acción penal al inculpado/imputado, o 
que se imponga la sanción administrativa correspondiente. 

Tiene sustento lo anterior, el contenido de la tesis la. Vlll/2012 (lOa.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, 
página 656, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 
continuación se invoca: 

INFORMACIÓN RESERVADA. LfMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la 
protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de 
información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 
cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) 
comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o 
relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la 
vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o 
verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias 
procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un 
enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la 
información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, 
comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 
3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; S) procedimientos de 
responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos 
de vista de serv1dores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado 
una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien 
pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de 
modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos . Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Del mismo modo, tiene sustento en el contenido de la tesis la. Vll/2012 {lOa.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
V, Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a 

continuación se invoca: 

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LiMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA 
Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL). 

Las fracciones 1 y 11 del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida 
privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para 
establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo 
de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales 
enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales 
la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información 
confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida 
privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información 
confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el 



i i '-,(" \1 1 \ ¡; 1 '1 ¡¡ \1 
lJ!.I. ISI \!)( J 

consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 
sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el 
derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser 
tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la 

fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y 
ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública 
que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos 
personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren 
tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, 
reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 
clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de 
un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse 
su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga 
referencia la información. 

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 
de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

En este panorama, es preciso dejar en claro que el derecho humano de acceso a la información pública no es 
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado A, precisa que en principio toda información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. 

Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó en la tesis 2a. XLIII/2008 publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril del año 
2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información 
pública, no constituye una violación al derecho fundamental consagrado en el artículo 6° de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior de acuerdo con lo que a continuación se invoca: 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTfCULO 14, FRACCIÓN 1, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTfA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, 
COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, 
sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la 
sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado 
precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía 
de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local 

establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, 
con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación 
racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho 
fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser 
adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva 
compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad 

en general. 

Amparo en revisión 50/2008. Rosario Liévana León. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David 

Góngora Pimentel. Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmarán. 

Ahora bien, es necesario puntualizar que, tratándose de asuntos ya concluidos, indiscutiblemente es permisible la 
consulta y/o la reproducción a los documentos que formen parte de las investigaciones, con las formalidades y las 
excepciones por el principio de Máxima Publicidad como ya lo ha determinado este Comité de Transparencia en 
diversas ocasiones; sin embargo, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco se encuentra jurídicamente impedida para 
autorizar la entrega y/o consulta de la información pretendida. Lo anterior, deviene de la imposición de reservar los 
actos de investigación documentados, de conformidad con lo establecido en el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que a la letra dispone lo siguiente: Artículo 2018.- Los registros de la investigación, así como 
todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes 
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o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener 
acceso a los mismos, con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables 

De dicho precepto legal, se desprende que para efectos de acceso a la información pública gubernamental, f! 
Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la 
acción penal, archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo 
igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o 
estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha 
determinación haya quedado firme. Extremo que no se actualiza, dadas las circunstancias de la misma, toda vez que, 
como ya se indicó, forma parte de una investigación en trámite. 

Al efecto, sirva robustecer lo anterior con el contenido de la Tesis número 1.4o.A.40 A (lOa.), Décima Época, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3, página 1899, 
que a continuación se invoca: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
RELATIVO. 

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está 
constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la 
información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS 

INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la 
función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un 
contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo 
o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización 
personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las 
características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 
en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de 
máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la 
información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos 
en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o 

reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 257/2012. Ruth Corona Muñoz. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretaria: Mayra Susana Martínez López. 

Derivado de lo anterior, es preciso establecer que el numeral 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, las entidades federativas y los 
municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que 
esta Constitución señala. Dicho numeral señala que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá 
por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución. Del mismo modo, la Constitución Política del Estado de Jalisco establece las 
mismas disposiciones en sus numerales 4", 9", 15 y 53; y la misma Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios (que es el ordenamiento legal reglamentario de estas), señala que es 
información Reservada aquella que con su difusión se comprometa la seguridad pública en la entidad, así como la 
seguridad e integridad física de quienes laboran en estas áreas; de igual manera, aquella que cause un perjuicio grave 
en las actividades de prevención y persecución de los delitos. Remítase al numeral 17 punto 1 fracción 1 inciso f). Así 
mismo, la fracción 11 del aludido precepto, contempla las Carpetas de Investigación como información de acceso 

restringido. 

Así pues, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos en el cuerpo del 
presente instrumento, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que autorizar la consulta 

y/o entrega de la información requerida, produce los siguientes: 
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DAÑOS: 

DAÑO ESPECfFICO 
El daño que produce permitir el acceso, la consulta y/o la reproducción de la información pretendida, se 
hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que debe 

sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y 

bases que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, relativos 
a la protección de información reservada, contraviniendo el objeto principal en la materia. De la misma 

forma, se trasgrediría el deb1do proceso y con ello se estarían violentando derechos procesales 

consagrados a favor de las partes legitimadas en el proceso, especialmente el de las víctimas u ofendidos, 

de los indiciados, así como en el de la sociedad en su conjunto; principalmente los establecidos en los 
artículos 1 ", 6" apartado A, 20 apartados B y C y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 4", 7" y 8" de la Constitución Política para el Estado de Jalisco; 1 ", 2", 15, 105, 109, 113, 212, 
213, 217, 218, 219, 220, 311 y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales 
(aplicable al nuevo sistema de justicia penal). 

DAÑO PRESENTE 
Tomando en consideración que la información pretendida forma parte de los registros que conforman una 

Carpeta de Investigación que se encuentra siendo tramitada, actualmente en integración, es importante 
precisar que el daño que produciría la consulta de dicha documentación además del incumplimiento, 

inobservancia y trasgresión a las disposiciones legales precisadas en el párrafo que antecede, se hace 

consistir en la obstaculización y entorpecimiento de la investigación, ya que se estaría haciendo entrega de 

información relevante, sensible y detallada en torno a una investigación en la que el solicitante no se 

encuentra LEGITIMADO, es CARENTE DE INTERÉS JURÍDICO y cuyo conocimiento general comprometería el 

resultado de la investigación y los avances obtenidos hasta el momento por parte del Fiscal 

correspondiente. Por tanto, dado el estado procesal en que se encuentran, esto es en etapa de obtención 
de evidencia para, en el momento procesal oportuno, ejercitar la correspondiente acción penal, con el 

objeto de que se repare el daño ocasionado, tanto en perjuicio de la sociedad, las víctimas u ofendidos, así 
como terceros involucrados en la misma. Del mismo modo, se considera que al permitir la consulta o 

entrega de dicha información, pudiese obtener el nombre de alguno de los indiciados, lo cual traería como 
afectación al debido proceso, así como una trasgresión al principio de presunción de inocencia. 

De esta forma, es evidente que, de proporcionar algún pormenor en torno a estas diligencias se propicie la 

obstrucción o se afecte la investigación, a tal grado que no permita el debido esclarecimiento, retrasando 

y/o mermando eficiencia y eficacia en las actividades de esta Institución. Por tanto, su revelación 

ocasionaría un daño irreparable y la consecuente ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del 

Estado de Jalisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información 
que debe mantenerse en reserva y cuya protección es obligatoria por tratarse de información confidencial. 

Lo cual encuentra sustento en la hipótesis normativa prevista en el artículo 17 punto 1 fracciones 1 inciso f) 

y 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

robustecida con el TRIGÉSIMO SEXTO y TRIGÉSIMO OCTAVO de los Lineamientos Generales en materia de 
Clasificación de Información Pública, señalados anteriormente. Así como en el numeral llO en sus 

fracciones Vil, IX, X, XII y XIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(reformada), correlacionados con los numerales VIGÉSIMO TERCERO, VIGÉSIMO SEXTO fracciones 1, 11 y 111, 

VIGÉSIMO NOVENO fracción 111, TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEGUNDO de los Lineamientos 
Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 

Versiones Públicas, precisados anteriormente. 

DAÑO PROBABLE: 
Adicionalmente, de dar a conocer detalles o pormenores inmersos en la Carpeta de Investigación iniciada, 
actualmente integrada en la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, con motivo de los hechos 

difundidos en diversos medios de comunicación, en donde se desprende el traslado de cadáveres sujetos a 
investigación por parte de personal del Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF) y esta Fiscalía 

General del Estado de Jalisco, identificados/sin identificar, con la presunta instrucción de parte de 
servidores públicos en funciones, este Comité de Transparencia estima que se produce una afectación en la 
sociedad, así como en las víctimas u ofendidos, ello ante los procedimientos no adecuados. Lo anterior, en 
virtud de que se estaría haciendo entrega de información inmersa en registros que aún no son difundidos o 

entregados al indiciado, y ello produciría una franca violación al debido proceso. De esta forma, como en 

toda investigación, es de suma importancia el esclarecimiento de los hechos, ya que presuntamente se 
materialice alguna responsabilidad administrativa en contra de servidores públicos de ambas Instituciones, 
sin perjuicio de la pena privativa de libertad que pudiese constituirse frente a las determinaciones 
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adoptadas con motivo del traslado de cadáveres sujetos a investigación, en la forma y los términos que se 
han difundido en diversos medios de comunicación. 

Por otra parte, el riesgo que produciría permitir la consulta, entrega y/o difusión de la información 

pretendida, se materializa con el simple conocimiento por parte de terceras personas, respecto de las 
documentales que obran en la indagatoria relacionadas con la información pretendida, con las cuales, 
apoyándose de circunstancias de tiempo, modo y lugar, es posible determinar de quién se trata (actor o 

partícipe), y con ello se permita la identificación del probable o probables responsables; con lo cual no se 
descarta que se difunda dicha información al inculpado/imputado valiéndose de la consulta de dicha 
información, obteniendo información relevante para hacerse sabedores si se investigan/persiguen actos u 
omisiones de esta. Lo cual, consecuentemente tendría un efecto negativo para eludir la acción de la 
justicia, sustrayéndose para no comparecer a juicio, ocasionando un daño irreparable a la sociedad en su 
conjunto, así como a la víctima u ofendido, y las labores de esta Institución. 

- - - Por lo anterior, de conformidad a lo establecido por los artículos 24 punto 1 fracción 11, 77, 83, 84, 85 y 86 punto 1 

fracción 111, en correlación con el Decreto 25653/LX/15, que fue publicado en fecha 10 diez de Noviembre del año 2015 dos 
mil quince en el Periódico Oficial "El Estado de Jalisco" y que entró en vigor a partir del día 20 de Diciembre del 2015, 
conforme al DECRETO NÚMERO 25437/LXI/15, mediante el cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; esta Unidad de 
Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, resuelve en sentido NEGATIVA su solicitud de información pública, 
por tratarse de información considerada con el carácter de Reservada, dando por respondida su solicitud de información 
pública, en la forma y términos referidos.-------------------------------------- -------------------

---SEGUNDO.- NOTIF(QUESE del presente acuerdo de resolución al solicitante, a través del sistema electrónico INFOMEX 
JALISCO incorporado a la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), por medio del cual ingresó su solicitud de 
información pública. ------------------------------------------------------------------------------

CÚMPLASE 
1' e,\) ~: i t./(.' 

- - -Así lo ordenó la suscrita Licenciada EUGENIA CAROLINA To~ts- MARTiNEZ, en mi carácter de Directora General de 
Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de Transparencia de la ~- qfía:{;~A~p<lld~l Estado de Jalisco. -------------------
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LICENCIADA U~~ it>Ji'eAI1Qi11NJU~\5NlAI 
DIRECTORA GENERAL_~_E_Á.}IT:A · 

TRANSPAR~CTADE LA FISC.A: 
~1 • .-::/ 
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